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EXCMO. SR. 

Entre los muclioB y graves males que está sufriendo mi san-: 
ta iglesia en consecuencia del decreto de 25 de Junio ultimo, hai 
uno que me obliga imperiosamente á dirigirme de nuevo al Su- 
premo Gobierno de la Ndcron. Varios curas de mi diócesis han 
sido desterrados de sus parroquias, tan solo por el embarazo mo* 
ral que presentan con su ministerio á dicho decreto; y como tal 
conducta, hija de una recta conciencia, no está motivada por nin- 
gún principio de insubordinación, temo con sobrado fundamento, 
que estos casos se repitan; porque nunca el clero, mientras com- 
prenda sus deberes y permanezca firme en sus principios católi- 
cos, podrá facilitar la ejecución de un decreto que afecta directa- 
mente el drden moral, compromete la conciencia y expone á los fíe- 
les poseedores de fincas 6 bienes eclesiásticos, 6 á perder sus 
intereses, ó á expcmer manifiestamente su salvación. Los hechos 
á que me refiero están consignados en lus seis documentos que 
con la debida numeración y en copia certificada tengo el honor de 
acompañar á V. E. De estos documentos resulta que los curas 
que han sufrido el destierro, no dieron mas causa para una me- 
dida tan ruinosa, que su resistencia moral y canónica para apro- 
bar el decreto de expropiación eclesiástica y facilitar su cumpli- 
miento. 

Como ni el decreto de 25 de Junio ni su reglamento concor- . 
dante de 30 del siguiente mes contienen prevención alguna que 
faculte á las autorüades locales para desterrar á los eclesiásticos 
por las dificultades que puedan presentar á la ejecución y efectos 
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del decreto á causa de su ministerio, á cuyos deberes nunca deben 
faltar, creo que se habrán fundado para esto en una circular expe- 
dida el 6 y publicada en Guanajuato ell2 de Setiembre último, es 
decir, el mismo dia en que de orden suprema fui sacado del ter- 
ritorio de mi diócesis y conducido á esta capital, donde todavía 
permanezco por disposición del Excmo. Sr. Presidente sustituto 
de la República. Esta circular, de que tuve noticia desde mi sa- 
lida de Guanajuato, pero que no se me habia proporcionado ver, 
para estudiarla con detenimiento, sino basta estos dias, envuelve 
un concepto que le sirve de apoyo, y una disposición que se co- 
munica á los gobernadores de los Estados como regla de condac- 
ta para los casos ocurrentes. Aquel concepto es la aserción ab- 
soluta de que los prelados eclesiásticos expiden pastorales en que 
de una manera positiva se ataca al Supremo Gobierno y se incita 
abiertamente a la desobediencia: y la disposición dictada en con- 
secuencia de este concepto es, que cada gobernador cuide empe^ 
nosamente de que esas circulares no se publiquen ni por la prensa^ 
ni de otro modo; que impida su lecturar^eh las iglesias; que recoja 
las que se hubieren impresa; y en cuanto á los eclesiásticos áquie* 
nes pueda suponérseles culpables por este respecto ó cualqniem 
otro, les sujete a las (autoridades competentes, y si esto no Juere 
posible^ les haga salir del lugar de su residencia, ¿z^. 

Creo pues no equivocarme al atribuir á esta circular aqnella» 
medidas, cuyas trascendencias funestísimas en la admimstracicm 
eclesiástica están á la vista.de todo el mimdo. Y como para obnur 
consecuentes con mis representaciones y protestas y arreglarse 
á las disposiciones canónicas que menciono en mi novena pastea 
ral, han observado los párrocos y demás sacerdotes de mi di6ce<* 
sis la conducta que motiva sus padecimientos, creo mui conforme 
á los principios de una justa defensa, el ocurrir de nuevo mani- 
festando al Supremo Gobierno que, subsistiendo las razones de 
moral y de justicia en cuya virtud protesté y representé como 
todos los Prelados de esta santa Provincia mexicana, contra el 
repetido decreto que la despoja de su.propiedad raiz y enfíteiiti- 
ca, lejos de haber dado motivo para que nuestras representacio- 
.nes y protestas puedan glosarse como ataques al supremo gobier- 
no, é incitaciones abiertas á la desobediencia, conservamos ínte- 
gro el derecho de justicia para insistir en ellA, reclamar contra 
el injusto concepto en que se funda la citada circular de 6 de 
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Setiembre, y cumplir, sin embarga de ella, con todos los deberes 
qiie tenemos como prelados de la Iglesia. 

En principios de Octubre recibí una comumcacion suscrita el 
25 de Setiembre del año próximo pasado por el señor Oficial ma« 
yof de ese ministerio, en que, por contestación á mi nota fecha 
16 de Julio, me dice de ótáen del Excmo. Sr. Presidente susti- 
tuto de la República, que las graves dificultades manifestadas en 
mi representación están victoriosamente satisfechas con el cua- 
derno que me acompaña. Este cuaderno, puUicado en la impren» 
ta de D. José A. Godoi, calle del Seminario núm. 6, contiene las 
contestacicmes habidas entre el lUmo. Sr. Arzobispo de Mé3áco 
y el Excmo. Sr. Ministro de Justicia, Negocios eclesiásticos, é 
Instrucción pública Lie. D. Ezequiel Montes, con motivo de la 
lei de 25 de Junio de 1B56, y aun este mismo título lleva. Si no 
de me hubiese remitido este cuadernp con el carácter de una 
contestación victoriosa, me abstendría ciertamente de volver á 
tocar los puntos contenidos en mi citada nota, por creerlo excu- 
sado bajo todos aspectos; mas no sucede lo mismo supuesW su 
remisión en el sentido expresado; porque mi silencio en el caso 
podria glosarse tal vez como un tácito coavencimiei^ de que ha- 
bian quedado en efecto victoriosamente contestados los argumen- 
ten diversos que fundan la justicia de mi petición y el derecho 
de mis protestas. No teniendo empero motivo ninguno para va- 
nar de lo que manifesté al gobierno en mi repetida comunicación 
del 16 de Julio, pero debiendo justificar mi permanencia en el 
mismo sentido antes de hacer ninguna clase de instancia, me 
permitirá Y. E. que ocupe su atención en esta nota con dos cla- 
ses de reflexiones; unas concernientes á las respuestas del mi- 
nisterio contenidas en el cuaderno que se nos circuid á los obis^ 
pos, y éstas tendrán el caráctes desuna respetoosa réplica; y otras 
oon motivo de la circular de 6 de Setiembre último y sus efectos, 
y éstas se entenderán hechas en términos de rigorosa defensa. 

I. 

Con la mas grande atención he leido las tres contestaciones del 
£}(emo. Sr. Mentes al lUmo. Sr. Arzobispo. Considera S. E. la 
cuestión de la propiedad eclesiástica bajo cuatro principales as- 
pectos: el de la verdad de su origen, el de la justicia de su con- 
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servacion, el de sus relaciones con la moralidad del clero, y por 
último, el de la conveniencia de la lei que la destruye. Para S. £. 
la propiedad eclesiástica viene de la lei civil; los títulos de justi- 
cia que la Iglesia tiene para conservarla, nacen de la voluntad de 
los gobiernos; se interesa mucho la perfección del estado eclesiás- 
tico en que no exista dicha propiedad; y ademas de estas consi- 
deraciones, el destruirla sustituyéndola con el derecho á los rédi- 
tos, era una medida imperiosamente reclamada por la situación 
de nuestro pais, y cuya ejecución, si bien es cierto que deberá 
causar algunos males de presente, abre para lo futuro á los habi- 
tantes de México una fuente inagotable de prosperidad. 

£1 lUmo. Sr. Espinosa, en la contestación que con fecha 20 de 
Octubre di6 á la circular del Ministerio fecha 25 de Setiembre y 
cuaderno que con ella se nos acompañé, se hace cargo uno por uno 
de todos los argumentos del JBxcmo. Sr. Ministro de Justicia, y uno 
por uno los va combatiendo con la Historia, la Santa Escritura, los 
Padres de la Iglesia y el Derecho canónico en las manos. Este 
escrito, que quedará sin duda como uno de los monumentos que ha- 
gan mas honor al Episcopado de México, puede servimos á todos 
los obispos como de una respuesta común y concluyente: porque si 
la circunstancia de no haber tenido nuestras representaciones y 
protestas sino un objeto mismo, fué motivo suficiente para que se 
nos respondiese á todos con la remisión del cuaderno, bien pode- 
mos todos á nuestro tumo contestar haciendo nuestra en todas sus 
partes la concluyente y victoriosa réplica del lUmo. Sr. Obispo 
de Guadalajara. 

Sin embargo, haré por mi parte algunas reflexiones acerca de 
lo que contienen las notas del Excmo. Sr. Mentes, para demos- 
trar de una manera mas directa mi aserto, 'encargándome al efecto 
de los diversos, argumentos coq qme prueba el concepto que tiene 
formado de la propiedad eclesiástica considerada en su origen, en 
sus títulos de justicia y en sus relaciones con la moral y la con* 
veniencia publica. 

S. E., 6 para contradecir el carácter histérico de la propiedad 
eclesiástica, ó para probar que la posesión de los bienes raices 
no es conforme con el espíritu del cristianismo, cita tres pasajes 
de la Santa Escritora, uno del Antiguo y dos del Nuevo Testa- 
inento. Los Levitas eran dueños de los diezmos, pero ninguna 
otra cosa poseían; he aquí el primero: los fieles recien convertí- 



dos vendían sos posesiones y ponían su precio á los pies de los 
Apóstoles; he aquí el segando: San Pablo vivía del trabajo de sus 
manos; he aquí el tercero. 

La legislación y forma de gobierno propias del pueblo judío 
eran teocráticas en todo rigor: de la misma fuente venian inme- 
diatamente el sacerdocio y el imperio: luego de aquellos hechos 
no puede sacarse argumento*ningano para decidir las cuestiones 
de competencia entre la Iglesia y el Estado. Si aquellas institu- . 
ciones, aquellas leyes y costumbres fuesen argumentos para este 
linaje de controversias, ya verá S. E. cuánto pudiera concluirse 
de aquí contra muchos derechos incuestionables del gobierno tem- 
poral; y esto seria un absurdo. Al contrario, notorio es para todo 
el mundo que aquellas cosas, esencialmente figurativas, desapa- 
recieron ante Jesucristo, y desde su venida acá, no solo dejó de 
ser autoridad para un cristiano la legislación judía, sino que, 
según el commi sentir de todos los teólogos, cometería un pecado 
quien se sujetase á ella, y bajo tal carácter la tomase como regla 
de su conducta. 

En cuanto á lo que hachan coi\ sus propiedades los fíeles recien 
convertidos, quiero prescindir de las graves consideraciones que 
contiene la comunicación oficial del Illmo. Sr. Espinosa: no diré 
con S. S. Illma. que esta era una medida precautoria sabiamente 
tomada para evitar el sacrificio de aquellas fincas en la profetiza- 
da ruina de Jerusalen; no diré que sí tal costumbre pudiera subir 
á la clase de obligación, esto probaría que todos los fieles debe- 
rían vender sus propiedades: basta considerar con algún deteni- 
miento el hecho mistno, para quedar convencido de que no puede 
aplicarse á la cuestión presente. ¿Quiénes vendían, qué vendían, 
y en virtud de qué vendían? Vendían los fieles, vendían lo suyo, y 
vendían con sujeción á la autorídad eclesiástica. No efan aque- 
llas unas ventas presentas por la leí civil, ó hechas en obedeci- 
miento del gobierno temporal; no eran ventas de fincas que pre- 
existieo^n con aplicación á objetos piadosos y fuesen administradas 
por la I^esia en común; sino fincas de particulares, vendidas por 
ellos y cedidas á la Iglesia para su uso. ¿Qué tiene pues que 
ver esto con el decreto de 25 de Junio? Nada, porque ni le favo- 
rece, ni le perjudica, y mas bien le perjudica que le favorece; 
pues lo que allí pasaba, todo se hacía bajo el exclusivo gobierno 
¿^ los apóstoles: no se necesitaba de otra aprobación; toda lei 
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civil hubiera sido insignificante en el caso. Ninguno de los obis- 
pos ha pretendido jamas que la propiedad eclesiástica sea invea- 
dible. Es enajenable, y de hecho se enajena cuando la utilidad 
y necesidad de la Iglesia, calificadas por isu autoridad canónica, 
así lo exigen. Lo que decimos es, que no se puede vender con- 
tra la voluntad de la Iglesia, y esto no está desmentido, no está 
contradicho ni directa ni indirectamente por el- citado texto del 
libro de los Hechos apostólicos. 

Si San Pablo, viviendo del trabajo de sus manos, prescindía 
de su derecho de justicia para vivir del peculio de los fieles á 
quienes predicaba la palabra, de este hecho edificante y glorioso 
nada se sigue, por cierto, ni contra la verdad histórica, ni contra 
el antiguo derecho é incuestionable justicia de la propiedad ecle- 
siástica. La renuncia de un derecho es prueba del derecho mis- 
mo, porque nunca se renuncia lo que no se tiene, y no un* argu- 
mento para concluir que es ilícito usar de él, ni para lamentarse del 
uso legítimo de los que le poseen. El argumento valdría tanto, que 
seria necesario coihenzar calificando -a Jesucristo de primer es^ 
candalizador, siendo, como es, mui sabiHó, y lo han notado los Pa- 
dres, que usaba de este derecho. Del mismo modo se conduj|eroii 
los otros Apóstoles, y con tantas ventajas para el culto y la cari-^ 
dad cristiana, como lo dice la historia de su apostolado, de la cual 
ha escogido varios hechos notables el lUmo. Sr. Espinosa, como 
podrá V. E. verlo easu comunicación del 20 de Octubre. No 
fué otra la conducta de los primeros obispos, modelos de des- 
prendimiento cristiano, ni menos favorable á la humanidad me- 
nesterosa y doliente el uso de tan sagrado derecho'. Sin él hu- 
biera contado la Iglesia obispos y presbíteros dedicados á laa 
artcTs, oficios y profesiones indispensables para subsistir; pero no 
habria tenido acaso ni los templos magníficos en que se rinde á 
Dios el verdadero culto, ni los preciosos vasos en que inmedia- 
tamente se le sirve, ni asilos hospitalarios para los desvalidos, ni 
hospitales abiertos para la doliente humanidad, ni el pan en 
abundancia para dar de comer al hambriento, ni los recursos in- 
dispensables para cubrir las carnes de los pobres de Jesucristo. 
No encuentro en los tres oficios del Excmo. Sr. Montes nin- 
gún otro argumento que diga relación al carácter puramente Mb- 
térico de la propiedad eclesiástica, y por lo mismo paso á los que 
S. E. emplea en comprobación del siguiente concepto que á la 



letra vierte en el penúltimo párrafo de su nota fecba 5 de Julio: 
''No cabe duda en que la Iglesia ba adquirido sus bienes por ba- 
'^ bilitacion de las autoridades civiles." En apoyo de este concepto 
cita dos trozos de la Santa Escritora: uno en que Jesucristo dijo' 
á Pilátos: "Mi reino no es de este mundo;" y. otro en que dijo i 
sus Apóstoles: "No poseáis oro, ni plata, ni dinero en vuestras 
'^ ñijas, ni alforja para el camino, ni dos tánicas,. ni calzado, ni ar- 
** mas; porque digno es el trabajador de su alimento:*' de lo cual 
deduce S. E. una conclusión negativa, y es, que Jesucristo no 
di6 á la Iglesia derecbo sobre la propiedad. Pasa de aquí á la 
prueba positiva de que el derecbo de la Iglesia viene todo y solo 
de la lei civil. En confirmación de esto cita estas palabras de S. 
Agustin: "Por los derecbos de los reyes se tienen las posesio- 
^' nes," y otras de que bablaré después; y como el Illmo. Sr. Arzo- 
bispo bubiese explicado la inteligencia de ellas en tma de sus 
notas, el Excmo. Sr. Montes comprueba el sentido que las di6, 
con la autoridad del Illmo. Sr. obispo Lila, Hugo de S. Víctor y 
Juan de Polemar. Aduce ademas dos textos, uno de S. Ambro- 
sio y otro de S. Bernardo como argumentos teológicos: presenta 
como una prueba canónica el artículo primero de la declaración del 
clero galicano, y por último alude á las leyes españolas, doctri- 
nas de autores acerca de la facultad de los reyéb en los bienes 
eclesiásticos, y concluye observando que la inteligencia dada por 
el lUmo. Sr. Arzobispo al cap. XI de la sesión 22 de Reforma- 
tione del Santo Concilio de Trente, no -es la que debe tener. 

£1 argumento quO se ba formado constantemente por los que 
disputan á la Iglesia su jurisdicción y su derecbo con las pala- 
bras de Jesucristo á Pilátos ya citadas, ba sido también contesta- 
do de mucbos siglos atrás y lo acaba de ser por el Illmo. Sr. 
Espinosa de una manera concluyente: me limitaré yo por lo mis- 
mo á una sencilla reflexión. Si el no ser la Iglesia de este mundo 
fuese un argumento para que su existencia en la tierra estuviese 
al arbitrio del poder temporal, todo el dogma caería: porque tanto 
valdria esto como baberle negado á Jesucristo, por baber descen- 
dido del cielo, el derecbo de redimir al mundo, predicar su Evan- 
gelio é instituir su Iglesia. La Iglesia no es de este mundo, y 
esta palabra pronunciada por el mismo 'Salvador, todo lo dice en 
materia de origen; pero la Iglesia está en este mundo, y esta pa- 
labra manifiesta un concepto de becbo que no está en el arbitrio 
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de nadie destrair. Lo que importa saber para la cuestión que 
nos ocupa es una cosa y nada mas: ¿cuál? si está en este mundo 
con derecho ó contra derecho. Para suponer lo segundo, seria 
necesario negarle á Nuestro Señor Jesucristo el poder omní- 
modo que le fué comunicado en el cielo y en la tierra, como Él 
mismo se expresó al instituirla. Pero si no, hemos de discurrir 
de esta manera, porque somos cristianos, preciso es decir qne 
la Iglesia está en este mundo con justo título, y en este caso 
aceptar como otros tantos derechos suyos todas las condiciones 
esenciales de su vida social en la tierra. A no ser que se diga 
que la razón social de la Iglesia católica emana del Príncipe ó 
Soberano temporal; pero en este caso será preciso volar al pro- 
testantismo: porque ya se sabe que, siendo la Iglesia esencial- 
mente una sociedad, no puede recibir este carácter del gobierno 
civil, sin que éste pueda decir: "yo soi el gefe de la Iglesia." Así 
he comprendido yo, Sr. Ezcmo., aquel sagrado texto: he creido 
que, limitado á la divinidad de la institución, no podia servir de 
antecedente para cerrarle á la Iglesja* las puertas del mundo, y 
tenerla en espera de lo que las leyes civiles decretasen, para que 
el apóstol pudiera desplegar sus labios delante de las turbas, tras- 
poner los montes y los desiertos con el fin de llevar el Evangelio á 
las naciones desconocidas, cubrir sus carnes y comer un pedazo 
de pan. Si así fuera, no habría podido ciertamente dar un paso, 
ni menos durante los tres siglos en que la persiguieron á fuego y 
hierro los emperadores romanos. Paso al segundo texto. 

El Illmo. Sr. Espinosa, citando el capítulo IV de San Joan, 
apoyándose en el ejemplo de San Atanasio, San Gerónimo y San 
Agustin, copiando las palabras de San Juan Crisóstomo, aludien- 
do á la doctrina de San Gerónimo y otros Padres, prueba con- 
cluyentemente que en el segundo texto, "no poseáis oro, ni plata, 
¿&c.," no se trata de la misión general de la Iglesia, sino de una 
misión particular; que estas palabras de Jesucrísto no tienen el 
carácter de un precepto, ni pueden en consecuencia ser aplica^ 
das al punto de que se trata. En cuanto á mí, si después de ha- 
ber hablado con tal acierto aquel sabio Prelado, puedo decir al-> 
guna cosa, V. E. me permitirá el hacer á este propósito algunas 
reflexiones. 

Parece que Jesucristo Nuestro Señor quiso cubrir aquella mi- 
sión con cuanto era necesario, para que no llegase a desyirtuarsQ 
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por los mftloa juicios de los hombres, y á fin de quitar hasta las 
ultimas excusas y pretextos á cuantos no quisiesen recibir á sus 
enviados. Y aun las mismas palabras con que concluye el versí- 
culo 10 que cita el Excmo. Sr. Montes: '^digno es el operario de su 
jornal:" lejos de excluir, establecen el incontestable derecho que 
la Iglesia 4iene sobre su propiedad. Si los apóstoles iban á tal 
misión y con tal derecho, debian tener entendido qué adonde quie- 
ra que fuesen tendrían alojamiento, comida y vestido, pues qué 
iban á prestar un servicio qjie les daba tal derecho: y en este ca- 
so, ¿para qué tantos aprestos? ¿para qué llevar dinero y mudas de 
ropa? Si aun en el uso común, cuando se camina bajo el concep- 
to de que se ha de encontrar todo, no se carga con nada, y estos 
aprestos de viaje siguen la razón de las necesidades, y son tanto 
mayores cuanto los caminos tienen menos recursos y los paises 
son menos hospitalarios, ¿no sería mejor entender así el sagrado 
texto, concertando de esta suerte la prescrípcion de que nada lie- 
vasen^ con el título de que tenían derecho a todo lo necesario, que 
fundarse en estas mismas palabras para excluir semejante de- 
recho? 

Viniendo ahora á los argumentos directos, y comenzando por 
el texto da San Agustin, yo creo que de las palabras de este San- 
to Doctor no se colige que el derecho de la propiedad viene del 
derecho de los reyes; porque para esto sería necesarío atribuir 
á tan autorizado Maestro el absurdo proloquio dé que *^los reyes 
son dueños de vidas y haciendas,^ suponer la propiedad sin títulos 
cuando no habia reyes, y autorizar la usurpación en el silencio 
de las leyes positivas. Dígase que la autoridad soberana otorga 
al propietario toda clase de garantías, que la lei civil asegura las 
posesiones de las propiedades para hacer sentir al hombre las ven- 
tajas de la vida social; pero no se concluya que el ciudadano es 
propietario en tanto que el Gobierno quiere, y dejará de serlo 
cuando el Gobierno lo mande. 

Prescindo aquí de tratar especialmente sobre la cita que se ha- 
ce del Illmo. Sr. Lila, Obispo de Guamanga, én la parte, que ex- 
plica unas palabras de San Agustin á los donatistas, por no repetir 
lo que dijo el lUmo. Sr. Arzobispo en los números 80 y 81 dei 
opúsculo con que acompaño su segunda nota, ni lo que manifestó en 
la suya de 20 de Octubre el Illmo. Sr. Espinosa, ni lo que se habia 
dicho desde 1847 bajo el titulo de "Algunas observaciones sobre la 
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contestación del Exorno. Sr. Ministro de Justicia Dr. D. Andrés 
López Nava á la protesta del lUmo. Sr. Obispo de Michoacaa.' 
En todos estos documentos apurece plenamente probado que San 
Agustín hablaba con los donatÍ8tas,y no con la Iglesia; que el par 
siye donde esto consta fué adulterado por un heresiarca; que San 
Agustín consigna precisamente la doctrina contraria, y{>or lo mis- 
mo, que nunca puede ser alegad^ su autoridad cosoo una prueba de 
que la propiedad eclesiástica emana del d^edio de la autoridad 
ÚYÜ. Todavía pudiera yo hacer citas mas antiguas, porque esta 
disputa sobre el sentido de las palabras del Santo, se suscita cbím 
vez que se tratan de atacar ciertos derechos de la I^sia católica; y 
para combatirlos con una autoridad tan respetable, ha sido necesa- 
rio corromper 6 truncar el texto;. pues leido tal como es y eu su in- 
tegridad, se concluye todo lo contrario: trunco está en la cita del 
lUmo. Lila y de Juan de Polemar, como al prc^sito lo adviartid 
en su réplica el lUmo. Sr. Espinosa. 

En cuanto á las palabras de S. Ambrosio, citadas por el Excibo. 
Sr. Montes en la página 36 del cuaijiémo, ninguna contestación 
mejor puede darse que copiar literalmente los pasajes del m^úao 
Santo, como se hizo en 1847 para recitar al Sr. Nava en su opús- 
culo citado. En el párrafo quinto del sermón contra Auiencio, di- 
ce: "Como me pidiesen los rasos de la Iglesia, respondí: si se ¡ 
me pidiera algo de mi pr<^iedad, oro, 6 plata, lo ofrecería sm re- I 
pognancia; pero del templo de Dios nada puedo quitar, ni entre- ¡ 
gar nada de k) que recibí, no para entregarlo sino para custodiarlo." 
En el párrafo octavo de la carta TÍgésima á su hermana le dice: 
" Me estrecharon los comisionados y tribunos para la entrega ée 
" Ja Basílica, alegándome que el emperador usaba de su derecho 
" pues que tenia dominio sobre todoy "Respondí, continua el Santo: 
" si me pidieran loque ñiese mió propio, fundo mío, plata mía, cual- 
" quiera otra cosa mía de esta especie, no resistiría [non rejragor 
" tarum]; pero las cosas que son divinas, no están sujetas á iapo- 
" testad imperial. ¿Queréis arrastrarme á una prisión, queréis nú 
" muerte? soi contento; gustoso rae inmolaré por los altares." 

Seria pues necesario sacar á San Ambrosio contradictorio con- 
sigo mismo, para deducir de alemas palabras suyas el pretendido 
derecho del poder temporal sobre los bienes propios dé la Iglesia. 
Por lo demás, nada creo deber decir aquí con motivo del racioci- 
nio que fonna el Ezcmo. Sr. Ministro en el quinto párrafo de :^ 
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eonmnicacion del 15 de Julio citando unas palabras de S&ít. 
tin, sobre que la Iglesia no debe impedir la dominación de ^ 
soberanos, porque no se trata de esto: todos los prelados hemoft 
eomenzado reconociendo la suprema autoridad del Gobierno, y el 
incontestable derecho que tienen para ser obedecidas todas las le- 
yes justas. Lo único que hemos dicho es, que no nos es lícita 
desobedecer á Dios para obedecer á los hombres, j esto no está 
contrariado ni por San Agustín ni por San Ambrosio. 

Menciona tamhien el Excmo. Sr. Montes aquellas palabras de 
San Gelasio Papa al Emperador Anastasio: ''Dos soa, augusto 
emperador, las potestades supremas que gobiernan á este mundo; 
la sagrada autoridad de los Pontífices y la potestad de los reyes, 
S&c. Mas ¿qué se infiere de todo el pasaje? Nada en el sentido 
éa que la propiedad eclesiástioa tenga por único títolo la autori- 
dad de los gobiernos. Lo que de aquí se infiere rectamente es que 
hai en el mundo instituidas dos potestades. suprema»; que cada ins- 
titución tiene un fin propio; que cada fin supone un derecho pleno 
á los medios necesarios para/conseguirle; que la competencia, del 
poder temporal y el eclesiástico se ha de decidir por la relación 
necesaria de los medios con el fin de la institución^ y por consi- 
guiente, que siendo la propiedad eclesiástica un medio necesario 
para la subsistencia de la Iglesia eU el mundo, porque así quiso 
Jesucristo que esturiese, nadie puede disputarla ni la legitimidad 
de los títulos con que adquiere, ni la plenitud del derecho con que 
posee, ni la juisticia con que resiste á todo linaje de usurpación. 
£1 fondo de este concepto no me pertenece á mí: se debe á la 
sabiduría y al talento profundo del célebre canciller D'Aguesseau, 
tan generalmente conceptuado como uno de los mas insignes ju- 
risconsultos del mundo. 

Las palabras de S. Bernardo, citadas por el Excmo. Sr. Mentes 
en la pág. 37 del cuaderno á que estoi contestando, prueban y mui 
bien que la potestad de la Iglesia y su ministerio nunca deben con- 
ñmdirse con la potestad del Soberano temp(»ral; que no ha sido 
instituida como la otra para proveer á la conservación del diden 
público y decidir en todos los negocios qué bajo cualquier aspecto 
tengan un carácter puramente civil: mas no se cotige, ni puede co- 
legirse tampoco de ellas, que cuando va de por medio alguna cosa 
qv^ se ve, que se palpa, que es material y sensible, bajo ningún 
respecto pueda ser de la competencia de la' Iglesia. Esto sería un 
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absurdo y de los mas enormes, siendo como es claro que el orden 
material toca por muchos puntos al orden moral, aféctala concien- 
cia y supone por lo mismo doctrina y jurisdicción para ilustrar y 
decidir; y á ningún católico puede caberle duda sobre que el orden 
moral es de la competencia exclusiva de la Iglesia. Ya el Illnao. 
Sr. Espinosa explicó este lugar de San Bernardo con buenas ra- 
zones y mui palpables ejemplos, manifestando el único sentido 
que admite, y cdmo nada puede concluirse de aqiu en contra del 
derecho que la Iglesia tiene para administrar sus propiedades. 

Paso á encargarme de los argumentos canónicos ñmdados, co- 
mo indiqué al principio en la declaración del clero galicano, y en 
las razones ^ue tiene el Excmo. Sr. Montes para creer que el de- 
creto de 25 de Junio no está comprendido en la disposición del 
Concilio de Trento citada por el Illmo. Sr. Arzobispo, y no con- 
cluiré este punto que aféctala cuestión bajo el aspecto de la legiti- 
midad y la justicia con que la Iglesia posee sus bienes, sin decir 
una palabra sobre las disposiciones legales y doctrinas de autores 
á quienes se refiere S. E. de una manera general. 

En cuanto á la declaración del clero galicano, bastante se ha 
dicho por parte de los Illmos. Sres. Garza y Espinosa. Solo ana- 
diré yo que en materia de Derecho las palabras valen tanto como 
la autoridad representada; que no hai mas autoridad que la del le- 
gislador; que el clero galicano nunca pudo ser legislador de la Igle- 
sia, y que estos cuatro célebres artículos, en vez de figurar como 
una razón decisiva en la materia, serán siempre un hecho infirma- 
tivo en buena jurisprudencia canónica; pues contra él obran la 
autoridad de los Papas y la voz unánime de muchos escritores 
insignes. La misma Iglesia galicana se conduce hoi de tal suer- 
te, que quisiera borrar aquella declaración, para no tener esta pá- 
gina en la historia de sus relaciones con el Vicario de Jesucristo. 

Mas como en el primero de estos artículos se hace mención 
de aquellas palabras de Jesucristo: "Dad al Cesar lo que es del 
César," así como en el texto de San Ambrosio , se alude al acto 
en que Jesucristo pagó el tributo, no quiero pasar en silencio es- 
tas citas. Verdad es que muchas veces han pretendido sacar de 
aquí una consecuencia conforme á la intención del Excmo. Sr. 
Montes; pero es igualmente cierto que nada puede concluirse 
rectamente contra los derechos incontestables de la Iglesia sobre 
su propiedad. El Illmo. Sr. Espinosa con grave peso de autori- 
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dádes demuestra que no. Y en efecto, de que Jesucristo haya 
mandado dar al César lo que es del César, ¿puede inferirse nun- 
ca que el César sea dueño de todo, y que la Iglesia no sea ñi 
pueda serlo de nada? Puntualmente cuando á la vista de una 
moneda y con ocasión de un impuesto se explicó Jesucristo de 
ésta suertCj añadiendo: "Dad á Dios lo que es de Dios," nos en- 
señó á todos, que aunque Dios es dueño de todo, ha querido ser- 
lo especial de alguna cosa; que lo es de cuanto se le destina; que 
Ilai dinero del César y dinero de Dios, y que tan injusto es ne- 
garle al César lo que es suyo, como defraudarle á Dios lo que le 
pertenece. Porque, Sr. Excmo., si salimos de aquí, ¿adonde va- 
mos á parar? á la mas completa y omnímoda absorción de la 
propiedad por los gobiernos: seria necesario, como en otro lugar 
decia, suponer que ellos eran los tínicos dueños de todo, y que 
los ciudadanos y demás miembros de una nación eran simples 
usuñnictuarios de la propiedad social. 

El Excmo. Sr. Montes, en el penúltimo párrafo de su nota, 
fecha 15 de Julio, cita el cap'. XI, session 22 de Reformatione 
del Santo Concilio de Trente, y el párrafo I, título 8.% Libro 3.' 
del tercer Concilio mexicano, para manifestar que no han podido 
ni debido aplicarse ai decreto de 25 de Junio y su cumplimiento 
sin violentar su sentido: porque el gobierno no ha ocupado los 
bienes de la Iglesia, ni convertido sus réditos en usos propios. 
Dejemos aparte la cuestión de réditos, porque solo se trata de la 
propiedad. ¿En dónde está la propiedad eclesiástica? De dere- 
cho en la Iglesia, porque la Iglesia nunca perderá su derecho, 
como lo hemos repetido; pero de hecho está en poder de los ad- 
judicatarios y rematadores, en poder de aquellos á quienes la 
Iglesia les ha dicho: No toméis eso, porque es mió. Cuando el 
hecho no emana del derecho, cuando las cosas que constitu- 
yen la propiedad eclesiástica están en poder de otro&, no por la 
voluntad del dueño, que es la Iglesia, sino contra su voluntad 
expresa, en virtud de una coacción y una faer2a, ¿se dirá qitd 
nada se le quita á la Iglesia? ¿se dirá que nada se le usurpa? 
¿Qué importa que el gobierno no lo haya convertido en usos pro- 
pios? ¿qué importa que por sí no ocupe las fincas de la Iglesia^ 
st otros las ocupan por disposición de la lei? El Santo Concilio' 
dé Trenato no ha limitado ni su prohibición ni sus anatemas á la 
conversión de la propiedad eclesiástica en propios usos, sino que 
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los ha extendido á todo linaje de usurpación y violencia, á todos 
los bienes, jurisdicciones, £ncas, derechos, frutos, ¿lc. Bastante 
pudiera decirse sobre esto; pero Y. £. me permitirá limitarme al 
raciocinio que debe formar un simple fiel. '*Yo veo por una par- 
" te los cánones de la Iglesia, la unánime voz de todos los obis- 
^^ pos de México, una declaración solemnísima del Vicario de 
^* Jesucristo contra el decreto de 25 de Junio y otras leyes y dis- 
** posiciones del gobierno, recordando las censuras eclesiásticas 
'* i los adjudicatarios» rematadores y demás que han intervenido 
'^ en la ejecución del repetido decreto: y por otra parte veo, por 
^' la negativa, sosteniendo que no se ha infringido el Santo Con- 
<^ cilio de Trente, á varias personas. ¿A qué atenerme? Si se 
" trata de proporcionarme un apoyo en el sentido exclusivo de 
'' mis intereses, me inclinaré á la opinión de que puedo adjudi- 
^< carme la finca que poseo, 6 acudir al remate de las no adjudi- 
^* cadas sin faltar á la lei canónica, ni quedar ligado con la ex- 
" comunión; pero si atiendo preferentemente al bien de mi alma, 
*' si se trata de saber si peco 6 no peco; si busco una decisión 
^' moral para gobernar mi conciencia con el fin de no condenar* 
^* me, no buscaré la doctrina sino solo donde está la misión para 
^ eiuseñarla; prescindiré de opiniones particulares para estar solo 
** á la doctrina del Episcopado, lo abandonaré todo en materia de 
** dictámenes y estaré solo al juicio de los Prelados, á la voz de 
'' la Iglesia." Paso á encargarme de los argumentos que ñmda 
el Excmo. Sr. Ministro en las disposiciones de las leyes civiles 
y doctrinas de los autores. 

Bien sabido es que en el cuerpo de la legislación española se 
registran muchas disposiciones en el sentido de una competencia 
exclusiva del gobierno civil sobre las materias temporales; que 
hubo muchos escritores tan zelosos defensores de la regalía, que 
sus obras figuran ya en el índice expurgatorio de los libros pro- 
hibidos, y lo es asimismo que bajo la cubierta de un hecho legíti* - 
mo como es el concordato, hicieron los reyes tanto, que toda 
ponderación seria corta; pero estos son hechos, y los hechos 
no aiguyen derechos: es necesario subir al origen de cada uno, 
llamarlos al juicio de los principios, y deducir de aquí su legitimi- 
dad 6 bastardía. Si en esta materia valiera citar leyes, es nece- 
sario convenir en que la Iglesia ^uedaria vencida; pero repito 
que en este punto las leyes son hechos, y el hecho no constituye 
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el derecbo. Por la demás, la legislación española es xin abtm^ 
dantísimo manantial para todo; porque hubo tiempos en que una 
recta intención, un verdadero zelo por la religión y la moral, uñ 
buen espíritu presidia, en todo lo relativo al orden eclesiástico, 
á las disposiciones de la autoridad civil. En este sentido se ex- 
plica perfectamente bien el pasaje del Papa Nicolás I, citado por 
«1 Exmo. Sr. M6ntes en la última exposición: porque de bulto se 
ve cuánto provecho resulta en favor de la Iglesia y del Espado 
cuando hai un verdadero concierto entre sus dos autoridades su- 
premas, cómo los Emperadores necesitan de los Pont'ñces, y no 
solo para conseguir su salvación, como dice aquel Papa, sino 
también para llevar su gobierno con todos aquellos alivios que 
proporciona la moral bien arraigada en el ánimo de los subditos, 
cómo los Pontífices reciben mucho consuelo cuando la autori- 
dad civÜ, inspirada por un verdadero zelo en favor de la religión 
Y de la moral, dicta medidas sabias y oportunas, para que sea de- 
fendida en todo la justicia, garantizada la vida, zelado el honor^ 
respetada la moral y venerada la religión, y cómo á las dos cosas 
puede atenderse sin que los gobiernos invadan el poder espiri- 
tual en las materias de su resorte, ni los Pontífices, prelados y 
ministros se mezclen en los negocios seculares, es decir, en los 
negocios propios del siglo, ajenos de su vocación, embarazosos 
para su iñinisterio y oficio, &c., &c. Pero ¿por ventura, ni de 
aquí ni de los otros lugares citados se colige ni colegirá nunca, 6 
que la Iglesia no pueda adquirir, ó que adquiriendo, no pueda con- 
servar, 6 que adquiriendo y conservando, no pueda administrar? 

Como el Excmo. Sr. Montes considera también esta grave 
cuesáon en las relaciones que pueda tener la propiedad eclesiás- 
tica con 'la moralidad, acaso para corroborar su concepto de que 
no tiene mas títulos que las concesiones del poder civil, y cita 
en prueba de esto unas palabras de San Gerónimo al monje Ne- 
pociano, me creo en el caso de ver la materia también bajo este 
aspecto en la presente nota. 

El Illmo. Sr. Espinosa, en su comunicación repetida fecha 20 
de Octubre, analiza con el mayor detenimiento el pasaje de San 
Gerónimo á Nepociano, que cita el Excmo. Sr. Montes en el 
párrafo tercero de su nota del 15 de Julio; manifiesta con la» 
' mismas palabras del Santo, que él **no eondend absolutamente ú 
los sacerdotes que tienen riquezas, sino á los que ponen todo su es' 
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tudio en eUas, ... y áhs obispos que las amontonan para inoer- 
tirios en usos profanos.^ Cita á San Bernardo, San Agustín, Sa^ 
Gregorio Nacianzeno, San Ambrosio y S.' BuenaYentora, y coib- 
cluye rectmn^li^te de lodo cuan violento seria deducir de lo qu^ 
San Gerónimo dijo á Nepocianp, la ilicitud de las posesioaes 
eclesiásticas. Creóme por lo mismo excusado de entrar en déte- 
nidas explicaciones á este proposito; pero me permitirá Y. EL 
que haga con tal motivo algunas breves reflexiones. 

Eso de no estimar el oficio del Clericato como un género d^ 
antigua milicia quiere decir que las funciones a^gU8tas del minis- 
terio católico no deben desempeñarse con otro fin que el de la 
mayor ^oria de Dios y bien de las almas; que las rentas de loa 
beneficios han de ser consideradas como medios legítimos de sub- 
sistencia, y no como fuentes de riqueza; que pertenece á los por 
bres el debido sobrante, y no debe destmarse á especulaciones 
propias de seculares. Esto de no buscar la milicia de Jesucristo 
para lucrar, quiere decir sustancialmente lo mismo, y excluye la 
consideración de la renta, y aun de la subsistencia, de lo que ba. 
de tener presante, para probar su vocación, el que aspira al estado 
eclesiástico. Esto de que muchos hai que son mas ricos de mon- 
jes que cuando fueron seglares, condena y justísimamenite la con- 
ducta de aquellos, que, habiendo profesado una regla en que se 
hace voto^de pobreza, mienten á su estado y á su religión, ha- 
ciéndos.e poseedores de los bienes temporales. Esos clérigos, 
mendigos antes y ricos después, son aquellos á quienes reprende 
porque buscan la milicia de Jesucristo para lucrar, y no los que 
poseen lo que incuestionablemente es suyo, como los que tienen 
bienes patrimoniales cuasi castrenses ii otros, y usan de . ellos 
conforme á la lei de Dios. Tener algo ñiera del Señor no es pre- 
cisamente tener algo 6 tener mucho, que algo y mucho pue^e te- 
nerse por via justa, sino adquirirlo contra justicia, poseerlo con- 
tra derecho, usarlo contra la sana moral. Nada tiene pues de 
extraño que así se expresara el santo y esclarecido Doctor, cuan-: 
do así se expresa la Iglesia, así se expresan sus cánones, á esto 
se encaminan sus máximas y constante solicitud: esto enseña en 
los libros, predica en los palpitos y propone á la meditación de 
sus hijos en el santo retiro espiritual. 

Pero sea de esto lo que fuere, y dejando aparte las cuestiones 
sobre si los bienes patrimoniales, cuasi castrenses y otros son 
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lo mismo que los beneficíales, sobre si los monjes y los clérigos 
■ están igualmente obligados á la pobreza, sobre si basta tener algo, 
- ó es necesario tenerlo contra justicia, para no ser de Jesticristo, 
yo llamaré la atención de Y. £. sobre un punto mui digno de con- 
• siderarse. ¿A qué viene todo esto? ¿Qué aplicación pueden tener 
en el caso los conceptos citados de San Gerónimo y el consejo 
de San Ambrosio de que no se po&ean las cosas que soü de este 
mundo, de abandonarlas todas y seguir á Jesucristo? No se trata 
de nada de esto en la cuestión presente: versa ésta exclusivamen- 
te sobre la propiedad eclesiástica, y no sobre la propiedad de los 
eclesiásticos:- la diferencia entre ambas propiedades es taii palpa- 
ble, que no pueden co]!kfundirse. El decreto de 2d de Junio des- 
truye la primera y deja intacta la segunda. Ningún clérigo dirá 
qifó se han' adjudicado o rematado sus bienes: ninguno lo temerá 
eii consecuencia del citado decreto. Es claro, por lo mismo, que 
todos estos argumentos y citas dejan intacta la materia única que 
debe ocupamos. 

Fuera de estos arguménios, en que la propiedad eclesiástica es 
vista ep sus relaciones históricas, legales y morales, trata el Exmo- 
Sr. Ministróla cuestión bajo el aspecto de la conveniencia pública. 
Mira SvE. como un principio reconocido, que cuando lo exige la 
utilidad pública, el Gobierno tiene falcultades expeditas para dio* 
poner de las propiedades de los particulares y corporaciones, de- 
cretando la posible indemnización; y dando por supuesto que se 
interesa mucho la utilidad pública en la enajenación de la propie- 
dad territorial perteneciente á corpoaraciones eclesiásticas y civi- 
les, manifiesta la competencia y justicia del decreto de 25 de Ju- 
nio, supuesta la indemnización decretada para los propietarios 
«níiguos con cuantos medios están á su alcance. 

Si me es permitido, Sr. ExAno., manifestar con franqueza mi 
opinión, diré á Y. E. que .tal principio, mui aplicable en la acción 
administrativa, no puede serlo igualmente al orden legislativo. De 
otra suerte seria neceserio deslaruir un principio c(m otro, é inmo- 
lar el que consagra el Derecho de propiedad, poniéndole bajo' Ift 
custodia y no bajo el dominio de la lei civil, ante un principie 
práctico y excepcional que, para ser aceptado por la razón y él 
buen sentido, ha menester de referirse á un hecho protegido por 
el Derecho y no instituido por él. Si la lei ocupa la pro{>iedad, el 
derecho de propiedad ha desaparecido; si la autoridad pública ocu- 
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pa alguna ünca de algún particular con todas las formalidades del 
Derecho, instruyendo el expediente respectivo sobre causas, prac- 
ticándose los avalúos y demás trámites hasta la completa indem- 
nización del dueuo, la propiedad subsiste; y esta excepción legal 
en cuya virtud se ocupa alguna finca, es una fuerza nueva que re- 
cibe el derecho, mientras en el otro caso soló recibiria éste un 
gdpe de exterminio. Este raciocinio, Sr. Excmo., admite una 
aplicación general á todo lo que puede llamarse garantía en la so- 
ciedad; y la garantía mas preciosa que las leyes pueden conceder 
al hombre, consiste precisamente en ese carácter abstracto de que 
no podrian desnudarse sin hacer entrar en sus disposiciones y 
reglas todos los juicios prácticos, que no pocas veces se inspi- 
ran de los intereses y aun de las pasiones. ¡Desdichada sociedad 
aquella en que la lei fuese al mismo tiempo conocimiento y cali- 
ficación del hecho, institución y aplicación del derecho; lei, jui- 
cio, sentencia y ejecución! 

Ademas, ¿qué es esto de ocupar la propiedad con la posible in^ 
demnizaeion? Los gobiernos tienen sus épocas de mucha escasez, 
en que no pueden cubrir sus compromisos, en que reducen por 
necesidad la preciosa riqueza del infeliz empleado, que ha gastado 
su vida en servir á la nación, á una cantidad representada en bo- 
nos, nominal para él, y acaso real para otros. Debemos pues su- 
poner que según las circunstancias y los tiempos, un gobierno 
podrá mucho, podrá poco, y aun tal vez en algunos casos de su- 
ma urgencia no podrá nada: porque nada se puede cuando na- 
da se tiene, y nada se tiene para un caso particular, cuando lo 
poco que se posee, no basta para cubrir las necesidades mas im- 
periosas de la administración. Si pues el principio es verdadero 
tal cual le presenta el Señor Ministro, la posición de los gobier* 
nos seria siempre la de hacer lo qfte'les pareciese mas convenieH^ 
te para la utilidad pública, la de ocupar por una lei todas las pro- 
piedades, si lo calificasen de útil; en cuyo caso no sé de qué servi- 
rían ya los principios de la justicia eterna, los del Derecho publico 
y constitucional, los de la legislación. En cuanto á su obligación 
de indemnizar, nada importaria que el desposeido se quedase abso* 
lutamente sin nada, 6 cosa equivalente, porque se le pagara con 
poco; pues el Gobierno por su parte cumpliria siempre con hacer 
lo posible, y para dejar callado al propietario, bastaríale decir: ne 
ptiedo más. 
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La Qtilidad pública, Sr. Excmo., cosa es por cierto mui aten- 
dible, pero de mui difícil calificación, de aplicación peligrosísi- 
ma. Desprenderse de los principios de la justicia para entrar en 
las cuestiones de conveniencia j utilidad es un mare magnum 
en que todo suele quedar envuelto en conjeturas, pareceres y aun 
intereses y pasiones: todo, la Jibcrtad, la propiedad, la seguridad y 
hasta la misma religión. Por esto el sistema utilitario combatido 
por los publicistas antiguos mucho antes de nuestra Era cristia- 
na, ha sido justamente relegado por el buen sentido al país de las 
quimeras. Asf como en materia de principios no pueden tener 
lugar ninguno las probabilidades ni las conjeturas, asf también 
cuando se trata de la justicia intrínseca de las cosas, del goce y 
conservación de aquellos derechos anteriores á toda la legisla- 
ción civil, como lo es la propiedad, los cálculos de conveniencia 
publica no deben hacer peso ninguno en la balanza de un gobier- 
no. Perdóneme pues V. E. si hablando con el respeto debido, nie- 
go tal principio, manifestando francamente que las palabras del 
Excmo. Sr. Montes podr^-'ser un concepto, una opinión suya, si 
se quiere, pero nunca un principio: porque no puedo llamar prin- 
cipio lo que destruye los principios; no puedo tener como funda- 
mento lógico de una disposición legislativa, lo que minaria pro- 
fundamente la sociedad civil. • - « 

Y qué! aun prescindiendo de esto, ¿puede sostenerse con se- 
riedad la pretendida utilidad y conveniencia del decreto de 25 de 
Junio? En mi protesta contra este decreto dije terminantemente 
qne no podia traer ni á los arrendatarios ni á los inquilinoe una 
solida y positiva ventaja; pues "al tocar estos intereses eldecre- 
•* to citado, 6 los destruye 6 los grava 6 los desmoraliza. Los destm- 
*' ye para todos aquellos que no quieran sacrificar la lei eclesiás- 
** tica al interés propio, la conciencia al dinero, la salvación á la 
•• comodidad: los grava para los nuevos, arrendatarios de la pro- 
" piedad eclesiástica pasando al dominio de los particulares; por- 
** que ya se sabe lo que va de la Iglesia al simple particular en 

" materia de intereses los desmoraliza, por último, no solo 

** por el daño que recibe la justicia moral y aun legal á causa de 
" las diferentes legiones 6 pérdidas que se sufran, sino también 
«* porque pone á los individuos que quieran hacer uso de los me- 
" dios que la lei les proporciona para enriquecerse y hacerse 
** propietarios, en el caso preciso de gravar su conciencia, sufrir 
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ta censura eclesiástica y poner en manifiesto peligro su eterna 
" salud.*' 

¡Ojalá, Sr. Excmo., me hubiese equivocado! Pero el tiempo ha 
dado un paso; la lei está cumplida, y la experiencia toda se halk 
en pié á disposición de la lógica para una concluyente demostra- 
ción. Nada dijo sobre esto el Excvo. Sr. Ministro. Pero 70 sí 
puedo manifestar á V. E. que mi proposición está evidentemente 
comprobada: porque puedo presentar este triple linaje de intereses 
colocados ya en la categoría de los hechos. Yo veo estos intere- 
ses destruidos en todas las fincas de que ha sido la Iglesia despoja- 
da y que las autoridades por medio de la fuerza, contra su vohmtad 
y á pesar de sus cánones, protestas y censuras, han adjudicado 6 
rematado á su nombre ¡vilipendio inaudito! y esto porque así lo pre- 
vino la lei: los veo también en el despojo sufrido por los antiguos 
arrendatarios que no quisieron adjudicarse, y que después de haber 
tenido hogar por mucho tiempo para sus familias, andan vagando 
aquí y allá en pos de un asilo para poder vivir sin ofender á Dios. 
Veo los intereses gravados en los nuevos arrendatarios é inquili- 
nos, colocados hoi en la alternativa de vivir por mientras, 6 de vivir 
contra la lei eclesiástica, y en aquellos otros, y son muchos, que 
están resintiendo ya con el aumento de renta la penosa transición 
á que la lei los obliga. Yerdetd es que el Excmo. Sr. Montes aplasi | 
para el porvenir el goce de los inapreciables bienes de semejante : 
medida; pero, prescindiendo de lo que pueda importar esta inmensa 
inmolación de lo presente ante ese oscuro y dudoso porvenir, haré 
una observación que me parece mui natural. Si hoi que están mal 
seguras estas tenencias han causado tantos gravámenes á los ar- 
rendatarios é inquilinos los adjudicatarios y rematadores, ¿qué 
será cuando no haya ni aun este inconveniente? Veo, por último, 
los intereses desmoralizados en esas adquisiciones contra justicia, 
hechas por personas á quienes la lei y sus ejecutores llaman 
nuetws propietarios, 

¿Podrá sostenerse nunca, Sr. Excrac, que hai moral en estoá 
intereses? Bien sé que mucho se habla y discurre sobre esto; 
que se buscan argumentos para poseerlos sin agitación interior 
por muchas personas para quienes todavía significan algo las pa- 
labras Dios, moral, conciencia, pecado; que se han dado diversas 
opiniones,. y que ni aun faltan quienes, adjudicándose las fincas, 
pretendan hacer un servicio á la Iglesia; pero también sé, como 
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decia en mi protesto de Julio, que un ¡nreceplo del Decálogo con- 
sagra la propiedad, y que solo cmiiple con osle precepto, .como 
lo enseña el mismo catecismo cristiano, "el qne no toma, ni tie- 
ne, ni quiere lo ajeno contra la volmxtad de su dueño." ¿Quién 
«s el duenol La Iglesia. Creo qpe nadie ha negado este domi- 
nio. ¿Y la Iglesia prestó súTiduntad? Díganlo nuestras represen- 
laciones, nuestras [urotestas, nuestras pastorales, nuestras moni- 
ciones al clero y al pueblo. La Iglesia se opone, contradice, pro- 
testa, censura, y ha declarado de mil maneras esas adquisiciones, 
liechas de sus fincas en virtud del decreto de 25 de Junio, como 
vordaderos despojos de su (nropiedad. Y para quitar todo pretex- 
to, y para que nada faltase, .habló lerminantísimamente Nuestro 
SantÍBÍmo Padre Pió IX. Mas al mencionar aquí la autoridad so- 
berana del Papa, relativamente al decreto de 25 de Junio, debo 
hacer una ezf^eacion. Aunque por una circular expedida por el 
Ministerio de Grobemacion se califica de apócrifa la alocución 
de Nuestro Santísimo Padre Pió IX en el consistorio secreto de 
15 de Diciembre del ano plr^mo pasado, con motiyo de algunos 
ejemplares de ella que habian venido por el último paquete, y 
en un párrafo del manifiesto que acaba de hacer á la nación el 
Excmo. Sr. Presidente, se pone todavía en duda la autenticidad 
de la alocución pontificia, la cito como auténtica, sin embargo, 
porque para mí lumca hubo la menor duda sobre este punto, pues 
la tuve por auténtica desde que llegó á mis manos; y ademas de 
esto, me ha sido comunicada oficialmente por el lUmo. Sr. Arzo- 
bispo de Damasco Monseñor Clementi como Delegado Apostóli- 
co. Es pues auténtica; y aprovecho esta ocasión para deícir que 
la respeto y venero como la voz del Soberano de la Iglesia y Vi- 
cario de Jesucristo. Jamas ha sido un punto de controversia para 
el Episcopado de México la oposici(m del decreto de 25 de Junio 
á las santas leyes de la Iglesia y á las prescripciones mas estric- 
tas de la moral; pero después de haber hablado el Papa, todo ca- 
tólico no debe hacer otra cosa que normar su juicio y su conducta 
por la palabra suprema de Su Santidad. 

Creo, Sr. Excmo., haber probado con buenas razones que to- 
dos los fundamentos en que apoyé mis protestas del dia 16 de 
Julio del ano próximo pasado, subsisten sin embargo de las con- 
testaciones que dio el Excmo. Sr. Ministro de Justicia y Nego- 
cios eclesiásticos á las tres primeras notas del Illmo. Sr. Arzo- 
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bispo, pues la ultima parece ha quedado sin contestación; siendo 
ademas mui digno de notarse» que todos los argumentos que cons- 
tan en dichas contestaciones, j de las cuales me he hecho cargo 
en esta nota, se refieren solo á dos de los fundamentos de mis 
protestas: los demás han quedado no solo sin contestar, pero aun 
sin tocarse siquiera. No los menciono aquí, porque Y. E. puede 
convencerse de ello con solo leer mi protesta; 7 tengo mui fonda- 
das esperanzas en la rectitud j buen juicio de Y. E., de que me 
hará la justicia de creer que la remisión del cuaderno citado no 
puede figurar como una contestación, 7 menos como una refuta- 
ción concluyente y victoriosa de aquel documento. Y. E. me 
permitirá en vista de todo lo expuesto, que habiendo manifestado 
las razones en que me iiindo para .considerar legales 7 subsistentes 
los motivos que me determinaron á protestar contra el decreto de 
25 de Junio, é instruir acerca de él á los fieles de mi diócesis, 
ocupe todavía su respetable atención con las refiexiones justas 
que me considero en el caso de hacer con ocasión de la circular 
de 6 de Setiembre 7 sus efectos. *. 

II. 

En este documento se asegura sin excepción, que los pre- 
lados de la Iglesia hemos dado circulares en que se ataca directa- 
mente al Gobierno 7 se incita á la desobediencia. Me creo con 
derecho de defenderme de este cargo, 7 paso á hacerlo bajo el 
concepto de que supongo no estará prohibida la defensa natural. 
El gobierno dará el peso que tenga' á bien á mis razones; pero 
no puede menos de admitirlas en términos de defensa bajo las pro- 
testas de mi respeto. La circular citada nos prohibe desempeñar 
una misión que viene de Jesucristo 7 es inherente al Episcopado; 
pues á esto equivale dejar nuestra doctrina al juicio de las auto- 
ridades locales con facuhad para impedir su propagación 7 pro- 
ceder contra nosotros cuando crean que con ella turbamos el or- 
den público. Estoi en la obligación de^defender estos sagrados 
derechos, manifestando que no está cometido á la autoridad tem- 
poral ni el calificar la doctrina católica, ni el impedir su predica- 
ción. Han sido desterrados los curas 7 otros eclesiásticos de mi 
diócesis por no absolver á los que se hallen ligados con la cen- 
sura canónica, por haber aprovechado, ejecutado ó cooperado al 
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despojo de qué la Iglesia se queja: es dé mi deber manifestar la 
inocencia de dichos eclesiásticos, poniendo en claro que casti- 
garlos porque no ab&uelven, es intervenir el ministerio sacerdo- 
tal en la parte mas delicada, cual es el fuero de la conciencia, y 
obligarlos contra toda regla, contra toda lei á una verdadera pre- 
varicación: cosas que ciertamente ni puedo ni debo creer que 
hayan entrado nunca en la intención del Gobierno. 

No puede ser dudoso para mí que la circular citada se refiere 
i los obispos, y particularmente ha querido comprenderme: por- 
que ella dice que los Prelados eclesiásticos expiden pastorales y 
circulares en que de una manera positiva se ataca al Supremo 
Gobierno, y se incita abiertamente á la desobediencia. Estoi cier- 
to ciertísimo que ni yo, ni otro alguno de los Illmos. Sres. Obis- 
pos de esta santa Provincia mexicana maceemos un cargo tan 
grave; porque ni hemos hecho semejante cosa, ni dado motivo al- 
guno para que se nos atribuya. Por misericordia de Dios com- 
prendemos nuestros deberes, y hemos procurado cumplirlos. Estoi 
seguro asimismo, que si no áe.'nos hubiesen presentado tantas difi- 
cultades para hablar^ todos hubiéramos ocurrido desde el principio 
al Supremo Gobierno defendiéndonos de este cargoymanifestando 
al público nuestra defensa. Pero contrayéndome á mí, pues coma 
he dicho, ademas de estos motivo» generales, tengo uno mui per- 
sonal para creer que se me atribuye una culpa tan grave, cual es 
el haber sido sacado del territorio de mi diócesis y el estar arrai^ 
gado en esta capital por disposición del Gobierno, me permitirá 
Y. £. decir algo en mi defensa; porque la defensa es natural, y 
tan justa, que el mismo Jesucristo nos dio el ejemplo. Habiendo 
recibido una bofetada, dijo á su agresor: *^Si he hablado mal, mués* 
trame en qué; y si no, ¿par qué me hieres?^ Jesucristo, explicándose 
de esta manera, manifestó que la prueba de los hechos corresponde 
al que los afirma, y no al que los niega; y este mismo es nuestro 
axioma de Derecho. Mi defensa, pues, deberla reducirse á esta 
sencilla expresión: "no he hecho nada de lo que se me atribuye." 
Lo digo, pues, á Y . E¿ en ocasión tan solemne, asegurándole que 
jamas ni directa ni indirectamente, ni de modo alguno, he atacado 
al Gobierno é incitado á los pueblos á la desobediencia. Sé mui 
bien cuáles son mis deberes para con el Gobierno y la doctrina 
que enseño á los fieles como prelado de la Iglesia, es la misma 
del apóstol San Pablo, Sm embargo, como en la circular se habla 
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de pastorales, y yo di una el 19 de Julio con motivo de la protes- 
ta que acababa de hacer contra la lei de expropiación, tdcame 
probar en defensa de este documento, que no estamos en obliga- 
ción de obedecer las leyes civiles cuando están en oposición con 
las leyes santas de la Iglesia, ni nuestras protestas, ni nuestras 
pastorales expedidas oon motivo del decreto de 25 de Junio pue- 
den ser vistas como ataques al Gobierno é incitaciones á la des> 
obediencia. 

£1 Apóstol San Pablo en el cap. XIII, vera. 4 y 5 de su Epís- 
tola á los Romanos, dice: que el príncipe es el ministro de Di&i 
para él dfen, y de este luminoso é incoidrastaUe principio deduce 
como una consecuencia forzosa que todos debemos estarle some- 
tidos, no solo por temor del castigo temporal, sino también por 
una obligación de conciencia. El ser el príncipe ministro de Diesy 
manifiesta que Dios ndsmo le ha instituido y comunicado el po- 
der necesario para el gobierno de la sociedad: el serlo para el 
bi$n, manifiesta^ la extensión de sus facultades y el objeto de sos 
atribuciones. Y como cuando obra como gobierno y según sus fa- 
cultadas, obra en todo conforme á la ordenacieii de Dios, conclu- 
ye de aquí el Santo Apóstol que quien resiste á sus mandatos, re- 
siste a la ordenación de Dios. Nada mas justo que esta obediencia 
debida á los príncipes y sus leyes, motivada con la misión sublime 
<pie ti«aen de hacer el bien: nada mas culpable que desobedecerles 
cuando ejercen esta noble misión, cuando todas sus leyes y me- 
didas van encaminadas á establecer y perpetuar en la socieidad* 
^reinado felia de la justicia. La justicia es hija de Dios: sv 
primer código vino del cielo; las leyeis humanas, rigurosamente 
reglamentarías, tienen por base la lei divina, por norma la mord 
y por objeto el bien de la sociedad, que nunca puede esta^ «i 
choque con la justicia^ Sería pifes necesaría una verdadera opo- 
sición de la lei humana con la lei divina, de la voluntad del prús- 
cipe con la voluntad de Dios, para que la obediencia dejara de 
ser una obligación para los sábditos: porque en este caso los 
príncipes obrarían como hombres, pero no como ministros dé 
Dios, y sus leyes y preceptos no representarían el bien para el 
cuál fueron e]£clusivamente instituidos^ Sigúese de aquí que solo 
en un caso deja de ser obligatoria la lei civil, y es cuando ééta 
se opone á la ordenación de Dios«, y como tal ha sido pam 
los prelados de México el decreto de 25 de Junio^ han represen^ 
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tado contra él y advertido á los fieles qae no les es lícito cum- 
plirle. 

La obediencia, Sr. Excmo., es una virtud, y como no hai vir- 
tud posible contra la moral, contra la justicia y contra la Iglesia, 
nunca podria honrarse con el nombre de obediencia el vasallaje 
de la voluntad á una lei civil que se reputase contraria á la orde- 
nación de Dios, ni calificarse por lo mismo de desobediencia el 
acto moral de resistir á ella, ni apellidarse tampoco incitación a la 
desobediencia la monición de los pastores á sus ovejas sobre que 
no es lícito obedecer en estos casos. Cuando esta resistencia mo- 
ral, hija de un deber tan estrecho, tributo debido á la Divinidad, 
atrae sobre los Prelados 6 los fieles las persecuciones y los cas- 
tigos, ellos, sufriéndolos con paciencia, practican sin duda una 
virtud, y mui alta y noble, pc^ro que ciertamente no es la obedien- 
cia. Esta virtud entraña siempre el reconocimiento concienzudo 
de la justicia de la lei cuando se cumple, de la justicia del castigo 
cuando se recibe por no haberla cumplido; mas cuando la justicia 
de la lei no es reconocida, tamp;t>co hai obediencia ni en el cum- 
plir ni en el padecer. 

Tales son los principios d^ que me parece ha debido partirse 
para calificar nuestros actos episcopales en sus relaciones con el 
decreto de 25 de Junio, y Y. E. me permitirá repetir, que si han 
de juzgarse conforme á ellor tanto mi protesta como la pastoral 
que con ocasión de ella dirigí á mis diocesanos, aparecerá mas 
claro que la luz mi absoluta inculpabilidad y el derecho que .me 
asiste para resistir á ese terrible cargo que á todos lo9 prelados 
de México se nos hizo en la repetida circular de 6 de setiembre 
liltimo. 

Tuvo por objeto mi novena pastoral explicar á los fieles de mi 
diócesis el motivo que me habia obligado á protestar contra el 
decreto de 25 de Junio, y^rles la doctrina canónica sobre este 
punto. Los términoÉ en que hago este anuncio á los fieles. nada 
tienen de irrespetuoso ni descomedido contra el Gobierno. Al con- 
trario, comienzo suponiendo cuan sagrada es la obligación de obe- 
decerle, pues que para no darles motivo de escándalo con mi for- 
zosa desobediencia á una lei, escribia dic]^ carta pastoral. No 
temeria yo ciertamente dar á los fieles un motivo de escándalo 
con mi desobediencia á la lei, si ellos no profesasen la doctrina 
moral de la obediencia, ni profesarían esta doctrina, por cierto, si 

3 
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no se las hnbiésemos inculcado constantemente sus pastored. Haf 
mas: el solo hecho de explicarme así, prueba concluyentemente 
que no he tenido nanea la mas leve predisposición contra el 6ro- 
bierno, que con toda sinceridad he deseado que se le obedezca en 
cuanto sea justo, que se le respete y acate: porque si tal ánimo 
no hubiese tenido constantemente, ¿á qué tanto empeño en salvar 
el principio de la obediencia, en prodigar tantas protestas de res- 
peto al tiempo mismo de estar resistiendo la penosa coacción de 
una lei injusta? Esta conducta, Sr. Excmo., es la de un cristia- 
no; porque solo la religión de Jesucristo ha podido asociar en el 
alma dos sentimientos tan opuestos en la naturaleza, el de la pena 
consiguiente á un mal que se está sufriendo Contra justicia, y el 
de la obediencia y respeto á la autoridad pública^ el deseo de que 
sea siempre acatada. 

El fondo de aquella carta es una inserción literal^ sin comen- 
tario alguno, de un. opúsculo que el Illmo. Sr. Arzobispo escribió 
eñ 1847, bajo el título de "Bienes eclesiásticos" para los fidies 
de Sonora. Este opúsculo, donde se 'reconocen á la par el pro- 
fundo saber y la moderación propia del dignísimo Señor Metropo- 
litano, tUYO desde entonces una prodigiosa circulación; fué reim- 
preso varias veces, remitido al Gobierno, conocido de todos, y no 
tachado por nadie con las notas desfavorables que la circular del 
Ministerio quiere imprimir sobre los prelados de México. Este 
opúsculo fué acompañado con la nota de S. S. Illma. fecha 7 de 
julio al Excmo. Sr. Mentes pBXB, conocimiento del Gobierno, por 
si los ejemplares renptidos antes hubiesen padecido algún extra- 
vío, y lejos de haberle merecido el bochornoso concepto de ata- 
car al Gobierno é incitar á los pueblos á la desobediencia, faé 
reimpreso de nuevo por disposición del Gobierno, y es una de las 
pieza3 conteñidas en el cuaderno publicado por el Ministerio, y 
circulado á los obispos en contestación á nuestros ocursos y pro- 
testas en los términos que dejo indicados al principio de esta no- 
ta. ¿Cómo, pues, ha podido suceder que lo que en el Illmo. Sr. 
Arzobispo es bueno, en el Obispo de Michoacan sea malo? ¿C&' 
mo explicar que un escrito reimpreso por el Gobierno y contes- 
tado con la mayor atención y urbanidad, dando á su respetable 
autor la mui debida calificación que merece por su saber y sus 
virtudes, haya podido contaminarse en mis manos, hasta el exti^- 
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xno de liacer aparecer mi pastoral como xax ataque manifiesto al 
Oobiemo y mía incitación abierta á la desobediencia? 

Tal vez los puntos que toco rápidamente para concluir conten- 
drán el secreto principio del mal que se me atribuye, y habrán 
sido bastantes para mierecerme un cargo tan terrible. Pero por 
mas que leo y releo los últimos párrafos de uii novena pastoral, 
nada encuentro en qué pudiera íundsurse un concepto tan desven- 
tajoso para el Episcopado. 

En el primero.de ellos no hago mas que aplicar los principios 
espuestos en aquel .opúscí^ á la conducta pasada y presente del 
Episcopado^ de México en casos semejantes. Mas esto es la re- 
lación de un hecho público, notorio para todo el mundo: es la 
ajilicacion 6 mas bien la indicación del derecho; porque no hái 
en ese párrafo ningún desarrollo: es la verdad histórica que á 
nadie ofende contra justicia, la verdad canónica contra la cual 
nada pueden los gobiernos: el juicio ;de lo que habia sucedido y 
Bttcede ahora, juicio que no puede estar prohibido por ninguna lei. 
En el siguiente párrafo me- manifiesto dispuesto á sufrirlo todo 
áMes que sujetarme á ninguna lei que ataque los derechos divi- 
nos y las prescripciones canónicas de la Santa Iglesia; y para que 
Jos fieles entendiesen que al explicarme de esta suerte obraba por 
conciencia y no por ciqpricho, consigné un raciocinio simple pe- 
ro del todo inexpugnable, un raciocinio ^e consiste en estas tres 
proposiciones: primera: ''el decreto de 25 de Junio es opuesto á 
las leyes generales de la Iglesia, como se prueba con varios ca- 
pítulos que aUí cito de las Decretales, y con el XI de la sesión 
22 de ReformaUone del Santo Concilio de Trente. Segunda: no 
nos es lícito á los prelados de la Iglesia ni derogar estas leyes, 
.ni entenderlas de otra manera que como la Iglesia las entiende, 
ni dejar de obedecerlas. ZjO primero, está fundado, como Y. E. 
lo sabe mui bien, en los principios de la jurisdicción eclesiásti- 
ca; lo segundo en las reglas de una recta interpretación, reglas 
que abrazan igualmente la legislación canónica y la legislación 
civil; y lo tercero en la razón social de la Iglesia católica, en la 
naturaleza de laa relaciones que con su autondad suprema tienen 
los prelados y los fieles; y para que nada faltase lo está asimis- 
mo en un hecho que todo el mundo sabe, en un juramento que 
hemos prestado los obispos, que por su carácter afecta la esencia 
de la religión, nos liga directísimamente á Dios sometiéndonos 
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al segando precepto del Decálogo, es decir, á una lei contra la 
cual nada pueden todos los gobiernos del mundo. La tercera, ni 
aun la expreso, porque siendo la consecuencia que nace de am- 
bas, corre totalmente á cargo de la lógica, contra lif cual tampo- 
co hai poder {lumano. Por ésto concluyo diciendo, que cuando 
be resistido el decreto de 25 de Junio, no bago mas que cumplir 
con mi obligación, dando á Dios lo que es de Dios, y á la Iglesia 
lo que es suyo; pues nunca nos es Ifcito desobedecer á Dios y á 
su Santa Iglesia. Como Y. E. ve, no bai en estas frases nada 
que pueda tenerse como un ataque al Gobierno, absolutamente 
nada que pueda glosarse como una incitación abierta á la des- 
obediencia. 

¿Tendrá estos caracteres mi exposición de 16 de Julio, á que 
me refiero en mi novena pastoral? Bien sé que así fué denuncia- 
da, que se siguió un juicio contra el impresor de ella en Morelia, 
y que fué sentenciado éste á la pena que la lei de imprenta señala 
para los incitadores á la desobediencia en primer grado: todo lo sé; 
pero no confesaré jamas que semejaiité juicio baya sido iniciado 
con derecho, ni fallado con justicia: nunca podré persuadirme que 
un documento oficial, suscrito por mí como autoridad eclesiásti- 
ca, dirigido al Supremo Gobierno de la nación, pudiera ser obje- 
tó de un juicio de imprenta, ni figurar como un folleto, y que 
cuando el Gobierno le babia recibido sin proceder contra mí, sin 
hacerme ningún extrañamiento ni el mas leve reclamo, estuviese 
passCndo en Morelia un juicio en virtud de la denuncia que hizo 
el fiíscal de imprenta.^ Menos puedo comprender que un escrito 
en que se consignan ideas de subordinación y respeto en los tér- 
minos mas formales; en que se expenden los fundamentos de una 
protesta canónica, motivándolos precisamente en las considera- 
ciones y justos respetos debidos al Gobierno; en que se dice qu©, 
á no atravesarse un deber sacratísimo, á no estar de por medio 
la conciencia, seria obedecido el Gobierno en todo y por todo, 
como lo es de facto en cuanto manda y dispone á salvo de la lei 
de Dios y de la Iglesia; en que se pone por primera protesta el 
reconocimiento de la Suprema autoridad de la Reptíblica, y del 
deber de conciencia que tenemos de acatarla y obedecerla en 
cuanto sea justo; en que se pone por segunda protesta que no hai 
el ánimo ni la mas leve intención de faltar al respeto que se de- 
be al Gobierno y á las leyes de la nación, que hablo como Pre- 
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iado de la Iglesia y en clase de rigurosa defensa: no puedo com- 
prender, vuelvo á decir, cómo semejante documento, después de 
haber sido juzgado como folleto contra el derecho que le daba su 
cairácter oficial, contra el que yo tenja como autoridad eclesiás- 
tica reconocida por las leyes, y según creo contra la dignidad 
misma del Supremo Gobierno, porque, dígase lo que se quiera, 
el paso no fué decoroso, se haya sentenciado al fin como incita- 
dor á la desobediencia en priiáer grado, y contra un pobre impre- 
sor á pesar de estar suscrito y reconocido por mí como era no- 
torio. 

Ignoro, pues, todavía, si mi protesta, ó mi pastoral, 6 ambas 
cosas juntas me han granjeado el concepto de hostilidad al Go- 
bierno é incitación á la desobediencia en la parte que me toca de 
la inculpación común que nos hace á los obispos de México la 
parte expositiva de la circular del ministerio; pero sí aseguro y 
sostendré siempre con la confianza que inspira un íntimo con- 
vencimiento, que, supuesta la necesidad estrechísima en que me 
encontraba yo como todos Iqis obispos de representar contra el 
decreto de 25 de Junio, y de negarme a su cumplimiento, no po- 
día manifestar al Gobierno ambas cosas ni de una manera mas 
respetuosa, ni en términos maá dignos. 

Si acaso la expedición de mi pastoral hubiere parecido una 
medida imprudente, como parece dejarse entrever en algunas 
frases de la circular del Ministerio, yo responderé con la fran- 
queza que me es propia, que la prudencia del siglo no efls una de 
las cualidades que deben adornar al Obispo; que el silencio de 
los pastores seria mui perjudicial y aun funesto en ciertos ca- 
sos; que no se debe dejar la conciencia de los fieles fluctuar en 
el mare magnum de las opiniones, ni exponer su salvación con 
faltarles á la enseñanza oportuna de la doctrina. El decreto de 
25 de Junio iba necesariamente á originar muchas dudas, á pro- 
ducir un verdadero trastorno en la moral, á causar una gran re- 
volución en las conciencias. Era necesario darle al clero una 
regla y á los fieles advertencias oportunas; era indispensable una_ 
pastoral. 

Por solo ésta, y sin que fuese necesaria otra medida, los ecle- 
siásticos tuvieron aquel consuelo que halla un sacerdote en la voz 
y el juicio de su Obispo, y los fieles todos no pudieron ya ignorar 
cuáles eran sus obligaciones en el caso. Si no hubiese podido ex- 



pedir mis l^tfas pastonües, habría echado mano de otros medios, 
como circular en las parroquias mis ínstmcciones diocesanas: 
porque no pudiendo, como no pueden ciertamente, absolver ni ád^ 
ministrar otro sacramento á los adjudicatarios, remAtáidores, 6 pos'- 
tores, 6 ejec^^tores de la lei, ni á cuantos de algún modo hubiesen 
cooperado al despojo de la Iglesia, mientras no reparasen el daio 
7 el escándalo según las reglas de la moral, santas é infalibles, y 
á causa de la excomunión reservada en que los dichos incurren, 
habria sido mui peligroso dejar de amonestar sotnre» este punto á 
los eclesiásticos. 

Estas reflexiones bastan para convencerse de que no pedia yo 
ni dejar de representar al Grobiemo contra el decreto de 25' de 
Junio, ni guardar silencio respecto de los eclesiásticos y de los 
fíeles de mi diócesis; que «li protesta y pastoral no solo no me- 
recen el cargo que se nos ha hecho á los obispos en la circular 
del ministerio, sino que pcH" ser cosas necesarias, eran de m 
obligación: que en ambos documentos no hai nada que pueda 
considerante como un acto de insubdsrdinacion contra la autori- 
dad del Gobierno ni como un desconocimiento de las leyóos en 
clase de tales. 

Por otra parte, ¿dónde está el precepto civil de <^e los arren- 
datarios pidan la adjudicación, 6 de que los sufoinquilinps sigHn 
viviendo en las fincas adjudicadas? ¿Donde está el precepto que 
imponga obligación de si^ir al remate? En ninguna parte. Lue- 
go ño adjudicaf^e, no seguir viviendo en las casas, no hacer pos- 
tura, no procurar adquirir tales fincas de esta manera, no ddnut^ 
ciarlas, &c., &c., es prescindir del provecho que la lei propor- 
ciona, es renunciar al derecho que ella pretende dar, pero no dea* 
obedecerla. Si la lei hubiese mandado que pidiesen la adjudicación, 
que denunciasen, que hicieran posturas, pujas, <fec.,para el remate, 
el no hacerlo, seria desobedecer la lei. Pero no habiendo dicho 
nada de esto ¿donde está la desobediencia? Dése pues á nuestriás 
exposiciones y pastorales la calificación que se quiera; pero no 
se diga que incitan á la desobediencia. La Iglesia manifiesta que 
no es lícito pedir adjudicación; pero la lei no manda precisa- 
mente que se pida: la Iglesia dice qu^ no es lícito denunciar; 
pero la lei no manda que se denuncie: la Iglesia dice que no es 
lícito salir al remate; pero la lei no impone obligación de * salir - 
al remate. Así podría irse discurriendo sobre todos los casos, y 
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8i ex^Hs^liiainoB ta& soló aqueüds que miían á la ejecücioQ dé la 
lei por parte de ka autoridades y á la constanoia de las adjudi- 
caciones y remates, por la de los Escribanos, &c., no puede de- 
cirse ni que desobedezcan lol^ que ]sremnden, ni que sean inci- 
tados á diBSobedecer los que soirftiiionestadds parabprescind&r. 

Si pues aun cuando la lei mandara, no seria desobediencia el 
no cumplirse, ni tampoco incitación a la desobediencia el amo- 
nestar á que no se debia obedecer, porque la justicia de las leyes 
es una condiKsion esencialíbima' para ellas, y un decreto sin tai' 
requisito no puede llamarse lei; si en consecuencia el no cúm- 
pfirse no seria desobedecer; ¿qué será, Sr. Exmo., cuando ni aun 
tia! precepto e:dste, y cuando el decreto de 35 de Junio, reducido 
á mover el resorte del interés, prescinde totalmente de procurar 
Étt objeto estableciendo una obligacioní ^ 

La circular de 6 de Setiembre último dispone, en consecuen- 
cia dé nuestro supuesto ataque al Supremo Gk^emo y abierta 
incitación á Ja desobediienciii, que Cada Gobernador "cuide em- 
pf^ñosaméñte de que nuesbás circulares, y per consiguiente pas- 
torales, no se publiquen ni por la prensa ni dé otro modo, é im- 
pida su lectura en las iglesias." Yo reo' aquí una intervención 
civil y esencialmente coactiva del ministerio eclesiástico. Nues- 
ti^as pastorales no son mas qué la doctrina dogmática j ntcHi'a^y ca^' 
n<$nica enseñada por cartas á los fíeles: nuestras circulares no son 
mas qué actos de nuestro gobierno episcopal: las iglesias son ca- 
sas de Dio^ cuidadas por sus ministros. Impedir pues que en las 
iglesias se. lea lo que el Obispe habla 6 sus lugartenientes, que 
son los párrocos, es lo mismo que arrojar del templo al sacerdo- 
te y su palabra; y esto, Sr. Excmo., podrá ser un becbo, pero 
littnca será un derecho. 

Lo's Gobernadcfes no pueden impedir la lectura de nuestras 
pftstorales^ 6 circulares sino bajó el concepto de que haya en- 
tre ellas y las leyes civiles 6 disposiciones del Gobierno algu- 
na oposición: no pueden formar este concepto sin calificar la 
pastoral 6 circular misma: no pueden hacer tal calificación sin 
juzgar de la doctrina. Luego la doctrina católica está interveni- 
da por la autoridad civil. Demos un paso mas: el Gobernador es- 
tá en una sola parte; las pastorales y circulares de los Obispos 
están en todas 6 eú muchas. ¿Cóibo cumplirá el Gefe del Estado 
lo que le previene la circular del Ministerio sin comunicar sus 
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ñu;ultades á los prefectos, subprefectos y demás autoridades lo- 
cales? Luego la palabra episcopal, la predicación eclesiástica, 
los actos del gobierno diocesano están á la órdeñ de los prefec- 
tos, subprefectos y demás autoridades locales, para conocer de lo 
que se dice 6 hace, juzgar si lalípredicacion es lo que debe ser, 
si las disposiciones del obispo son conformes 6 no á los cáno- 
nes, ^c, &c., y obrar contra los eclesiásticos según el juicio 
que formen de lo que hablen 6 ejecuten en clase de ministros. 
Todo esto, Sr. Ezcmo., podrá ser un hecho, pero nunca un de- 
recho. 

Según la disposición repetida n^da podemos publicar por la 
prensa; no hai pues imprenta para los Obispos y para el clero: 
nada podemos publicar tampoco de otro modo; el Obispo y el cle- 
ro no pueden pues ya ni tomar la pluma ni desplegar sus labios: 
nada podemos leer ni decir en las Iglesias; el Obispo y su clero 
tienen cerradas pues por la autoridad civil las puertas del Santua- 
rio. ¿Qué podrán decir, Sr. Excmo., que no se les interprete? ¿Qué 
podrán escribir que no disguste? ¿Qué podrán hacer que no se glo- 
se de la manera mas desfiívorable? ¿Y es posible que en un pais 
católico haya bajado la Iglesia de Dios á este grado de humilla- 
ción? ¿Es posible que el Episcopado de esta República se haya 
hecho digno de ser visto con esta desconfianza suma, de ser tra- 
tado con este rigor tan extremo, de ser intervenido con esta injus- 
ticia tan notoria, de ser coactado con esta opresión tan general? 
¿Ya no son suficientes los principios recibidos de la constitu- 
ción social, las santas prescripciones de los cánones, las disposi- 
ciones mismas de las leyes, para que en lugar de reclamar se de- 
crete una intervención, en vez de garantías se disponga una ver- 
dadera coacción, y todo el sistema de procedimientos legales se 
sustituya con simples hechos? Pues, Sr. Excmo., hechos habrá, 
porque no pueden faltar nunca; pero los hechos no son dere- 
chos. 

Nuestro ministerio tiene una misión que no ha venido de. los 
hombres; tiene un carácter ina^óesibíe á todo el orden humano, 
y bajo cualquiera respecto que se considere, nunca puede ni de- 
be ser objeto de esta clase de medidas. Es divino en su origen, 
pues que ha sido establecido por Jesucristo; divino en su acción, 
pues que á su nombre y con su aiotbridad le ejercen sus ministros; 
divino en su carácter, pues que Dios mismo le consagra; divino 
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en su objeto, que es el cuerpo real de Nuestro Señor Jesucristo 
y su cuerpo místico; divino en sus efectos, pues que comunica la 
gracia y abre 6 cierra las puertas de los cielos. Este santo mi- 
nisterio ha tenido que estar en lucha constantemente con los ene- 
migos de Cristo, pero jamas ha renunciado ni podido renunciar 
tampoco su derecho; ha reportado el inmenso peso de odios en*- 
cenados y persecuciones sangrientas, pero el derecho ha quedado 
intacto siempre^ y hoi dia tiene el mismo derecho, la misma an-' 
toridad, la independencia misma que recibió desde que fueron 
pronunciadas estas palabras en una montana de Galilea: ^'Se me 
'' ha concedido todo poder en el cielo y en la tierra:- id pues, ins- 
'^ truid á todas las naciones, enseñándolas á guardar todas las co- 
^' sas que os he mandado, y estad seguros de que yo permaneceré 
'< todos los dias con vosotros hasta la consumación de los siglos." 

No me detendré, sin embargo, Sr. Excmo., á manifestar los tí- 
tulos de esta misión católica, que no está ni ha debido estar nun- 
ca sujeta ni á la inspección, ni á la calificación, ni mucho menos 
á la coacción de los gobiernos. La independencia de derecho le 
es tan esencial como la vida misma; y por tanto no puede faltarle 
la independencia de hecho, sino contra el derecho, contra la ins- 
titución misma de Jesucristo. Ni podia ser de otra manera: la 
Iglesia y el Estado tienen principios cardinales, objetos propios, 
autoridad plena cada uno en su línea, independencia respectiva. 
Nadie puede negar que la doctrina religiosa no tiene mas órgano 
reconocido que la- voz de aquellos á quienes se les mandó predi- 
carla; que la autoridad recibida en virtud de esta misión deriva pre- 
cisamente de la palabra misma de Nuestro Señor Jesucristo; que 
esta palabra ííié pronunciada con la autoridad de un poder omní- 
modo y con el título de un derecho incontestable; que la califica- 
ción del ministerio católico, el juicio de sus actos propios, la de- 
cisión acerca de la doctrina, de la moral, Slc, es una cosa que 
toca por entero á la Iglesia de Dios; y en este punto es necesa- 
rio decir, que el poder público de la sociedad civil está en la al« 
temátiva indeclinable de respetar esta misión ó desconocerla, de 
admitir el derecho ó someterle al hecho. 

Estoi persuadido que el Supremo Gobierno se haUa de acuer- 
do en estos conceptos; porque tengo entendido que no ha renun- 
ciado á los principios católicos; que mira en la Santa Iglesia la 
institución divina de Jesucristo, y en la misión del sacerdocio un 
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objeto qjifi no puede ceder ni á las disposicicmes de las l^yes, m 
él influio de las ciromistaiicias, ni á las mas tristes vicisitudes de 
la sociedad. V. E. sabe oiui bien que aun en los tiempos de uní 
eaconada persecución la Iglesia no ha descansado; que los apti» 
toles mismos tuvieron que luchar con todo linaje de obstáculos; 
que fueron perseguidos atm en el nombro de Dios, porque tales 
eran los principios invocados por la Sinagoga y por el gentilismo; 
que los magistrados y sacerdotes judíos los hacian encarcelar y 
y azotar, y nunca dejaban de intimarles que se abstuviesen de en- 
senar la doctrina del Evai^elio; pero que, sin embargo de tod» 
estas medidas y á pesar del profundo respeto que los apóstoleí 
tenian á las autoridades teii^>orales y la obediencia que les pres- 
taban en los objetos de su resorte, jamas en este punto quisieras 
sujetarse; sino antes bien, dispuestos á sufrirlo todo primero que 
faltar á su deber, seguían predicando y ejerciendo todos Los actos 
de su ministerio, y acostumbrabsm decir siempre á los príncipes 
y magistrados, lo mismo q^e á los sacerdotes: "Juzgad vosotros ai 
^^ en la presencia de Dios es justo obedecer á vosotros antes qoe 
« á Dios: porque nosotros no podemos menos de hablar lo que he- 
" mos visto y oido." 

Yo me abstendría ciertfimente de hacer esta cita, si no hubiese 
menester de una autoridad incontestable, y venerada, porque lo creo 
así> del mismo Supremo Gobierno, para que no me juzgue manchado 
con la falta de respeto á su autoridad, de sumisión á las leyes jus- 
tas, cuando, zeloso como es debido de una misión que no me ha 
venido del poder te^iporal, sino de Jesucristo, de una misión que 
ejerzo por deber y de que tengo de dar á Dios la mas estredu 
cuenta, le manifieste á ejemplo de los Apostóles, que no puedo 
dejar de predicar, no puedo dejar de expedir mis letras pastora- 
les, no puedo dejar de amonestar á los fieles sobre sus deberes^ 
no puedo abanderarlos al peligro de manchar sus conciencias y 
de perder sus almas, no puedo dejar de gobernar al clero queme 
•está sometido, de sobrevigilar sobre la administración de las piar- 
roquifus, y de expedir los edictos y circulares que me parezcan 
necesarios para tan sagrado objeto. No puedo reconocer deredio 
ninguno en el poder temporal, digmisimo de respeto y autorizadí- 
simo «ntre lo que es.de sus atribuciones, ni para intervenir el mi- 
nisterio católico, ni para restringir sus fticultades propias, ni para 
uzgar do la doctrina. Yo sé mui bien que ^:plicándome de esta 
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éuerte no le ofendo, no le falto, no quito ni un punto matemático 
á los respetos y obediencia que le son debidos. Digo más toda- 
vía; me atrevo á asegurar, que un gobierna temporal no ha reci- 
bido nunca, ni puede recibir jamas un tributo líias cumplido de 
acatamiento y honor, que cuando se le diee: "no puedo desobede- 
cer á Dios, para obedecerte á tí:" porque estd quiere decir que, 
después de Dios, nada es tan respetable cmno el Gobierno en el 
6rden civil; que Ta obediencia que se le debe, no tiene mas límite» 
que la lei de Dios, que Dios es el Vínico superior que reconoce 
en la esfera de sus facultades. No hai aquí, Sr. Excmo., nadé 
que no sea grande y ¿igno; porque nunca mas enaltecida la pri- 
mera magistratura de un pueblo, que cuando á Dios representa, 
cuando Dios la consagra y en su nombre la ejerce: de esta suer- 
te la religión se ha levantado mas temprano que la filosofía, y ha 
caminado, mas lejos que la política; 

Lo que acabo de decir acerca del ministerio católico en sus^ 
relaciones con las leyes civiles y con las autoridades á quienes^ 
toca ejecutadas, me excusa, Sr. Éxcmo., de entrar en pormeno- 
res respecto de lo mucho que han estado sufriendo los párrocos 
y otros eclesiásticos de mi diócesis tan solo por su fidelidad en 
cumplir con sus deberes; pues ya no es punto dudoso que su re- 
sistencia para absolver á los que han quedado incursos en ht 
censura canónica, mientras no cumplan con los requisitos que 
para el caso exige la moral, es la causa i^ca de que se les des- 
tierro y haga padecer otros muchos trabajos. Me limitaré por lo 
mismo para concluir, á hacer algunas breves reflexiones sobt« lo 
dispuesto en la repetida circular de 6 de Setiemlwe ultimo, y la 
iiiteligencia práctica que indudaMemente se le ha dado. 

Ésta previene que en cUanto á los eclesiásticos á quienes pueda 
suponérseles culpables por este respecto (el de la expedition, im- 
{iresion, 6 publicación manuscrita de las circulares y su leelUta 
en las Iglesias), 6 cuc^ietá otrc^les sujeten á las autoridades coixh 
petentes, y si esto no fuere posible, les hagan salir del lugar de su 
residencia, &c. 

Ssta disposición da por Bastante j^ara el procedimiento y el cas- 
tigo, no la existencia, sino lá simple posibilidad de siqposicion der 
culpabilidad; porque no alcanzo qué otro significado pueda tener 
labrase: ^^í quienes puedia^uponéirselescuipáblós.^^ Ño es necesario 
un delito; basta la ctüpa^bHidad: Ao es necesaria la existenci4 dé 



— as- 
ía culpabilidad; basta la suposición de ella: ni aun esto último se 
cequiere; basta que se pueda hacer tal suposición. • 

No hablaré de la falta que se hace consistir en la expedición 
de las circulares y pastorales, porque de esto he dicho ya lo bas- 
tante, sino de su lectura en las Iglesias. ¿Como un párroco pue- 
de dejar de leer lo que su Obispo le escribe? ¿Cómo puede rehu- 
sarle su cooperación en la enseñanza de los fieles, negándose á 
leer en el pulpito sus pastorales? Si en expedirlas hubiese alguna 
culpa, que no la hai, creo que el cargo todo debia de hacerse úni- 
camente al Obispo. 

Y en cuanto á los repetidos casos que ocurran á los confeso^ 
res con ítaotiyo del decreto de 25 de Junio, ¿qué harán los ecle- 
siásticos colocados entre sus deberes y la inteligencia que se ba 
dado en mi diócesis á la circular de 6 de Setiembre? ¿Absolver 
sin los requisitos morales y canónicos? Faltarán á las leyes de k 
I^esia, á las condiciones propias del sacramento, obrarán«8Ín li- 
cencia de su Obispo, cuya voluntad les es mui conocida: será nok 
en todo y por todo la absolución. ¿Se niegan á conferirla mien- 
tras los dichos requisitos morales y canónicos no se cumplan? Se 
les destierra por sediciosos, y se les califica de tales porque no 
cometen una infame prevaricación. Esto es mui terrible, y no pue- 
do persuadirme, á pesar de lo que veo escrito en la circular, que 
tal haya sido la intención del Gobierno. 

Si tengo razón para juzgar así; si es cierto que el Supremo 
Gobierno de la nación, reduciéndose á procurar la ejecución, del 
decreto de 25 de Junio por los medios que él núsmo proporciona, 
dejando libres á los interesados para que se aprovechen 6 pres- 
cindan de lo que dispon^, no ha intentado estrechar á los minis- 
tros de la Iglesia, para que olvidándose de sus deberes presten á 
la ejecucÁon del decreto la cooperación moral de su ministerii^ 
creo, Sr. Excmo., que no tendrá inconveniente ninguno para dis- 
pensar á los párrocos que hayan sido desterrados por ios motivos 
dichos, la justicia de una aclaración, en cuya virtud las autorida- 
des respectivas, atendiendo á todo, puedan disponer que regresen 
á sus parroquias, para que los fieles no carezcan de la asistencia 
de sus pastores, ni éstos de la satisfacción de cumplir con sus de- 
beres y de volver á la paz de su residencia. 

Creo también que si mi concepto sobre la intención del Su- 
premo Gobierno es exacto, tampoco nos rehusará el acto de jus- 



— 39 — 
ticia de revocar la circular de 6 de Setiembre del ,aSo pasado: 
pues con solo esto nos dará el consuelo de no estar figurando co- 
mo hostiles á su autoridad suprema, lo cual seria una gravísinia 
falta que estamos mui lejos de querer cometer, ni como incitado- 
res á la desobediencia, cuando nos gloriamos de dar á los fíeles 
el primer ejemplo de respeto y subordinación á las autoridades 
le^timas. 

Entiendo, Sr. Excmo., que las razones expendidas en este lar- 
go escrito, convencen plenamente: primero, de la subsistencia 
del derecho con que el Illmo. Sr. Arzobispo y todos sus sufragá- 
neos hemos representado y protestado contra el decreto de 25 de 
Junio, que desapropió á la Iglesia mexicana de sus fincas y cen- 
sos enfitéuticos: segundo, de que no hubo motivo alguno para 
suponer á los Prelados ni atacando con sus pastorales al Supre- 
mo Gobierno, ni tampoco incitando á los pueblos á la desobe- 
diencia; que nuestras pastorales y circulares han sido expedidas 
en cumplimiento de una estrecha obligación, y no con la mira de 
faltar á los deberes morales de la obediencia: tercero, que el mi- 
nisterio católico en todos sus objetos no puede ni debe ser inter- 
venido jamas por la autoridad temporal; que aun cuando de hecho 
lo sea, el derecho para no serlo subsiste siempre; que lo dispuesto 
en la circular de 6 de Setiembre último importa una verdadera 
intervención de este ministerio sagrado, y la inteligencia que se 
le ha dado por muchas autoridades locales ha inferido á la Igle- 
sia una penosa violencia, una verdadera coacción: cuarto, que 
la conducta observada por los sacerdotes, negándose á confe- 
rir la absolución á las personas incursas en la censura de los 
cánones, y especialmente del cap. XI, Ses. 22 del Santo Con- 
cilio de Trente, no autoriza por cierto á ningún funcionario pú- 
blico para proceder contra ellos de modo alguno: quinto, que 
el carácter excepcional que tales medidas presentan en mi dió- 
cesis, pues que no en todas ha sucedido lo mismo, da motivo 
para creer que no están conformes con la intención del Supremo 
Gobierno; pero como tienen bastante apoyo en la circular citada, 
por los términos en que está concebida, ella necesita de una revo- 
cación, para evitar las tristes consecuencias del concepto que ha 
hecho formar sobre la mente del Gobierno á las autoridades lo- 
cales. 

A lo primero debe agregarse la consideración de los males in- 

4 



f ntruiillIrri'Qnn lia traído á la Iglesia y a kr sociedacT misma li 
ejecución del decretiy-ée-3& de Junio. La Iglesia conserva sa 
derecho, y no lo perderá nunca; pero de hecb.o ha sido compieta^ 
mente despojada de todas sus fincas, de todos los censos enfiteo- 
ticos que la pertenecen, sin que hubiese podido salvar nada; paes 
aunque por el decreto reglamentario de 30 de Julio se le permitii 
el hacer ventas convencionales, esta franquicia de nada le sirrió, 
porque para aprovecharla, hubiera sido necesario que reconociese 
autoridad alguna en la lei contra que habia protestado. Tampo- 
co ha podido ni podrá en adelante pereibir ni un medio real 
de réditos; pues para esto habria tenido que aceptar el pago 
en clase de rédito, reconocer su procedencia de un capital im- 
puesto, aceptar el hecho de la imposición, como consecuencia de 
la venta de la finca; y por mas que hubiese yo dicho, represen- 
tado y protestado con anticipación, y á pesar de que la percep- 
ción de los réditos, cualquiera que fuese la manera con que se 
hiciera, no tocaría en un punto al derecho de la Iglesia, no lega- 
lizarla las ventas, no frustraría los efectos-legales de las protes- 
tas hechas contra eÜas, pues el Obispo es administrador y xu) 
dueño de tales fincas, y el pleno derecho para disponer, decretar 
y legalizar en el caso corresponde solo á la Iglesia y su Cabeza 
visible, que es el Papa; esto no impedirla que pudiera decirse de 
algún modo, que cediendo á la necesidad de los objetos en que 
se invertían las rentas de las fincas adjudicadas, obraba en con- 
tradicción con mis principios, con mis representaciones, con nús 
protestas, y reconocia, de algún modo, aunque contra mi voluntad, 
el pretendido derecho de las ventas forzosas. 

Pero el perjuicio no se ha limitado á la Iglesia: sus trascen- 
dencias á los antiguos arrendatarios é inquilinos han sido verda- 
deramente desastrosas, quienes, por una mui lamentable desgracia, 
6 han sufrido ya el ruinoso despojo de su antiguo derecho, de su ha- 
bitación y la de su familia, ó están entregados á las crueles agitacio- 
nes de la conciencia, que no les permite gozar ya sin zozobra y sin 
alarma lo que antes poseiáíi bajo el común amparo de la lei cané- 
nica y de la lei civil. Es un verdadero escándalo para un pueblo 
- católico lo que pasa hoi con tal motivo; esas angustias y agitacio- 
nes de los moribundos, esos cismas doméstipos, esas dificultades 
de familia, esas consultas frecuentes, esas retractaciones repetí* 
das, ese desconcepto que han atraído sobre sí los que no las ha- 
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cen, esas fortiinaaiaq^nmsadas sin resultado de m^wrtaiicia para 
el Erario publico; esos desórdenes diversos que no tengo necesi- 
dad de nombrar, pues el Gobierno mismo los está presenciando 
Gon el disgusto mas profundo; porque todo Gobierno, sea cual fue- 
re su programa político, representa el orden, y lo que ha pasado 
no puede formar nunca'parte de semejante representación. 

Suplico por lo mismo al Gobierno, que considerando atenta- 
mente los males incalculables que el decreto repetido ha traido 
á la República, y que ciertamente no habian entrado en su previ- 
'sion, revoque dicho decreío, y vuelva con esta medida la deseada 
paz á la Iglesia, sus preciosas garantías á la conciencia, sus me- 
dios de conservación é incremento á los hospitales, casas de be- 
neficencia, colegios, establecimientos de educación, comunidades 
religiosas y culto sagrado. 

Suplico asimismo, que poniendo su consideración on la inocen- 
cia de los prelados, párrocos y demás sacerdotes, en los grandes . 
objetos y libertad cristiana del santo ministerio que ejercen, así 
como en las consecuencias que una intervención, á mas de su na« 
tural injusticia, trae contra la Iglesia y el Estado mismo en fuerza 
de la coacción que impone, se digne también revocar del mis- 
mo modo la circular de 6 de Setiembre del ano próximo pasado; 
dando así al estado eclesiástico el gran consuelo de salir ya de 
esta situación penosísima, y de no estar figurando como un ele- 
mento contrario á los intereses bien entendidos de la sociedad. 

Tal medida, por otra parte, nos quitará la penosa traba con 
que nos consideramos físicamente impedidos para cumplir con 
nuestros deberes pastorales, y de esta suerte se irá aproximando 
mas y mas el suspirado dia en que desaparezcan toda clase de pre- 
venciones, en que cese para siempre todo motivo de desconfianza, 
en que la Iglesia reciba honor y apoyo de un Gobierno que no ha 
renunciado jamas al título de católico, y el Gobierno vea en la 
Iglesia y sus ministros, no los embarazos de una marcha justa y 
racional, sino la cooperación eficaz, fronca y decidida en circuns- 
tancias en que se necesita mas que nunca que un espíritu unifor- 
me, una marcha prudente y libre de todo influjo peligroso, un im- 
pulso benéfico y eficaz salve de un naufragio casi seguro la zozo- 
brante nave de la República mexicana. La religión y la patria, 
es necesario decirlo, corren un peligra por igual, y el Gobierno 
debe á Dios, en la noble parte que le toca, salvar á la primera; y en 
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la plenitud de su misión política, poner fuera de todo riesgo á h 
segunda. 

Dígnese Y. E. dar cuenta con esta petición y sus fundamentos 
legales al Exorno. Sr. Presidente sustituto de la República y de 
aceptar con este motiyo las protestas de mi atenta consideración 
y distinguido aprecio. 

Dios guarde á V. E. muchos anos. México, Abril 2 de 1857.— 
Clemente de Jesús, obispo de Michoacan. •— ^Excmo. Sr. Minis- 
tro de Justicia, Negocios eclesiásticos, é Instrucción pábliea. 

* No Ae han insertado aquí los Joctimentos con que, según al principio 
9e dijo, fué acompañada esta exposición, porque no hemos conseguido co- 
pia de ellos. 
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LA DEROGACIÓN DE VARIOS ARTÍCULOS DE LA LEÍ ORGÁNICA DEL REGISTRO 

CIVIL, ESPEDIDA EL 27 DE ENERO DE 1857. 



EXCMO. SR. 

En la leí de 27 de Enero «obre registro civil, publicada ya ea 
esla capital según he visto en los periódicos, hai algunos artíeu- 
los en manifiesta oposición con las leyes generales de la Iglesia, 
circunstancia por la cual me considero en la mas estrecha obliga- 
ción de ocurrir al Excmo. Sr. Presidente sustituto de la Repd* 
blica, suplicándole se sirva derogar dicha lei en la parte referida. 
Tal es el objeto de esta sucinta exposición que por el digno 
conducto de V. E. le dirijo, con kt esperanza de que S. E. no 
será indiferente á las respetuosas maaaifestaciones del Episcopa- 
do, cuando están fundadas en justicia y tienden á evitar todas las 
causas que suelen interrumpir el debido concierto entre las au- 
toridades eclesiástica y civil. 

Entre otros artículos, en que no me ocuparé aquí por no ex- 
tenderme demasiado, han llamado preferentemente mi atención 
algunos en particular, por ser mas palpable su oposición al espí- 
ritu y tenor de las disposiciones candnicas. De estos miran unos 
á los curas, como el 41, el 55 y el 78; otros á la recepción doior- 
denes sagrados y profesiones religiosas, como el 79, el 80 y el 81, 
y otros finalmente al matrimonio, como los 71, 72, 73 y 75. 

Los curas son obligados por esta leir primero, á dar parte dia- 
piamente de los bautismos que administren, bajo la multa de diez 
hasta cien pesos: segundo, y bajo la de veinte hasta doscientos 
pesos, á participar los matrimonios que celebren, dentro de las 
veinticuatro horas siguientes, con expresión de los nombres de 
los consortes y de su domicilio, así como de si precedieron las 
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publicaciones, 6 fueron dispensadas: tercero, á recibir en sus ca- 
sas á los niños expósitos, donde no hubiere establecimientos de 
beneficencia, ípterin la autoridad política les envia á la ciudad 
donde haya casa de expósitos. 

Prescindo, Sr. Excmo., de manifestar aquellas razones que 
bastarian por sí, en defecto de las rigurosamente canónicas, para 
motivar suficientemente la derogación de estos artículos. Yo pu- 
diera deducir del espíritu mismo de la lei orgánica del registro civil, 
que según parece tiende á independer absolutamente de la Iglesia 
todas las pruebas de los hechos á que se refiere, una razón de no 
poco peso contra esta idea de mezclar á los curas en su ejecu- 
ción. Podría también manifestar otro inconveniente, el de los 
obstáculos que el registro civil presentaria contra el servicio 
eclesiástico y vice versa. Ni los Obispos podrían desentenderse 
de las excusas motivadas por la -necesidad de atender á las pres- 
cripciones de la lei sobre el re^stro civil, ni las autoridades po- 
líticas, ver con indiferencia las que se les presentasen con motivo 
de las urgentísimas atenciones del ministerio. Pudiera finalmen- 
te manifestar que muchos curas, á causa de esta lei, estarán en la 
triste alternativa de no atender en vanos casos á las necesidades 
mas urgentes de la administración, 6 de hacerse delincuentes an- 
te la lei del registro para salvar las almas, y después carecer de 
alimentos uno 6 dos meses para pagar la multa; cosa que cierta- 
mente no ha de haber tenido presente el Gobierno, porque no se 
halla al tanto de las dificultades insuperables que para todo se 
pulsan en un considerable número de parroquias. Me limitaré 
únicamente á observar que la lei civil no es ni puede ser nunca 
reconocida por la Iglesia como una fuente legítima de obligacio- 
nes para los párrocos en clase de tales. Porque, ó se les consi- 
dera como ciudadanos, ó como párrocos: si lo prímero, se falta 
al pincipio de la igualdad gravando á una clase, como ae había 
faltado ya mucho antes, y se ha faltado después, á la misma igual- 
dad privando al clero de la posesión y goce de sus derechos 
políticos; resultando de ambas disposiciones que el clero está 
muerto para la sociedad citando se trata de derechos, y está vivo 
y presente cuando se trata de cargas y gravámenes. Pero si en 
los artículos citados se consideran los eclesiásticos como párro- 
cos, la lei es incompetente; porque la autoridad civil no puede 
quitar ni poner obligaciones exclusivamente eclesiásticas. 



Por otra pajrte: hai eñ la leí una coütradiccioii verdadera tra* 
taBdose de la pena: porque desde luego se castiga la infracción 
por la autoridad política con la pena de multa, y después se r«- 
serra la reincidencia para el conocimiento de la autoridad eqle* 
siástica. O es ésta competente, 6 no: si lo primero, ¿con qué 
derecho aplica la pmlta una autoridad política? con el mismo con 
que establece ia obligación una lei civil: si lo segundo, ¿por qué 
se lleva después á los Obispos el conocimiento de las causas de 
reincidencia? para que los prelados sean de algún modo co(^- 
radores de una lei que importa nada menos que un despojo .de 
jurisdicción. 

Son mui raras en la República, Sr. Excmo., las casas de ex- 
pósitos* ¿Qué se sig«e de aquí? Que no ha de llegar nunca el 
caso de que la autoridad política envíe los expósitos á su casa, 
porque no hai casa; y en consecuencia, que por la disposición 
de la lei y la necesidad del hecho, quedan convertidas en cunáf 
todas las casas de los párrocos de mi diócesis. No quiero hacer 
sobre esto comentarios; pero sí diré á Y. £. que bajo ningún 
respecto puede ser esto regular, ni mucho menos un gravamen 
de justicia. 

Los artículos 79, 80 y 81, relativos á la recepción de órdenes, 
piofesion religiosa y separación del claustro, tienen leyes canó- 
nicas á que arreglarse, principalmente las disposiciones del San- 
to Concilio de Trento, personas encargadas de que estas leyes 
se cumplan, ciHiles soa los respectivos {nrelados, y una autoridad 
única para el caso, la de la Iglesia. Y como no está en el arbi- 
trio de los Obispos desconocer ni la obligación de las leyes ca- 
nóniogs, ni la competencia de los prelados eclesiásticos, ni la 
suprema autoridad de la Iglesia, tampoco lo está el obsequiar los 
mencionados artículos de la lei. La colación de órdenes es un 
derecho que la Iglesia na divide con nadie; es la administración 
de un Sacramento que no ha podido ni debido estar nunca bajo 
el dominio de la lei civil. A la Iglesia le toca llamar, probar la 
vocación, declarar la habilidad para recibir el orden, y cctpferirle. 
Esto no está ni puede estar sujeto á disputa. Si la lei civil se ha 
propuesto calificar vocaciones, no calificará una; porque no tiene 
la misión para ello: si se propone explorar la libertad, establece 
una cosa innecesaria bajo todos aspectos: primero, porque la 
Iglesia todo lo tiene arreglado en este punto; segundo, porque á 



nadie I« interesa mas que á elk el que nlfiginio entre oentm «a 
▼dmitad; tercefo, porque solo ella sufre las consecaencias de 
nna mala vocación; j finalmente, porque los prelados, y no 1m 
Grobiernos, tífm les que han de dar coaita de esto á Dios Nae»- 
tro Señor. (!^ la lei ha querido con esto enmendar algún yerro 
de parte de les Obispos, prescindiendo de la . incompetencia de 
ella para tales caeos» creo que tendríamos derecho de preguntar 
al Gobierno: "¿en qué liemos errado?*' y pedir los datos en que hn- 
Mese podido fundarse el concepto de que no exploramos la Toca- 
ción 6 TÍolentamos la libertad. La defensa es natural, y es nece- 
sario convenir en que tal disposición legislativa importa un eúñr 
cepto que oprime al Episcopado con gravískna sospecha. 

Los votos religiosos, que, como su mismo nombfe lo indica, scm 
empeños personalísimos para con Dios, versan en el orden ei^i- 
ritual, están sometidos exclusivamente á la Iglesia, y no pueden 
por tanto, bajo el respecto dicho, caer bajo la competencia de la 
lei civil y sus autc^dades propias. Supóngase una profesioH he- 
cha contra la lei canónica y según la iei civil: todos los golMenios 
del mundo no la podrian hacer válida. Yice versa, cuando la pro- 
fesión ha sido hecha conforme á la lei canónica y contra la lei 
civil, no hai poder humano capaz de quitar un punto á su l^iti- 
midad: porque ésta nace, no del hecho, sino de la competencia 
de la lei. 

Viniendo á los matrimonios, el art. 71 parece dejar en la Igle- 
sia solo el sacramento, y llevarse todo el contrato para el Estado. 
Esto no puede ser: en un país católico no puede la lei ni esqui- 
var la razón de sacramento, ni sustraer la de contrato de la ins- 
pección eclesiástica en la parte canónica. Estas dos razones son 
inseparables: en la Iglesia siempre; y en el Estado mientras la 
lei es cristiana. El art. 72 expresa el por qué de esta jsieparacioii: 
El matrimonio que no esté registrado^ dice, tw producirá efectos ci- 
viles. Según esto los efectos civiles nacen, no del matrimonioy 
sino del registro: y en este punto es preciso convenir en que el 
artículo ha introducido una peligrosa novedad en la Jurispruden. 
cia. De Justiniano á esta parte habia pasado como un principio, 
que no deben identificarse los derechos de los hechos con los de- 
rechos de sus pruebas; que una prueba no excluye á otra, y por 
consiguiente, que la faha de una determinada no puede bajo nin- 
gún aspecto destruir el derecho 4el hecho cuando éste puede pso- 
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barse bíea de otro modo. Por otra 'parto: loe efectos civttes de} 
matrim<»iio tienen en la leí cítü su reglamento, pero no sa prin- 
cipio: la prueba de ello es que no hai tratadista de Deredio na- 
tural que no se haga cargo del matrimonio y sus efectos. La su- 
presión, pues, de tales efectos por el artícido de una lei reglameiv- 
taria, y no del matrimonio mismo, sino de su registro; no de la 
sustancia, sino del accidente^ no de lo radical, sino de lo traasi- 
•lorio, es una invasión manifiesta del Derecho constitucional. Si 
la base de la sociedad civil es el matrimonio, y los mas preciosos 
derechos se refunden en él, tristísima cosa es que todo ello esté 
pendiente 4el lulo delgadísimo de un artículo reglamentario ioí 
jregistro civil. Si hasta acá pued^i Uegar esta clase de leyes, yo 
40 sé qué objeto pueda tener una Constitución. 

San efectos cwüas, dice el art. 73, la legitimidad délos kifos; lapa- 
tria potestad; el derecho hereditario; los gananciales; la dote; las ar- 
me y demos aecionee qve competen a la meier; la ^administración de 
detsadedad eonyugaíque corresponde ai marido, y la obUgacion de vivir 
-en une; y todo esto se pierde y aeab^ si np hai registro civil. He 
^aipií, Sr. £xcmo., terriblemente afectado todo ^ érden4)u>ral. Los 
iderechos mas caros del hombre, las leyes mas invielables de la 
naturaleza, los preceptos mas suitos de la moral, las garantían 
-vme preciosas de ia honestidad y de la decencia; todo ha, quedar 
do expuesto, por no dedr exterminado, con el registro civil, siendp 
(tan fácil, por mii cansas, que muchos dejen de cumplir co« los 
requisitos qpe poae como esenciales psra los efectos civiles del 
matrimonio. Los hi|os que están por nacer, y aun los ya nacidos, 
ao podrán obligar, á ans padres á que cumplan con tal disposición; 
«peso esto no les valdrá para que se queden sin ser legítimos, para 
«que sean piivadaB.dbl derecho de heredar, ¿^c, ice. La miyer 
no se registrará ni obligará tal vez á su marido á que lo haga; por 
ventura ni aun habrá sabido que semejante lei exista, ni menos lo 
que disponga: pero sin embargo, no tendrá en el caso ni los de- 
rechos de la naturaleza, ni los deberes de la religión. La lei pues, 
Sr. Excmo., del registro civü en esta parte está en abierta opo- 
sición con todo, por razón de la pena que impone, de los derechos 
que invade, de las obligaciones que destruye y de las consecuen- 
cias que trae. 

El art. 75 acepta, con solo la calidad del registro, el matrimo- 
nio de los extranjeros conforme á las leyes de su pais. Queda 
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pnes admitido en México por el artículo de una lei sobre registro 
civil el concubinato, porque tal es el matrimonió temporal que en 
algunos paisas autorizan las le^es; el divorcio ad nutnm, porque 
no faltan paises en que las lejes le autoricen, y qué sé yo si taiD- 
bien la monstruosa poligamia. ¿Y qué ha bastado para esto?^ Un 
artículo reglamentario del registro civil. Es visto, pues, que las 
disposiciones mencionadas han venido á destruir la unidad reli- 
giosa y moral de nuestro Derecho patrio en uno de sus mas im- 
portantes objetos. 

Entiendo, Sr. Bzcmo., que las breves indicaciones que llevo 
hechas á propósito del registro civil en sus relaciones con la ad- 
ministración eclesiástica, no pueden menos de inclinar el ánimo 
del Gobierno á su derogación. Así se lo msphco, por e^ digno cod- 
ducto de y. £., esperando de su reclitnd que nos libre á los Pre- 
lados, lo mismo que á los párrocos y demás sacerdotes, de estar 
en una continua pero indispensable pugna con la citada lei; por- 
que no podemos ni debemos rehusar, para obsequiar]^, nuestra 
obediencia á las leyes de la Iglesia, '.ni prestar nuestra coopera- 
ción á esos desórdenes diversos que tanto peijadicarian á la nao- 
ral contra la intención del Gobierno, y solo por los peligros en 
que la ponen las disposiciones reglamentarias de la lei sobre d 
registro civil, que acaso ni aun será posible qae llegue a estable- 
cerse ni menos á observarse en la República. 

Dígnese Y. E. elevar esta exposición al superior üomocimi^oto 
del Excmo. Sr. Presidente sustituto de la Repúlidica, y aceptar las 
protestas de mi atenta consideración y debido aprecio. 

Dios guarde á Y. E. muchos años. México, Abril 3 de 1857. 
— Clemente de Jesús, obispo de Michoacan. — Excmo. Sr. Minia- 
tro de Justicia, Negocios eclesiásticos, é Instmecion pública. 
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EXCMO. SR. 

Desde que llegó á mis manos la nueva Constitacion federal 
publicada en esta capital el 11 del pasado, sentí la necesidad en 
que nos liallábamos todos loa Obispos de México, de amonestar 
á los fíeles de nuestras ]:iB^pectivas Diócesis, que no podian pres- 
tar el juramento prevenido en ella sin hacerse reos de mi pecado 
mui enorme: porque conteniendo varios artículos manifíestamen* 
te opuestos á la institución, doctrina y derechos de la Santa Igle- 
sia, Y habiendo en ella omisiones de mui serio carácter y dé 
gravísimas trascendencias contra la religión, el jurarla hubiera 
sido, por solo este hecho, una manifiesta infracción del segundo 
precepto del Decálogo, y por razón de lo que se jurase, un com- 
promiso contra la justicia moral, contra los derechos imprescrip- 
tibles de nuestros dogmas religiosos y contra los grandes y legí- 
timos intereses de nuestra Madre la Santa Iglesia católica, apos- 
tólica romana. 

Verdad es que el supremo decreto expedido el 17 del último 
Marzo no comprendió á los eclesiásticos en el número de las 
personas á quienes tal juramento se les exigia, como en todas las 
constituciones anteriores habia costumbre de hacerlo; pero esta 
circunstancia, que será vista siempre como una confesión tácita 
pero solemnísima de los vicios de que adolece la carta en sus 
relaciones con la religión y la Iglesia, nunca hubiera excusado 
nuestro silencio en materia tan grave, ni quitado nuestra enormí- 
sima responsabilidad ante Dios y los fieles, cuando el honor que 
«1 primero corresponde y la doctrina y ejemplo que se debe á 
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los segundos, estaban exigiendo mui imperiosamente que hablá- 
semos. Siguiendo pues, en todo lo relativo á la ilicitud del jura- 
mento exigido, la conducta sabia, zelosa y prudente del Illmo. 
Sr. Arzobispo de México, dicté para mi Diócesis las mismas pro- 
videncias que S. S. Illma. tuvo á bien acordar para la suya. 

Mas, cumpliendo con un deber tan sagrado respecto de mi 
Diócesis, me quedaba todavía otro que llenar para con los Pode- 
res públicos de la nación. Debíamos un tributo de respeto al So- 
berano Congreso constituyente no menos que al Supremo Gobier- 
no, en cuyas manos fué puesta la Constitución para que la guar- 
dase y la hiciese observar; el de motivar nuestra resistencia 
pasiva y moral en el caso, ya que no nos ha sido lícito rendir á 
la carta el homenaje de nuestra cumplida obediencia. Se honra 
á la autoridad, no solo cuando se hace lo que dispone, sino tam- 
bién cuando se presentan respetuosamente á su vista razones de 
moral y justicia, principios reconocidos y generalmente profesa- 
dos con los cuales se justifica la resistencia pasiva, ó sea la ma- 
nifestación franca y respetuosa de que no se puede cumplir. En 
este líltimo caso me considero, y por lo mismo no he vacilado en 
elevar mi voz al Ezcmo. Sr. Presidente sustituto de la Repúbli- 
ca, como depositario del Poder supremo, por el digno conducto 
de y. E. Tal es el objeto de esta nota, en que me limitaré á in- 
dicar breve y sencillamente las principales razones en que me 
fundé para considerar algunos artículos del nuevo código consti- 
tutivo como contrarios á los sagrados derechos de la religión y 
de la Iglesia, y advertir á los fíeles de mi diócesis que no es li- 
cito jurarle. 

Hai tres hechos notables, manifiestos á todo el mundo, de los 
cuales puede partirse para explicar los artículos que han retraído 
á muchísimos de jurar, obligado á otros á retractarse del jura- 
mento prestado, y puesto á los Obispos en el caso de protestar á 
su turno contra esta Constitución. El primero es que en cilla se 
invoca el principio representativo de una manera tan solemne 
como nunca. £1 segundo es, que la religión, la moral y la Igle- 
sia tienen intereses grandes en la sociedad; que estos intereses 
son los mas preciosos y mas caros para la nación mexicana, cu- 
yo catolicismo es altamente notorio, y que la defensa, custodia y 
representación legítima de estos intereses está en el clero. El 
tercero es, que la convocatoria excluyó al estado eclesiástico del 
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derecho de TOtar y ser votado, y por lo mismo dejo á la religión 
y á la Iglesia sin representación legítima en la Cámara constitu- 
yente. Esta exclusiva debia traer por consecuencia forzosa loa 
vicios radicales de que se resiente la carta, y motivar esa mortal 
desazón, ese disgusto profundo y general con que ba sido recibi- 
da: porque siendo México un pueblo eminentemente católico, no 
pedia ser indiferente á esas reticencias y vacíos en materia reli- 
giosa, insensible á esos golpes .dados á las inmunidades, propie- 
dad y derechos de la IgliBsia, ni extraño tampoco a esa traslación 
absoluta del poder eclesiástico al poder de las leyes civiles y á 
la voluntad y acción del Grobierno temporal. A la vista de tantos 
derechos, 6 desconocidos, 6 lastimados, 6 completamente des- 
truidos, ningún católico pudo ya ignorar coál fuese el verdadero 
carácter de la nueva Constitución, ni dejar de comprender clara- 
mente que el obligarse á guardarla y hacerla guardar seria un 
empeño reprobado altamente por la moral; pero cuando á todo 
esto se añadió que tal Constitución habia de jurarse, un inmenso 
escándalo y un conflicto «moral, crítico en alto grado para cuan- 
tos eran llamados por la lei á prestar semejante juramento, vino 
sobre la desgraciada República. ¿Cómo invocar á la Divinidad 
en apoyo de una grave ofensa de Dios? ¿Cómo jurará la libertad 
de la enseñanza y la impunidad civil de la herejía el que se glo- 
ría de reconocer el soberano magisterio de la Iglesia católica y 
los imprescriptibles derechos de los dogmas del cristianismo? 
Esta Constitución, ratificando por una parte los decretos genera- 
les que han hecho sufrir tanto á la Iglesia mexicana, omitiendo 
por otra el reconocimiento explícito y la garantías consiguientes 
de la religión católica, apostólica romana, única que^ profesa la 
nación, estableciendo, por último, ya respecto del pueblo, ya res- 
pecto de las leyes, ya respecto del Gobierno mismo, derechos 
manifiestamente contrarios á la institución y doctrina de la San^ 
ta Iglesia de Dios, lleva en sí misma -^ manifiesta con toda clari- 
dad la ilicitud, por no decir otra cosa, de los artículos á que me 
refiero, y arrastra por una consecuencia forzosa la de las obliga- 
ciones que impone, derechos que concede y juramento que pres- 
cribe. 

La primera necesidad y el interés mas caro de un pueblo es la 
religión; gran vínculo que todo lo enlaza, sublime garantía que 
todo lo custodia, poder supremo que todo lo salva. Pero esta ne- 
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cesidad, este interés son mas estrechos, mas íntimos, mas fBer- 
tes en aquellos países que, como México, son exclusivamente 
católicos. Sin embargo de esto, en la nueva carta, que declara 
los derechos del hombre y fija los del ciudadano, se busca iixdtil- 
mente algo semejante en materia de religión. No se dice cuál es 
la del país, no se dice cuál es la del Estado, no se reconocen á 
Dios derechos de ningún género. En este punto todo se echa 
menos, todo falta, todo ha sido suprimido; el hecho y el derecho. 
Si nada se hubiese tocado en la Cámara sobre religión, lanaenta- 
ble seria por cierto semejante indiferencia; pero no podríamos 
decir al propósito los mexicanos sino esta triste palabra: '^JVb se 
acordaron de DiosT Pero cuando este silencio es de resultado, 
de consecuencia, y no es un simple olvido; cuando ha sucedido 
á la tormentosísima discusión del art. 15; cuando representa el 
insidioso vacío que tal artículo dejó en el proyecto cuando tuvo 
que abandonarle ante el triple reclamo del Gobierno, de la Igle- 
sia y del pueblo, esta omisión, esta negación es mas clara, mas 
explícita, mas terminante que cuanto -hubiera podido decirse: ha « 
quedado representando un pensamiento que nadie puede descono- 
cer, y figurando como un medio subsidiario, casual ó convenido, 
pero incontestablemente á propósito para introducir la tolerancia 
religiosa en la República mexicana. 

En efecto, ¿qué apoyo puede dar la Constitución al Gobierno 
para impedir el que se empiecen á profesar en México diversos 
cultos, cuando este código ni reconoce el hecho, ni consigna y 
garantiza el derecho? Dejemos aparte las dificultades consiguien- 
tes á tantas ligaduras como se ponen al Ejecutivo; dejemos aparte 
lo que pudiera* decirse partiendo del principio de que las faculta- 
des del Gobierno general deben ceñirse á lo que expresamente se 
le concede, y no extenderse á lo que de ningún modo se le prohi- 
be; el hecho mismo, la omisión repetida y explicada perfectamen- 
te por la historia de la célebre discusión que sobre ella se tuvo, 
manifiesta por sí todos los peligros que va á correr para lo sucesi- 
vo la unidad religiosa de la nación. 

Hai mas todavía: el art. 3? declara la enseñanza libre y el art. 
7? garantiza como inviolable la libertad de escribir y publicar es- 
critos sobre cualquiera materia, sin mas límites que el respeto á 
la vida pri\rada, á la moral y á la paz pública, sin otro tribunal de, 
calificación y de sentencia que un jurado para el hecho y otro 
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para el derecho. De ambos artículos están eliminados absoluta- 
mente el dogma y la disciplina. ¿Dejará de estarlo la moral cris* 
tiana? Sábese mui bien que la palabra moral es una expresión 
genérica; que todas las sectas religiosas pretenden tener una mo* 
ral; que hasta el mismo áteismo ha tomado su parte; que hai una 
Morai universal y una Deontologta que, sin contar para nada con 
Dios, han pretendido dar un código á las costumbres. Para salvar- 
se, pues, de todo delito y aun de todo reproche sobre este punto, 
no es necesario ser católico, no es necesario ni aun tener algún 
culto, no es preciso ni aun dejar de ser ateo: de donde resulta que 
la moral religiosa, la moral de la Iglesia, la moral de Jesucristo, 
cuyo fundamento es el dogma, tiene que correr la misma suerte 
que éste. 

De lo que acaba de decirse aparece que el dogma, la moral ca- 
tólica y la disciplina eclesiástica son puntos declarados entera- 
mente libres en la nuera Constitución: circunstancia que basta por 
sí sola para que la tolerancia, negativamente instituida, según he 
manifestado en el párrafo precedente, tenga también en su apoyo 
la garantía de im incontestable derecho constitucional para echar 
«US profundos cimientos en la República mexicana. 

Es preciso decirlo: esta libertad absoluta de enseñar, de escri- 
bir y publicar lo escrito en todas materias, incluso el dogma, la 
moral católica y la disciplina eclesiástica, es lo mismo que la ins- 
titución fundamental de la tolerancia religiosa. El fundamento de 
toda reUgion es la doctrina: el cristianismo es todo doctrina ins- 
tituida y doctrina guardada. La doctrina tiene una institución en 
la Iglesia de Dios, y esta institución es divina, pues que viene 
de Jesucristo. Terminantemente dijo á sus Apóstoles, y en ellos 
á todos sus sucesores: **Id, predicad el Evangelio a toda criatura; 
instruid a todas las naciones:^* he aquí la enseñanza de la verdad. 
'Anadio: ^^ensenándolas a guardar todeis las cosas que os he manda' 
do:^ he aquí la doctrina de la lei; he aquí la moral y el fundamen- 
to de la disciplina canónica, "^rí como mi Padre me ha enviado 6 
míy asi yo os envió á vosotros:" he aquí la misión divina de la Igle- 
sia. '*No me habéis elegido vosotros á mí, sino que yo os he elegido 
á vosotros:** he aquí los títulos del sacerdocio. "JE/ que os oye á 
vosotros, me oye á mi; el que os desprecia á vosotros, me desprecia 
á mí.*" he aquí la autoridad del ministerio cristiano. "El que no 
oyere á la Iglesia, sea para tí como el gentil y puhlicano:** he aquí 
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los derechos del magisterio católico, una exclusión absoluta de k 
libertad de enseñanza, y un terrible anatema pronunciado por d 
mismo Jesucristo contra los que no (][üÍ8Íe8en oír á su Iglesia, des- 
conociesen su magisterio y minasen su institución dogmática saih 
cionando la libertad de la enseñanza en materia de reUgion, mo- 
ral y disciplina. Si este artículo no introduce la tolerancia en sob 
primeros elementos, que son las doctrinas, no sé cuál pudiera ser 
mas á proposito para introducirla en. un pais eminentemente ct- 
ttílico. 

Mas no se reducen u esto los medios que la nueva carta pro- 
porciona para el establecimiento de la tolerancia religiosa en Mé> 
xico: relacionando con lo que queda dicho la terminante dispo* 
sicion del art. 9.*, no veo, Sr. Excmo., lo que pueda faltar ya pan 
la ejecución de este hecho en la Repdblica mexicana. Segnn lo 
que acabo de manifestar, esta establecida ya y plenamente gaiasr 
tizada la enseñanza libre, la difusión de escritos contra los dog- 
mas católicos y la moral cristiana, es decir, la tolerancia en sm 
fundamentos, en sus indispensables* y eficaces medios, en las doc- 
trinas: ¿qué falta para que todo esté hecho? la tolerancia de aao^' 
ciaciones libres con motivos religiosos; y esto es lo que se concede 
á todo el mundo en el art. 9.** No es esto una cavilosidad, Sr. 
Extmo., sino un concepto estrictamente lógico. Según el citadl 
artículo, ^'á nadie se le puede coartar el derecho de asociarse y de 
reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito;" y esta garantís 
es tan general y absoluta, que no establece mas restricción, relfr 
tivamente al objeto que puedan tener tales juntas, que los asuntoi ; 
políticos del pais, que solo pueden ser ventilados en ellas por Id 
ciudadanos de la República. Sígnese de aquí, que no tratándosi ! 
de cosas políticas, el derecho de asociación es general é iihl 
contestable; y como la religión y el culto no son materias poldif| 
cas, la Constitución ha concedido indistintamente a todos, ciuda>i 
danos y no ciudadanos, mexicanos y extranjeros, el derecho pleno 
y absoluto de reunirse con motivos religiosos para dar á Dios é 
culto que cada reunión profese, sin que las autoridades de k 
República tengan ya ningún arbitrio legal para disolver estas yaa^ 
tas. La palabra objeto Ucito, es demasiado vaga en el lugar qod 
ocupa y en el sentido que admite según el espíritu de la Conalb 
tucion, para que pudiera detener los efectos prácticos de esta 
secuencia rigurosa. No habia mas que un medio para serrir&e 
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este epíteto contra el ejercicio de otros cultos: ¿cuál? el reconoci- 
miento constitucional y las garantías consiguientes del catolicismo. 
Es así, que no hai tal reconocimiento, como queda dicho: luego 
lo que es ilícito en la doctrina católica, no conserva este carácter 
en la teoría constitucional; y tanto roanos cuanto que la herejía, 
que es la contradictoria manifiesta del dogiiia, está garantizada 
en los artículos 3.', 6.* y 7.° para difundir sus errores y combatir sin 
trabas la verdad católica. La tolerancia religiosa, pues, sin ruido, 
$in aparato, sin las tormentosas agitaciones á que dio lugar el 
art. 15 del proyecto, reposa tranquila toda en esta nueva carta 
constitutiva, sin que baya mas diferencia entre lo que ba queda- 
do y lo que aquel artículo disponia, sino éstas: que entonces la 
tolerancia estaba en un solo artículo, y ahora está repartida en 
tres; que entonces se declaraba que la religión católica, apostóli- 
ca, romana es la religión exclusiva del pueblo mexicano, y hoi ni 
se declara ni se reconoce tal hecho; que entonces el Congreso de 
bt Union se comprometía á protegerla por medio de leyes justas 
y prudentes, y hoi á nada se- compromete: es decir, Sr. Excmo., 
que hemos quedado infinitamente peor de lo que habríamos es- 
tado con el art. 15. 

El art. 5.** dice que la lei "no puede autorizar ningún contrato 
que tenga por objeto la perdida ó el irrevocable sacrificio de la 
libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación ó 
de voto religioso." No ha faltado ya quien manifieste las graves 
trascendencias que esta disposición puede tener en el matrimo- 
nio, pues que tiene la razón de contrato, importa una obligación 
perpetua por ser indisoluble, y exige el irrevocable sacrificio de 
la libertad del hombre. No comprendo bien toda la extensión que 
aquí tenga la mención del voto religioso. Según la redacción del 
artículo se le supone un contrato, cosa que ciertamente no lo es; 
pero como en consecuencia del voto religioso suele haber ciertos 
derechos á causa del testamento que hacen quienes profesan reli- 
gión, acaso el artículo se extienda también á invalidar las heren- 
cias, donaciones, &c., como consecuencia de la obligación per- 
petua del voto religioso solemne. Hai también que observar que 
el epíteto religioso abraza generalmente todos los votos, solemnes 
y simples, y por lo mismo tiene una extensión mas grande que lo 
que á primera vista parece. Verdad es que la disposición del ar- 
tículo está limitada únicamente á no prestar la cooperación de las 
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leyes cÍTÜes á la Iglesia en los casos que puedan ocurrir; 
no por eso deja de importar este artícnlo constitucional un 
cepto que no es por supuesto el que uñ cat<51ico desea que 
lezca en la legislación de su patria. 

El art. 7.*, ademas de la ilimitada libertad que concede 
escribir y publicar escritos sobre cualquiera materia, previ^ie 
ninguna autoridad pueda establecer la previa censura, j re< 
al jurado de hecho la calificación de la doctrina inculcada en 
escritos. Gomo la expresión es tan general hablando de las 
ridades, y la restricción se halla tan circunscrita en lo relativo 
conocimiento y represión de los delitos de imprenta, parece qq 
en esta parte se le desconoce á la Iglesia el incontestable d^ 
cho que tiene para establecer la previa censura en materias ii 
su inspección, para calificar la doctrina y aplicar ías penas qpi 
le corresponden contra los delincuentes en estas materias: y T 
E. verá que una disposición de esta clase no es ni puede ser nía 
ca de la competencia de la lei civil. Podria decirse que los 
culos constitucionales hablan solo.de las autoridades civiles; 
como en la Constitución se tocan también, como se ha dicho, 
terias canónicas, como en la práctica se ha visto frecuente] 
obrar en el sentido de una restricción de la autoridad eclesiáffti^ 
en los objetos de su resorte, nada extraño seria que á la sonibi| 
de este artículo se quisiesen imponer á la Iglesia trabas diíereá^ 
tes en el ejercicio de su juri^iccion extema, y menos aun cuanji 
según el art. 123 se ha declarado de la competencia de los pod^ 
res generales y de las leyes civiles todo lo relativo al cuito r^ 
gioso y disciplina extema. 

El art. 13 suprime totalmente el ñiero eclesiástico, es de< 
confirma y da un carácter constitucional á la lei de 23 de Novit 
bre de 1855, contra la cual protestó de la manera mas expbcÜ 
todo el Episcopado de México. Entonces dije en mi protesta 
dia 30 del mismo mes que no pedia pasar por lo dispuesto en 
artículos 42, 44 y 4.** de los transitorios de la expresada lei á¿ 
ofender á Dios, abandonar la defensa de la Iglesia y faltar ándl 
juramentos. Declaré como Obispo de Michoacan, como lo haíl 
también el Illmo. Sr! Arzobispo, que todo el contenido de dicha| 
ailículos es contrario á las disposiciones de la Iglesia. Si puei 
entonces todos manifestamos que era ilícito pasar por aquella ]m 
¿dejaríamos de decir ahora que es ilícito pasar por ella, cuan4| 
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bft subido hasta el rango de ua artículo constitacional, y no ya 
€(Hi las restricciones que entonces tenia en materia criminal, sino 
de un modo absoluto y sin restricción de ningún género? En el 
S^inisterio del digno-cargo dé Y. £. debe obrar la protesta que en- 
tonces hice, así como las que hicieron todos los Illmos. Sres. Obis- 
pos. Me refiero á lo que se dijo entonces, y lo reproduzco en to- 
das sus partes, sin detenerme de nuevo á discurrir especialmente 
sobre el particular, porque aun el público lo yi6 todo por haber 
corrido impresas nuestras representaciones. 

El art. 12 no reconoce prerogativas de ningún género en la 
República, del mismo modo que el 13 suprime totalmente el fue- 
ro eclesiástico. Sigúese de aquí, que los clérigos no disfrutan ya 
en México ninguna de aquellas exenciones propias de su inmu- 
nidad personal y consiguientes á la institución eclesiástica y á la 
naturaleza de las funciones que son llamados á desempeñar en 
la Iglesia. Pero si el haberse usado aquí la ^nlúbrBL prerogativas 
fiíese un motivo para suponer <iue no se entendían abolidas por 
el artículo todas las inmuninades personales del clero, la simple 
vista del art. 36 en la segunda parte no dejaría la menor duda. 
El 34 comprende manifiestamente á los eclesiásticos en el nú- . 
mero de los ciudadanos, y el 36 impone á éstos la obligación de 
incríbirse en la Guardia Nacional: es, pues, claro clarísimo que la 
&aev%i Constitución ha impuesto á los Obispos, á todos los sacerdo- 
tes y ministros de la religión el deber de ser soldados, quitándo- 
les de esta suerte aquella exención que han disfrutado constante- 
mente, no ya como un prívilegio, sino como una necesidad im- 
prescindible de su estado y ministerío. Y. E. sabe mui bien que 
nada es tan ajeno de nuestro carácter sagrado, de nuestro minis- 
Imo católico, de las santas funciones que dese^npeñamos, como 
el servicio militar: servicio neeesarío sin duda para la sociedad, 
lícito en su acción cuando ésta se verífica conforme á las reglas 
de la moral; pero esenciialménte opuesto, manifiestamente cho- 
cante, positivamente ilícito y reprobado en los eclesiásticos. Su 
ministerío es de paz, y no de guerra; sus armas son la palabra y 
el ejemplo; su defensa está en su propio estado. Derramar la san- 
gre, por cualquier título que sea, no es propio de su oficio. Bien 
conocidas son de Y. E. las leyes eclesiásticas, y no puede igno- 
rar que cualquiera cooperación 6 intervención, aun remotísima, 6 
allanamiento aun inculpable en sí, para la efusión de sangre, importa 
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una irregalax idad. ¿Como, pues, obligamos á ser soldados confe* 
sando al mismo tiempo que somos sacerdotes? ¿Como estrechar- 
nos á un servicio esencialmente opuesto á nuestras funcione», si 
éstas se conocen j se respetan? ¿Cómo conciliar el carácter re- 
ligioso de la sociedad con esta clase de disposiciones? Yo creo, 
Sr. Excmo., que en este punto no hai medio; 6 negar la institu- 
ción, 6 aceptarla como debe ser; 6 negar el sacerdocio, 6 respe- 
tar aquellas exenciones que son esencialísimas al sacerdocio. No 
es posible por lo mismo pasar absolutamente por la segunda parte 
del art. 36, en lo que dice relación á los eclesiásticos: los Obis- 
pos no podemos menos de protestar igualmente contra ella. 

Volviendo al art. 13, bai en él dispuesto, á mas de la supresión 
absoluta del fuero eclesiástico, que ninguna corporación pueda 
gozar emolumentos que no sean compensación de im servicio pú- 
blico y estén fijados por la lei. Esta parte del artículo citado so- 
mete á la Iglesia con su clero á la disposición de la lei en mate- 
ria de rentas y de congrua. Según él no habrá mas rentas que las 
que la lei fije, ni mas derecho á gozarlas que el que la misma lei 
otorgue, según el concepto que forme de los motivos por qué los 
^ eclesiásticos perciben las rentas de sus beneficios. La Iglesia, 
^ pues, queda por este artículo á disposición del Estado en materia 
de subsistencias: su derecho directísimo y divino para subsistir 
acabé, pues en adelante no habrá mas que el tanto por tanto fijado 
por la lei. Mas la Iglesia nunca puede reconocer derecho alguno 
en la potestad civil para una disposición de esta naturaleza, nunca 
puede convenir en estar sujeta de todo punto á las leyes civiles 
en materia de rentas beneficíales y congruas de sus ministros. 
Las mismas razones aducidas por los Obispos de México, por los 
Cabildos en Sede vacante y demás autoridades contra las leyes 
que se han dado atacando el derecho de la propiedad eclesiástica, 
pueden darse aquí por expresas para fundar la justicia que tengo 
para protestar solemnemente, como protesto, contra este artículo 
de la Constitución. No me detengo á exponerlas, porque se han 
repetido muchas veces: básteme decir que tal artículo es mani- 
fiestamente opuesto á las leyes eclesiásticas; que importa un des- 
pojo absoluto de propiedad y jurisdicción, ha sido constantemente 
reclamado, y seria necesario, para obedecerle, desconocer el ca- 
rácter y la autoridad propia de la institución de la Iglesia y sos 
derechos. 
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El art. 27 declara que ninguna corporación civil 6 eclesiástica, 
cualquiera que sea su carácter, denominación ú objeto, tendrá ca» 
pacidad legal para administrar por sí 6 adquirir en propiedad bie- 
nes raices. Este artículo ratifica en todas sus partes el decreto 
de 25 de" Jimio con el hecho solo de sancionar el principio de la 
expropiación del derecho. Todo el Episcopado de México ha di- 
rigido su voz al Supremo Gobierno de la nación contra el expre- 
sado decreto: varíos Obispos, no satisfechos con representar, he- 
mos hecho las mas formales protestas: todos i una voz hemos 
dicho mae aquel decreto hace á la Iglesia un despojo de su pro- 
piedad, de su jurisdicción para administrarla, de sus derechos 
para adquirirla y para conservi^la: hemos citado las disposicío- 
■es mas expresas del Derecho can<5mco, especialmente las del 
Santo Concilio de Trento: hemos recordado las terribles censu- 
n» en que úncurnrian los que se aprovechasen de esa lei 6 la 
ejecutasen: hemos manifestado que los adjudicatarios, rematado- 
leB, ¿Dc.y díc, no pueden ser absueltos mientras no restituyan, 
mientras no se retracten, -mientras no mparen el escándalo. T 
ahora, porqne esta lei está en la Constitución con la añadidura 
tel juramento, ¿dejará de ser ilícital Doi aquí por expreso cuan- 
to 1» dicho, cuanto he protestado, y cuanto han dicho el Illme. 
Sr. Arzobispo y todos los Prelados de esta santa Provincia me- 
xicana,, sin refpeúAo aquí para no alargar esta exposición. 

La airibucion XXX del art. 72 numera entre las facfdtades del 
Congreso la de expedir todas las leyes que sean necesarias y pro- 
pias para hacer efectivas las concedidas por esta Constitución á los 
poderes de la Union. El surt. 123 declara de la competencia ex- 
clusiva de ios poderes federales ejercer en materias de culto re- 
ligioso y disciplina externa la intervención que designen las leyes. 
Del oonteste de uno y otro artíciüo se colige rectamente: prime- 
vo, qoe el Congreso puede dictar cuantas leyes juzgue necesarias 
y pvopias en materia de culto religioso y disciplina extema; se- 
l'gundo, q«e los poderes federales deben ejecutar estas leyes, ha- 
[ eiendo efectiva la intervención que ellas designen en materias 
del culto religioso y disciplina extema. No hai en toda la Cons- 
litttoion otro artículo sobre el parttcnlar, nada que restrinja, limite 
6 circunscriba en ^ta parte ks ibcultades del legislador y las 
ptrilnioiones del Gobierno. En consecuencia, según los artículos 
citados, pueden los congresos cuanto les parezca conveniente; sin 
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facttltades no tienen otros límites que los del objeto tal coma se 
menciona en el art. 123. £ste objeto es el culto religioso y la 
disciplina extema: el culto religioso es la totalidad de la religión: 
la disciplina extema es la totalidad de la acción administrativa 
de la Iglesia en el orden exterior y público. En el culto religioso 
están comprendidos los elementos dogmáticos del culto, sus for- 
mas litúrgicas, sus instituciones propias, la religión por entero: 
culto religioso es lo mismo que religión; religión es lo mismo que 
culto religioso. La religión, pues, de la República mexicana será 
la que la lei decrete: la acción ministerial y administrativa del 
sacerdocio será la que el Gobierno formule. Quítese de toda la 
grande institución de Jesucristo á la religicMi y sus formas exter- 
nas, 6 lo que es lo mismo, el culto religioso y la disciplina, ¿y qué 
queda? Nada, absolutamente nada. Luego el art. 123 y la atribu- 
cion XXX del 72 han hecho á un lado á Jesucristo en primer 
lugar, porque ya no vendrá de él ni la esencia, ni la institución, 
ni la fo]rma del culto: á la Iglesia en segundo lugar, porque sin 
unidad no hai Iglesia, sin independeneía no hai unidad. Si el de- 
recho está en la lei civil y la intervención en el Gobierno, la Igle- 
sia se localiza en el Estado, la Iglesia desaparece, no hai Iglesia 
de Dios. ¿Quién hubiera podido imaginar, Sr. Excmo., que cuan- 
do la execración pública, la indignación de todo un pueblo con su 
Grobiemo mismo estaban cayendo sobre el art. 15 del proyecto dé 
Constitución, tan solo porque introducia la tolerancia, sin embar- 
go de que la tolerancia no excluye la religión cristiana, no ex- 
cluye á la Iglesia católica, no desnaturaliza él culto, no tiene por 
objeto destmir la divina institución de Jesuciisto; ¿quién hubie- 
ra podido imaginar, vuelvo á decir, que al retirarse tal artículo, 
habia de dejar en su lugar semejante sustituto? Este art. 123, que 
nada reconoce, que nada consigna, que nada garantiza en materia 
de culto, pues no dice cuál es la religión del pais, cuál es la re- 
ligión del Estado, qué derechos tiene, con qué seguridades cuen- 
ta; borra, sin quererlo al parecer, todos los títulos de la religión 
católica, desnaturaliza su carácter, destraye sus derechos, y la 
mata, digámoslo así, en su confuso recuerdo. 

Después de esto, Excmo. Sr., ¿qué concepto puede formarse 
un verdadero católico de la frase con que los legisladores quisie- 
ron expresar, al parecer, los principios religiosos y políticos de 
que partieron para fonnar y decretar la nueva Constitución? En 
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el nombre de Dios y con la autoridad del pueblo mexicano, han di- 
cho, dejándonos de esta suerte sumergidos en una completa du- 
^ si no ya en una triste certidumbre, sobre la parte que tenga 
«n la nueva carta el principio católico. Confieso francamente á 
V. E. que no alcanzo el verdadero sentido de esta frase; no pue- 
do penetrar bien si se ha querido emancipar de la religión el po- 
der pdblico de la sociedad, 6 se ha querido prescindir enteramen- 
te de la conciencia en materia de obligaciones civiles. Si aquella 
frase hubiera sido construida en un 6rden inverso, diciendo, v. 
g.: ''Con la autoridad de Dios y á nombre del pueblo mexicano," 
habría parecido tal vez mui estudiad^ pero no induciria dudas 
tan serias en materia de doctrinas: pues concordando el prínci- 
. pió de la autoridad, que no está ni puede estar nunca fuera de 
Dios, con el de la representación, reconocida como un derecho 
del pueblo, habría salvado al mismo tiempo la verdad religiosa y 
la verdad política: cosa que ahora ciertamente no sucede; porque 
ia siinple invocación del nombre de Dios no satisface á la prí- 
mera, y el exclusivo reconocimiento y la estricta designación de 
la autoridad del pueblo da mas de lo que le pertenece á la se- 
gunda. 

Todas las sectas religiosas pronuncian el nombre de Dios, 
porque tan santo nombre no se halla suprímido sino solo en el 
sistema de los ateos. £1 deista tiene un Dios perfecto en la idea, 
pero inactivo, extraño del todo al movimiento de la sociedad: 
nombra frecuentemente á su Dios, mas no por esto le rinde los 
tributos de la fe. Huyendo tal vez de los peligros de una invoca- 
ción abstracta los diputados al congreso constituyente de 1824, y 
comprendiendo mui bien que en semejantes casos hai una indecli- 
nable alternativa para el legislador, y es la de callar absolutamente 
á Dios, ó invocarle como es debido, no. vacilaron en sancionar su 
código constitutivo "en el nombre de Dios Todopoderoso, Autor y 
Supremo Legislador de la sociedad,'' como tres años antes el héroe 
de Iguala, el inmortal Iturbide habia puesto la Independencia de 
su patria bajo la plena protección de su Dios, inscribiendo la re-' 
ligion ei^ la primera bandera de México independiente y sobe- 
rana. 

¿De dónde emana el poder publico según la religión, según el 
dogma? De Dios y nada mas. ¿De dónde emana el poder públi- 
co según la Constitución que acaba de publicarse? Del pueblo y 
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nada mas. Todo poder publico dimana del pt$eblOf dice el art. 99, 
j esta enunciación tan explícita fija, si no me engaño, la Tex^- 
dera inteligencia qne podemos dar á la frase repetida: ^^en el nomr 
hre de Dios y con la autoridad del pueblo/* £1 hecho es que pan 
mi católico Dios dejaria de ser omnipotente, y en consecuencia 
no seria Dios, si hubiesj un poder legítimo que no emanase del 
suyo; que la sabiduría de Dios consagra la acción administratiTa 
de los gobiernos, el establecimiento y promulgación de las leyes 
justas según el sagrado Libro de los Proverbios; que los mismcM 
príncipes injustos ^stán en la alternativa de buscar en el cielo el 
origen de «u poder, 6 de aniquilarle; pues Jesucristo dijo á Püá- 
to: *^No tendrias potestad, si no te hubiera venido de lo alto;** que 
el mismo Jesucristo dijo á sus Apdstdes claramente, sin rodeos 
ni parábolas: *< A mí se me ha concordo todo poder ea los cielos 
y en la tierra;" y que el Apóstol San Pablo ens^ó asimismo qa» 
no hai poder que no venga de Dios." 

y. E. me excusará de que haya extendido mis reflexiones 
hasta este punto, por afectar uno de lo^priíicipios cardinales en 
materia de doctrinas, y porque un Obispo nunca debe dejar pa- 
sar desapercibidas ni aun las simples dudas en tan delicada ma- 
teria. Por lo demás, para que mis conceptos acerca de esto 
contasen con mejores antecedentes, y persuadido de que la sim- 
ple localidad de una idea contribuye no poco á la claridad de la 
demostración, habia reservado el tocar dicho punto para este lu^ 
gar como el mas á proposito para comprender el significado que 
pueda tener la frase en el nombre de Dios y con la autoridad dd 
pueblo mexicano. 

Tales son, Sr. Excmo., las razones en que me fundo para 
creerme en el caso de representar y protestar contra la nuera 
Constitución. A esto deberia reducirme, si en ella no se hubiese 
añadido á los artículos de que he hablado, el que, bajo el rubre 
de transitorio, dispone que esta Constitución sea jurada con la 
mayor solemnidad en toda la República, si en consecuencia no se 
hubiese reglamentado y sancionado tal artículo en la lei de 17 
del pasado, y por último, si muchos de los fíeles, atendiendo á 
Dios, á su religión y su conciencia sobre todo, no hubiesen perdi* 
do sus empleos, quedándose repentinamente en la calle, por no 
prestar el juramento. Mas todo esto ha dado lugar á nuevas cues- 
tiones de altísima importancia, de las cuales no debo yo desea* 
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tenderme, al dirigir mi voz al Supremo Gobierno con motivo de la 
C<Mi8titacion decretada y el juramento exigido. V. E. me permi- 
tirá, por tales motÍTOS, que haga unas brevísimas reflexiones so- 
bre la ilicitud de este juramento, el derecho de los pastores para 
declararla, su obligación de conciencia para amonestar oportunar 
mente sobre esto á los fieles de sus respectivas diócesis; y con- 
cluya suplicando al Excmo. Sr. Presidente sustituto de la Repú- 
blica que se digne volver al goce de sus destinos á los empleados 
que han sido destituidos por no haber querido jurar la Constitu- 
ción tal como fué decretada. 

Tenue sobre todo encarecimiento es la palabra que hemos em- 
pleado el Illmo. Sr. Metropolitano y yo, al caracterizar semejan- 
te perjurio: no ea itciio; no puede jurarse Ucitamente la Constituí 
don: es decir, Sr. Excmo., que nos hemos servido de una pala^ 
bra que habria sido indispensable para caracterizar un simple 
pecado venial, siendo así que teniamos derecho para nombrar de 
otra suerte un pecado que atrae las maldiciones de Dios, como 
se explica uno de los Pn^tas, é importa un ultraje mui directo á 
su Santo Nombre. Si el sentido mcHral de los fíeles no diese á la 
inteligencia de estas frases todo su peso, habríamos podido temer 
ios 01»spos que nuestras expresiones atenuatiiias: no es Ucito y 
equivalentes, no hubiesen sido bastantes ni para dar el lleno á 
nuestro deber, ni para retraer eficazmente de jurar á los que hu- 
biesen podido hallarse en el caso del decreto de 17 del pasado. 
Pero el hecho es que la calificación que hacen de este pecado la 
Santa Escritura, los Padres y la Iglesia misma, no puede menos 
que hacer estremecer á cuantos permanecen todavía en la pro- 
feision de la fe cristiana. 

Si aquí no se versase falsedad ó duda en materia de aserción 
nes, si el mal aprehendido en él objeto de la promesa fuese de 
aquellos que por su carácter leve y del todo insignificante son 
vistos con bastante benignidad por muchos moralistas, no por es- 
to dejaria de ser ilícito el jurar. Pero, Sr. Excmo., no estamos 
en este caso: se trata dé una Constitución pcdítica, de leyes fun- 
damentales: nada hai en esto que no sea grave, solemne, incal* 
culable sobre toda ponderación en sus trascendencias; y la parte 
afectada por el juramento en el orden de lu religión, en el orden 
de la justicia y en el de la Santa Iglesia católica no podia ser 
mas noble. 



— 18 — 

Bastantes razones hai para fundar el juicio de los Prelados en 
este punto; y por lo mismo nada mas natural que hacer la debida 
manifestación á los fíeles, cuyo bien espiritual está cometido á 
nuestro santo ministerio. ¿Quién podria, Sr. £xcmo., ni desco- 
nocer el derecho que tenemos de declarar lo ilícito de este jura- 
mento, ni la obligación de conóiencia que nos estrechaba fuerte- 
mente á dar este paso? Para convencerse de lo primero basta 
fijar el verdadero carácter de la cuestión; y para quedar persuar 
dido sobre el segundo basta saber el objeto con que nos ha pues- 
to Dios en su Iglesia. 

Comentando por el punto de facultades, ¿de qué se trata? De 
juzgar y decidir si es 6 no lícito prestar un juramento. ¿Es esta 
una cuestión política? No. ¿£s esta una cuestión civil? No. Lo 
lícito y lo ilícito es del dominio exclusivo de la moral: el carác- 
ter esencial del juramento pertenece por entero á la religión; 
mas la religión y la moral son de Dios y no del hombre, perte- 
necen al orden espiritual y no al temporal, tocan á la Iglesia y 
no al Estado. No es otro el poder de las llaves que la autoridad 
del ministerio, el conocimiento, juicio y sentencia de la conducta 
moral, el derecho pleno de juzgar sobre lo lícito y lo ilícito, de sen- 
tenciarlo conforme á la lei, y de retenerlo 6 desatarlo conforme 
á la voluntad de Jesucristo. Cuando este Divino Maestro con- 
sagró con caracteres tan indelebles la personalidad administrati- 
va de su Iglesia; cuando revistió á sus Apóstoles y á quienes de- 
bían de sucederles con todos los poderes que él habia recibida 
del Padre; cuando los autorizó, no solo para predicar el Evange- 
lio, sino para regir por entero la conducta moral de los cristianos, 
excluyendo de su comunión y de su gracia al que no escuchase 
á la Iglesia, nada dejó que establecer á los Gobiernos, ni que dis- 
cutir á los filósofos y sabios del mundo, sobre el poder moral del 
sacerdocio. 

Si pues el juramento de la Constitución es ilícito, y á los Obis- 
pos toca por derecho juzgar y decidir lo que es ó no lícito, lo 
que es ó no pecado, ¿deberíamos haber callado en las circunstan- 
cias presentes? 

El Apóstol San Pablo, escríbiendo á su discípulo Timoteo, se 
explica en términos que no puede quedar la menor duda sobre la 
estrecha obligación que tenemos los Prelados, de instruir y amo- 
nestar al pueblo para dirígirle al cumplimiento de la lei divina y 
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.apartarle de los cfaminos torcido9 de la iniquidad. "Predica la 
palabra, le dice, insiste con ocasión y sin ella." Nunca debe re* 
traerse de cumplir con un deber tan sagrado el que tiene á cargo 
suyo la dirección espiritual de los fieles; y por esto el Ap<$stol quie- 
re que, para llenarle, no esperemos á que se nos presente la oca* 
sion, ni nos detengamos con el temor de parecer importunos, ni 
cedamos á las terribles y delicadas tentaciones del respeto hu- 
bumano. 

¿Qué caso podria presentarse mas precio para eximimos de la 
obligación de amonestar á los fieles que el de un pecador impe- 
nitente y en cierta manera reprobado? Pues ni aun así nos ex- 
cusaríamos ante Dios de cometer una culpa gravísima por nues- 
tro silencio. "Si cuando yo digo al impío," dice el Señor por 
boca de Ezequiel, ^^serás castigado de muerte^ no le anuncias 
'' lo que digo yo; y si no le bablas á fin de que abandone los ca- 
'< minos de su impiedad y vira, el impío morirá en su iniquidad, 
" pero yo te reclamaré su sangre. Al contrario, si le anuncias la 
" verdad al impío, y él no se .convirtiese de su impiedad, y no 
" se apartase de su camino impío, él morirá, por cierto, en su 
" iniquidad, pero tá habrás salvado tu alma." 

El canon praedicandum cap. XXII, quest. 1, previene á los 
ministros del Santuario que prediquen para que los fieles huyan 
del perjurio, y se abstengan de cometerle, sabiendo que es un 
gran delito, prohibido en la lei, en los Profetas y en el Evangelio. 

No molestaré mas la atención de Y. £. citando autoridades en 
apoyo de nuestra obligación. Si hai algún caso en que ésta sea 
notoria para todo el mundo es el presente. El mismo título de 
Pastores que nos dié Jesucristo, que la Santa Iglesia nos conser- 
va y los fieles nos reconocen, el de Prelados que manifiesta nues- 
itra autoridad indisputable sobre lo espiritual; nuestro oficio que 
les regir la Iglesia de Dios; el objeto de la institución de la Igle- 
sia, que es conservar íntegra la fe y apartar á los fieles de todo 
pecado; el fin común de la predicación, que es no solo enseñar, 
sino conservar la virtud y apartar al hombre del pecado, el asun- 
to sobre que versa la elocuencia sagrada en materia moral; todo, 
todo manifiesta que debemos ser mui solícitos para evitar los pe- 
cados públicos y privados. - 

Estas ideas, Sr. Excmo., son las de todo católico, y por esto 
se vié no há mucho la brillante y espontánea manifestación que 
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toda la Repdbiiea hizo de sa fe. Se anunció apenas la discusión^ 
del art. 15 del proyecto, cuando á pesar de las trabas que ha te- 
nido la imprenta y el furor de la prensa anti--cat6liea, todos los 
pueblos, todas las clases, hasta las mismas señoras, levantaron 
su voz contra semejante idea, manifestaron su grave disgusto, su 
profundísima indignación de la manera mas explícita, y el mismo 
Supremo Gobierno, incapaz de soportar ya por mas tiempo la 
idea de que pudiera establecerse aquí la tolerancia, mandó al 
Ezcmo. Sr. Ministro de Relaciones, para que manifestase su opi- 
nión á la Cámara. 

Con general aplauso de la nkcion fué retirado el odioso artícu- 
lo, y ya desde entonces la expectación pública quedó pendiente 
entre el temor de que se guardase un completo silencio, sin lie» 
.garse á declarar cuál fuese ni con qué garantías contase la reli- 
gión del país en la nueva Carta, y el deseo mas bien que la es- 
peranza de que una y otra necesidad social fuesen debidamente 
atendidas. Publicóse empero el nuevo código, y á la vista de su 
contenido no hubo ya en la inmensa mayoría de los mexicanos 
sino un solo sentimiento, el del disgusto de su aparición y el del 
temor que llegase á pedirse el juramento que previene. El resul- 
tado, mui singular en nuestra historia política, que ha tenido la 
solemnidad del juramento, prueba conchiyentemente cuál ha sido 
sobre esto el voto de la nación. 

Han sido apercibidos para jurar todos los empleados püblicos 
bajo la pena de perder sus empleos, y sin embargo muchos no 
juraron; otros que habian jurado se retractaron, queriendo sufrir la 
miseria y perderlo todo antes que complicarse en^ una ofensa tan 
grande á la Divinidad. Este hecho, Sr. Excmo., es mui notable, 
y ha debido sin duda fijar profundamento la atención del Grobier- 
no. ¿Por qué no han jurado los empleados? ¿Acaso por motivos 
políticos? Verdad es que si hubiesen tonido la conciencia de que 
en el orden político habia en jurarla ilicitud moral, nada extraño 
habría sido que se retrajesen de cometer im pecado por la ilici- 
tud, y echar sobre su conducta una mancha de esta clase. Pero 
realmente no ha sido por esto; porque notorio es, que entre lo» 
no juramentados, hai muchos liberales distinguidos, que desem- 
peñaban honrosísimos puestos, y han tenido que retirarse de ellos 
por no incnrrír en semejante perjurío. ¿Será que se hayan resis- 
tido á jurar por no serle adictos al Gobierno? Tampoco: en prímer 
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porque ha recihido éste constaiitemeote pruebas mequ^- 
as de su adhenon y fidelidad; en aegiodo, poique la GoubIí- 
ion vino del Ck>iigreBO j no del Gohienio; j finalmente, porque 
deja su destmo, su establecimiento, su bienestar, j se lan- 
^ á la miseria por desafecto i la administración. No hubo mas 
fie un motivo: Dios, la religión, la conciencia: esto es todo. Mas 
«a motiyo de esta clase no es ni puisde ser QÍeomo al Grobiemo, 
i la nación ni á la lei. 

Nmca se han estrechado mas íntimamente al Supremo Go- 
bienio de la nación con los vínculos deja fidelidad que cuando 
han querido perderlo todo antes que ofender á Dios j sacrificar 
«u conciencia. ¿Qué puede temerse para d mal, y qué no puede 
ssperarse para el Inen, de unos hombres que habiendo pasado nm- 
choB anos en el servicio de la patria, habiendo permanecido en 
sus puestos aun en los tiempos de mayor escasez, repentinamen- 
le lo dejan todo, tal vei en el último tercio de la vida y á la vista 
de una familia numerosa, que perecería de hambre si la Providen- 
cia no fuera tan fecunda, p<» no jurar en vano? Yo respeto, Sr. 
Ezcmo., á esos hombres de la abnegación y del sacrificio, á esos 
empleados probados en el crisol mas terrible, que nos han dado 
& todos un ejemplo tan grande y nos han edificado de una manera 
tan sublime. ¿Y solo del Gobierno, que es el padre del pueblo, la 
mas ]^eciosa garantía de los fieles servidores de la nación, reci- 
birán una repulsa? No lo permita Dios. Antes bien, tengo muí 
fundados motivos para creer que no podrá menos que atender á 
esta suplica; pues no me puedo persuadir que una repulsa com- 
pleta de lo que aparezca justo haya entrado jamas en la intención 
del Gobierno. ¿Por qué? porque esta repídsa, como todo acto ad- 
ministrativo, representarla siempre un pensamiento, presupondría 
siempre un motivo, deberla estar necesariamente apoyado en una 
razón legal 6 en ima razón social, y nada de esto aparece. Ya he 
observado que no puede haber aquí un pensamiento político; por* 
que la resistencia de las autoridades y empleados no es hija de 
las opiniones que cada uno pueda tener, pues hombres hai de to- 
dos partidos entre los no juramentados: hice ver asimismo que no 
debe haber por parte del Gobierno motivo alguno de desconfian- 
za, pues bastantes pruebas de lealtad y fidelidad ha recibido de 
las autoridades y empleados. No queda que inquirir á este propó- 
sito, sino la razón legal, la razón social, y la razón de estado. 
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¿Cuál podría ser sa razón legal? ¿Seria la competencia de la kj 
civil en materia de juramento? ¿el incontestable derecho con qnc 
hubiera podido mandar que se prestase? Ni uno ni otro, Sr . Excmo^ 
porque el juramento pertenece por su carácter á la esencia de k 
religión, por su régimen al dominio de la moral, y la lei humaio, 
por mucha extensión que tenga en su derecho de ligar la condal 
ta de los subditos, nunca puede ni debe por ningún títolo yte^ 
cribir una ofensa de Dios, decretar un pecado social. Porque es 
preciso ponemos en el caso de todos los que han sido llamados á 
jurar. O creen en Dios dno creen: si lo primero, ¿por qué invocaí 
su Santo Nombre para contraer un compromiso contra su honor, 
contra su culto y contra su Iglesia? Si lo segundo, ¿por qué in- 
vocar un nombre sin realidad, sin sentimiento y sin objeto? ¿Có- 
mo explicar ésta contradicción entre un Dios que se niega y ia^ 
Dios que se invoca, entre el ateismo de principio y un acto re&j 
gioso de consecuencia? ¿Y esta obvia y solidísima reflexión es-' 
tara limitada únicamente al sugeto de la lei? ¿El Soberano Con- 
greso pudo acaso bajo algún respecto estar ííiera de esta alternati- 
va? Es visto pues que la subsistencia de la destitución ejecutadla 
por la negativa del juramento no cuenta con los principios de b 
legislación: en consecuencia, no está fundada en una razón legal. 
¿Tendrá por ventura una razón social? Creo sinceramente que no. 
Fúndase mi creencia en que tal razón deberla estar en el pensa- 
miento de la nación, y tal pensamiento no existe; porque toda so- 
ciedad es esencialmente religiosa, y la mexicana exclusivamente 
católica. ¿Habrá, Sr. Excmo., para tan terrible pena una roMOM 
de Estado? Pluguiese al cielo que esta palabra mágica hubieía 
salido ya de nuestro Diccionario político; y que una nación ea 
que pasaria como absurdo aquel célebre dicho de un monarca: Yé 
9oi el Estado j una nación regida por el principio representativo» 
no tuviese ya que buscar en la razón de estado lo que no encuen- 
tra ni en su creencia, ni en su pensamiento, ni en su volunta4 
ni en los principios de las leyes. ¿Qué diré de las circunstancias? 
Por mucho peso que se las quisiere dar, ellas no podrían cierta- 
mente ni destruir los derechos de la justicia, ni debilitar la fuer- 
za de la lógica. Ésta demuestra sin contradicción, después de 
un buen análisis, que his autorídades y los empleados han sido 
destituidos de sus puestos no por principios políticos, ni por dea- 
afectos al Grobiemo, ni por desacato á la misma lei constitacio- 
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nal; sino solo por una cosa: por no perjurar, por no manchar su 
conciencia, por no cometer un gravísimo pecado, por no rehusar 
m obediencia al segundo precepto de la lei divina, por no decla- 
rarse contra Dios en un acto solemnísimo de la vida social. 

Esta resistencia de los empleados en todas partes; la extensión 
del círculo que cada uno forma en la sociedad; las manifestacio- 
nes que habian precedido contra el art. 15; el hecho de haber 
q[aedado la religión peor de lo que habría estado con este artícu- 
lo; la voz uniforme del clero; lo que es esta voz para los fíeles en 
el orden religioso y moral; todo, todo manifiesta que la Carta cons- 
tituyente tal como está, léjbs de haber podido ser promulgada en 
el nombre de Dios y con la autoridad del pueblo, importa una 
grave ofensa de la Divinidad, un violento despojo de los dere- 
¡ ches de la religión y una contrariedad manifiesta con los intere- 
I ses mas caros y la voluntad mas explícita de la nación mexicana. 
Concluyo, pues, Sr. Excmo., esta exposición, manifestando ante 
el Supremo Magistrado de la República, lleno de respeto á su au- 
! tfxridad soberana, pero movido; al mismo tiempo del sentimien- 
I to de la religión y del deber, y en perfecta consonancia con el 
Muí Ilustre y Venerable Cabildo de mi Santa Iglesia Catedral, 
cuya consulta he pedido y recibido ya, que conteniendo la Cons- 
titución federal de 1857 varios artículos contrarios ala autoridad 
de los dogmas católicos, á la institución, doctrina y derechos de 
la Santa Iglesia, no puede observarse en esta parte, ni jurarse 
tampoco lícitamente; porque tal juramento está prohibido severa- 
mente por el segundo precepto de la lei de Dios: que esta divina 
lei es anterior y superior á todas las leyes, y nunca es lícito fal- 
tar á ella para obedecer la lei de los hombres: que la cuestión del 
juramento versa sobre lo lícito ó ilícito, sobre lo que es 6 no pe- 
' cado, siendo por lo mismo el declarar si puede 6 no prestarse, de 
la competencia de la Iglesia por el órgano de sus Pastores: que 
el hacer tal declaración importa para estos, no solamente una 
focultad y un derecho, sino un deber estrechísimo, de que no po- 
drían desentenderse sin hacerse reos ante Dios: que la resisten- 
cia y negativa para prestarle no solamente no es ni puede ser 
ofensiva á los derechos de la lei y á los respetos del Gobierno, 
sino que es un proceder justo, santo y merítorío. En consecuen- 
cia y de total acuerdo con el mencionado Ilustrísimo Cabildo 
eclesiástico de Michoacan, protesto en toda forma contra los ar- 
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tóenlos S."" en su primera parte, 5.® en su segunda piarte, 6."", 7/| 
9.® en su primera parte, 12.® en lo que pueda contrariar á la inimí* 
nidad personal dd clero, 13.® en sus partes 1? y 2?, 27 y 36 en 
su segunda parte, 39 en cuanto contradiga el dogma católico so* 
bre el origen diyino del poder social, 6 motive duda, 72 en la 
atribución XXX, 123 y transitorio, y todos loe demás que directa 
6 indilréctamente se opongan á la religión <5 á la Iglesia; de<da- 
raudo que aunque de heelto se ataquen los objetos sagrados á que 
aludo y sus derechos respectivos, estos subsisten siempre y nun* 
ca pueden perder su fuerza obligatoria. Y finalmente, pido y 
sillico, con mucho encarecimiento al Siq)remo Gobierno, se dig- 
ne restituir á suis puestos á todos los ciudadanos que los ociqía- 
ban y han sido removidos por hidyerse resistido á jurar. 

Dígnese Y. E. elevar esta exposición con el mui sincero tri- 
buto de mi obediencia y respeto al Excíno. Sr. Presidente susCi- 
tuto de la RepúWca, y admitir con este particular motivo las pro- 
testas de mi atenta consideración y distinguido aprecio. 
. Dios guai^de á Y. E. mñcfaos anos. México, Abril 8 de 1859. 
'^^CUmeníie ie Jesus^ obispo de Michoacan. — ^Excmb. Sr. Minis- 
tro -de Justicia, Negocios eclesiásticos, é Instrucción piUilica. 
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OBISPO DE MICHOACAN 

AL SUPREMO GOBIERNO, 



Pidiendo la irerocaclonlde la ley 

de 11 de Abril de 1857 eebre derechos y obTenclonee' parroqnialesy 

y en caso de no ser derogada, protestando 

contra sns eftctos. 



EXCMO. SR. 

En vista de la lei sobre derechos y obvenciones parroquiales 
expedida el 11 y publicada Vn México el 15 del pasado, y de 
la circular con que Y. E. la comunicó á los Excmos. Sres. Go- 
bernadores de los Estados, me veo en el caso de ocurrir al Go- 
bierno con el objeto de pedirle se digne revocarla, 6 de protestar 
en caso contrario, y con el debido respeto, contra sus efectos, ma- 
nifestándole al proposito por el digno conducto de Y. E. las ra- 
zones de justicia y de derecho con que me considero para dar 
este paso. Miran ellas, unas directamente á la lei, otras á la cir- 
cular con que Y. E. la comunico, y otras á las funestísimas con- 
secuencias que la Iglesia mexicana y toda la sociedad van á su- 
frir en caso de llevarse á efecto. Manifestar que la lei en su art. 
1 .* es ó innecesaria 6 incompetente, según que preexistan ó no 
en su vigor las disposiciones que manda observar, y en los otros 
opuesta manifiestamente á la independencia y soberanía de la 
Iglesia, lo mismo que al honor del clero y á la dignidad del 
Episcopado; dar un testimonio solemne al Supremo Gobierno de 
la nación en favor del clero- de mi diócesis contra los conceptos 
deshonrosísimos que envuelve la circular de ese Ministerio, y 
poner en claro las dificultades insuperables en que los. Prelados 
y párrocos vamos á entrar con grave perjuicio de los fieles en 
caso de no ser derogada la lei: tales son los puntos con que ocu- 
paré, aunque mui brevemente, la atención de Y. E. en la presen- 
te nota. 
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I. 



A prop<5sito del primer punto debo manifestar, que los párra- 
fos del tercer Concilio mexicano que se mandan observar en to- 
da la República por el.art. 1.° de la lei, están vigentes en mi 
obispado, y tanto por esto cuanto por los principios que en todc 
tiempo han gobernado á la Iglesia, el espíritu que anüna su mi 
nisterio y las disposiciones particulares de todos los obispados 
es y ha sido en mi diócesis lei establecida y reconocida el no 
cobrar derechos ningunos á los pobres de solemnidad, ni en la£ 
parroquias, ni en la Secretaría del Gobierno Diocesano. 

Mas no solamente hai una lei para esto, como acabo de decir, 
sino que esta lei está y ha estado en observacia: de manera que 
el alivio de los pobres tiene la doble garantía de la lei y de la 
costumbre. Ninguna necesidad pues hkbia de que se diese una 
lei civil para poner en su vigor las disposiciones eclesiásticas en 
favor de los pobres. La Iglesia tien^ y ha tenido por ellos un 
cuidado esmeradísimo, y á su solicitud han debido, deben y de- 
berán esos beneficios de primer orden que nacen del Evangelio 
de Cristo, y nunca hubieran venido á la humanidad menesterosr 
por solo las leyes civiles. 

Hai asimismo en la Iglesia disposiciones y medios prácticos 
para calificar la pobreza y favorecerla; y en virtud de éstas, y 
sin necesidad de nuevas leyes, ha sido todo atendido en la parte 
posible y hablando en general, ^in que jamas haya sido necesa* 
rio, así como nunca ha podido ser justo, que se mezcle la auto- 
ridad política en fijar la cuota y hacerla valer en favor de los po- 
bres. Los artículos 3." y 4.*, ademas de incompetentes, son puei" 
en todo rigor innecesarios. 

A esto debo añadir, que habiéndose provisto por las leyes 
eclesiásticas á todos los casos que puedan ocurrir sobre abusos 
en el cobro de obvenciones, cuenta la Iglesia con la autoridad y 
los medios necesarios y competentes para reprimirlos, y en con- 
secuencia los artículos 5.*», 6.*, 7.* y 8.** de la lei no tienen mas 
objeto quo establecer una intervención civil contra lo que de su- 
yo es eclesiástico,* y atacar la independencia y soberanía de la 
Iglesia sin motivo legal de ningún género. • 

Hai mas: los citados artículos igualmente que el 9.® importan 



asimismo un despojo de jurisdicción; porqué donde está el dere- 
cho para dar la lei reglamentaria dé los negocios, está la facul- 
tad natural y legítima para hacerla cumplir. De consiguiente, no 
pudiendo disputarse á la Iglesia, pues ni V. E. se lo niega, él 
derecho que tiene para dar leyes en materia dé beneficios ecle- 
siásticos, al cual' pertenece el fijar la congrua de los beneficiados; 
privaría del ejercicio de su facultad exclusiva para que aquéllas 
leyes se cumplan y ejecuten es lo mismo que romper la unidad 
de la jurisdicción canónica, destruir dos de sus atributos esen- 
ciales, como son la ejecución y aplicación de la lei, é introducir 
en su seno un desconcierto de mui graves trascendencias. Esto 
de que la Iglesia dé la lei y el Estado la haga cumplir exclu- 
yendo á la Iglesia del derecho de hacerlo por sí misma, es una 
cosa tan singular y única, por decirlo así, que no podría expli- 
carse nunca de una manera satisfactoria, ni según los principios 
católicos, ni según el sistema contrario. 

Mas no se reducen á esto los efectos de la lei: el art. 10.° im- 
porta un despojo de jurisdicción canónica, no solamente en el 
orden gubernativo y judicial, sino aun en la facultad que la Igle- 
sia tiene para dar sus leyes. Derogando en cuanto pugnen con 
ella los aranceles vigentes, y declarando insubsistentes todas las 
disposiciones dictadas hasta hoi sobre prestación de servicio 
personal, tasaciones, concordias, alcancías y hermandades desti- 
nadas á satisfacer en algunos pueblos miserables y haciendas las 
referidas obvenciones, ha sancionado tácita pero real y efectiva- 
mente como un principio que al Estado y no á la Iglesia corres- 
ponde por derecho dar la lei en estas materias, sin embargo del 
carácter eclesiástico que tiene por sus motivos, objetos y aplica- 
, cien. Si este derecho está en el Estado, la Iglesia no le tiene: 
si está en la Iglesia, no pertenece ni puede pertenecer al Estado. 
No hai medio: porque para decir lo contrario, seria necesario pro- 
bar que el Gobierno temporal puede derogar las leyes del poder 
espiritual, habiendo igual derecho en éste para darlas y en aquel 
'para abolirías, lo cual seria un absurdo. 

El mismo raciocinio puede formarse con lo dispuesto en el 
11.** artículo: él previene que un ejemplar de la presente lei, au- 
torizado por los respectivos Gobernadores y sus secretarios, se 
fije en los cuadrantes ó curatos de' todas las parroquias, bajo la 
pena de no poder cobrar en caso contrario ni los curas ni sus 
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vicarios cosa alguna. Los cuadrantes 6 curatos délas parroquias 
spn oficinas exclusivamente eclesiásticas, están bajo el gobierno 
del cura con sujeción al Obispo, y en ellos no se fijan con ca* 
rácter de leyes sino las que traen su origen de la Iglesia misma 
Y miran á los individuos en clase de fieles y no de ciudadanos, 
bien así como las leyes civiles se fijan en los parajes públicos 
sujetos á las autoridades del Estado, y sus disposiciones ligan á 
los individuos como subditos del Gobierno nacional. XJjia lei ci- 
vil en el cuadrante de una parroquia imponiendo obligaciones 6 
privando de][dereclio8 á los curas, es una cosa extraña del todo á 
la institución, es la exclusión de la Iglesia en las materias de su 
resorte, es la sustitución del poder eclesiástico con el poder ci- 
vil en aquellos puntos que pertenecen á la Iglesia. Este es el 
principio que la Iglesia profesa é inculca. Es una sociedad visi- 
ble, plena y provista por su Divino Fundador de todas las facul- 
tades y medios necesarios para el fin de su institución. Es una 
sociedad independiente; porque desde que la Iglesia dependiese 
de otro que de Jesucristo, dejarla de ser lo que es. Es una socie- 
dad soberana, y por lo mismo posee la plenitud del derecho en 
los puntos de su resorte. Es pues necesario convenir, volveré á 
repetirlo, en que, 6 la Iglesia carece de su carácter social y vi- 
sible, de su independencia y soberanía, y en este caso no hai 
Iglesia de Dios, 6 tiene todas estas prerogativas, y en este caso 
el poder civil no puede por un derecho propio ni derogar sus le- 
yes preexistentes, ni dárselas nuevas cuando no las hai, 6 hayan 
dejado áe estar vigentes. Cualquiera lei expedida en este sen- 
tido es pues contraria de todo punto á las expresadas prerogativas 
de la Iglesia; y como tal es el carácter de la lei de 11 del pa- 
sado sobre derechos y obvenciones parroquiales, según acabo 
de manifestarlo, recorriendo uno por uno los artículos 2.° y si- 
guientes de ella, me creo en el caso de no sujetarme á lo que 
ella dispone, de no reconocer su competencia en las disposicio- 
nes que contienen dichos artículos, de no consentir que se fije en 
los cuadrantes y curatos de las parroquias. 

De intento no he querido, Sr. Excmo., entrar en el examen de 
los inconvenientes de otro género que tendría la lei dado caso 
que fuese competente. Yo habría podido asegurar con los mejo- 
res datos que, siendo poquísimos en cada parroquia los que ma- 
nifiestamente cuentan con mas de lo necesario para subsistir, la 



base fijada por la leí para calificar la pobreza, las facultades que 
otorga sobre este punto á las autoridades políticas locales, el es- 
píritu que deja traslucir en las rigurosas penas que impone, 
&;c., &c., darían tal ensanche á la excepción, que los curatos j 
sacristías vendrian por último á quedar absolutamente incongruos. 
Podria demostrar con hechos que las tasaciones establecidas en 
algunos pueblos de indios están de tal suerte arraigadas, que han 
burlado el empeño constante con que se han pretendido abolir, 
sustituyéndolas con el pago de obvenciones pagaderas por- los 
que no fuesen pobres de solemnidad, y desaparecerian solo en 
el caso de no ser sustituidas con nada, es decir, de dejar los cu- 
ratos absolutamente indotados. Pero no es de mi proposito dis* 
currir sobre tal suposición, y por lo mismo, limitándome á lo di- 
cho en comprobación del concepto que tengo formado sobre la 
leí en sus relaciones con la independencia y soberanía de la 
Iglesia, y reservando para el tercer punto lo que bajo esta mis- 
ma relación puede advertirse sobre sus dificultades prácticas, me 
permitirá Y. E. pasar á los* puntos que se refieren á los motivos 
y irazon de la lei consignados en la circular con que Y. £. la 
comunicó á los Excmos. Sres. Gobernadores de los Estados. 

IL 

Nunca hubiera podido considerarse competente la lei civil pa- 
ra el establecimiento de esta intervención amenazante, coactiva 
y deshonrosa en la Santa Iglesia mexicana; pero aun cuando así 
no fuese, aun cuando pudiera disputarse con buenos argumentos 
la incompetencia del poder temporal en tales puntos, siempre 
seria cierto que disposiciones de tal naturaleza y carácter supo- 
nen un escándalo universal por parte del clero, un descuido cri- 
minal por parte de los Prelados, un empeño tan constante como 
inútil en evitar el mal por parte del Gobierno civil. Sábese mui 
bien que los recursos extraordinarios, aun cuando son legítimos 
y justos, no se usan con derecho sino solo en el caso de haber 
faltado los recursos ordinarios. ¿Cuáles serian estos en el asun- 
to de que se trata? Los que los mismos cánones proporcionan: 
el de ocurrir á los respectivos Prelados por el remedio contra 
todos los abusos, impartiéndoles en caso necesario el auxilio del 
brazo secular, 6 al Sumo Pontífice para que castigase la negli- 
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gencia culpable y criminal de aquellos en caso de ver coú^ indi- 
ferencia los gravísimos y generales escándalos que se les denun- 
ciasen, y de no atender en lo absoluto á los justos y legítimos 
reclamos que se les hiciesen. La circular de V. E. supone que 
los abusos y escándalos de los párrocos lian llegado á su colmo 
y puesto en evidencia la impotencia canónica de los Prelados; 
que claman por una providencia extraordinaria del Gobierno ci- 
vil; que los niños no reciben las aguas regenenulofas del bautis- 
mo, ni los fíeles salen del pecado gravísimo de sus criminales 
enlaces, ni los cadáveres se sepultan en sagrado, ni las almas de 
los fíeles difuntos reciben sufragio alguno, cuando la pobreza mas 
notoria no permite á los interesados pagar las obvenciones par- 
roquiales; que si para librarse de estos males se esfíierzan en 
pagar, es quitándose el pan de la boca y sujetándose á la des- 
nudez; que lo mandado por las leyes eclesiásticas no se cumple; 
que las quejas relativas á los abusos cometidos son frecuentes; 
que las leyes canónicas y aun las civiles dadas en otro tiempo 
con un espíritu cristiano, para proteger y no para subyugar á la 
Iglesia, son una letra muerta: en suma, que no queda mas arbi- 
trio que el de tomar medidas mas efícaces*para la represión del 
mal. Fundase en esto la expedición de la lei de 11 del pasa- 
do: V. E. espera que remediará ella todos los males favoreciendo 
á los pobres y destruyendo las prácticas abusivas, y concluye 
manifestando que para lo de adelante la administración gratuita 
do los sacramentos en favor de los menesterosos será una ver- 
dad, lo cual supone que hasta aquí ha sido una mentira ó un 
error. 

No han podido aparecer ni los párrocos y ministros mas cri- 
minales en materia de avaricia, según estos conceptos, á los ojos 
del Gobierno Supremo, ni mas culpables los Obispos de México 
por la frialdad é indiferencia con que se deja entender han pre- 
senciado hasta aquí estos gravísimos escándalos en sus diócesis. 
Pero yo no participo ciertamente de tales convicciones, y antes 
bien, puedo asegurar á V. E. con toda sinceridad que tengo mu- 
chos motivos para dar gracias á Dios por haberme favorecido 
con la importante cooperación de un clero tan servicial, despren- 
dido, virtuoso en lo común, y por lo mismo me concederá la ra- 
zón cuando, justamente movido por el deber que tengo de vindi- 
carle en cuanto esté de mi parte, no pierdo la ocasión en que la 
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circular de Y. E. me pone para dar al Gobienip, en clase de una 
justa defensa, un testimonio de justicia en favor de tan respeta- 
bles, tan dignos y beneméritos sacerdotes. 

Digo pues á este propósito que los pobres de las diversas par- 
roquias de mi diócesis, y no solamente los que se llaman de so- 
lemnidad sino aun los que no llegan a este grado, han sido y son 
en lo general mui bien atendidos y siempre agraciados por sus 
respectivos curas; que he visitado muchas parroquias, y ya por 
las constancias de sus archivos, ya por los iñform.es mas impar- 
ciales y exactos, me consta de ciencia cierta que lo que se ha 
hecho de limosna en casi todas ellas es incomparablemente ma- 
yor que lo que se ha verificado cobrando íntegramente los dere- 
chos: que á pesar del particular cuidado que he tenido sobre esto, 
de mis encargos especialísimos á los vicarios foráneos y á otras 
personas de toda mi confianza, poco he tenido que sentir en este 
punto: que los reclamos han sido tan raros, que pueden reputar- 
se por nada relativamente á lo común: que jamas ha sido nece- 
sario, para poner el remedio, que intervengan las autoridades, ni 
se interesen l^s personas influentes; pues basta la presencia de 
los mismos pobres, para quienes han estado siempre abiertas las 
puertas de sus pastores, al intento de atenderlos y hacer que se 
les sirva y administre sin el menor gravamen: que, ya en los seis 
anos que llevo de Obispo, ya en los que antes serví en mi dió- 
cesis, primero como Promotor y después como Provisor y Gober- 
nador de la Mitra, he podido hacer una observación m]ii impor- 
tante á este proposito: algunas causas se han instruido á ecle- 
siásticos en que han salido perfectamente vindicados, aparecien- 
do á toda luz como víctimas de la calumnia, y entre los varios 
capítulos de acusación que han formado el proceso, no se ha en- 
contrado el de haber oprimido á los pobres en el cobro de dere- 
chos, ni dilatado, por falta de pago, los Santos Sacramentos á nadie. 
Concluiré este punto con hacer á V. E. una manifestación mui del 
caso. El clero á quien tengo el honor de presidir no es rico, y en 
su mayor parte subsiste con trabajo: no se encuentran curas con 
grandes capitales adquiridos á costa de los pobres: los que se 
hallan mejor puestos, después de muchos años de servicio, cuen- 
tan apenas con una decente mediocridad; y en lo común son po- 
bres. Esta circunstancia, Sr. Excmo., es una prueba social, es- 
pléndida, grande y solemne de que no merecen los dignos ecle- 
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siásticos de mi obispado figurar por su avaricia en loa conside- 
randos de la lei. 

Déjase ya entender, que no babrá llegado á mis noticias, ni 
mucho menos con el carácter de un abuso arraigado y común, 
que los hijos de los pobrss se queden sin bautismo por falta de 
recursos para el pago de derechos, ni que los concubinatos, por 
la misma causa, subsistan á ciencia y paciencia de los curas y 
vicarios, ni que los deudos de los fieles que mueren tengan el 
desconsuelo dé ver insepultos los cadáveres de estos, y de saber 
que ningún sufragio se hace por el descanso de su alma, y todo 
esto únicamente porque su extrema indigencia no les permita 
pagar las obvenciones respectivas. Antes bien, he tenido mil 
ocasiones de advertir con la mas grande satisfacción el empeño 
de los párrocos en casar á los que se hallan en mal estado, á 
cuyo efecto, no solamente les administran y asisten de limosna, 
sino que ocurren á la Secretaría con el mayor empeño por las 
dispensas de parentesco, &c. cuandp'son necesarias, y algunas 
veces les dan de su bolsa alguna pequeña limosna para los gas- 
tos de su camino. 

Estas manifestaciones, de cuya verdad puedo responder al Go- 
bierno y en cuyo apoyo podria citar innumerables hechos, creo 
que bastarán para convencerle de que las leyes de la Iglesia 
mandadas observar por la de 11 del pasado, no han sido hasta 
aquí una letra muerta, sino unas disposiciones vigentes y obser- 
vadas en lo general, sobre cuyo cumplimiento no han dejado de 
vigilar nunca las autoridades á quienes corresponde. 

y. E. dice que para lo sucesivo la administración gratuita de 
los Santos Sacramentos á los menesterosos será una verdad: 
aserción terrible, no por lo que promete, sino por lo que supone; 
porque puede ser considerada, sin exageración y sin violencia^ 
como el mas absoluto proceso de lo pasado. El clero, sin. embar- 
go de tan grave acusación, puede confiar mucho en eHestimonio 
de la historia, y sobre todo, en el cuidado que tendrá siempre de 
sus ministres, El que los ha instituido en su Iglesia, ammciándo- 
les trabajos y tribulaciones de todo género, pero prometiéndoles 
al mismo tiempo brillantes recompensas en otra vida mejor. Yo 
estoi seguro de que, si á la expedición de esta lei hubiese prece- 
dido el debido informe de los Obispos, y aun el de los párrocos 
bien documentado, si los hechos hubiesen «ufrido el riguroso 
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examen que snpone una calificación exacta de la conducta de los 
curas Y ministros, de los abusos que se hubiesen introducido, 
con la expresión de sus causas, de la posibilidad ó imposibilidad 
de corregirlos 7 precaverlos sin salir de los recursos ordinarios 
de la Iglesia, no hubiera tenido corazón el Gobierno para decre- 
tar esta intervención, esta fiscalización, esos infamantes y ruino- 
sos castigos, que no han merecido cuantos viven de su trabajo 
en la sociedad, y que se habian reservado solo para los que, de- 
dicados al bien espiritual de los fieles, no tienen libertad canó- 
nica para prescindir de tan sagrado ministerio, á fin de buscar 
de oti*a suerte los medios necesarios para subsistir. 

Creo, Sr. Excmo., que las reflexiones que acabo de hacer en 
favor del clero de mi diócesis con motivo de la circular de V. E., 
ponen de manifieisto que no puede ser comprendido en los con- 
ceptos que sirvieron de fundamento al Supremo Gobierno de la 
Nación para dar esta lei. En cuanto á los Prelados, debo decir, 
porque es la verdad, que ni el Gobierno general ni los particulares 
de los Estados de mi diócesis me han manifestado á mí, en seis 
anos que llevo de Obispo, ni á mi dignísimo predecesor en los diez 
y nueve que goberjió su Iglesia, este mal constante, general, es- 
candalosísimo que se ha querido remediar con la lei de 11 del 
pasado: así es que todo esto no lo habia sabido sino hasta ahora que 
lo veo en la circular de Y* E.; pues tal ó cual caso particular que 
haya podido ocurrir, porque fuerza es que los haya en una socie- 
dad compuesta de hombres, han sido superabundantemente aten- 
didos con los medios canónicos, sin que jamas haya tenido la au- 
toridad civil que lamentar ni la impotencia ni el desentendimiento 
de los Prelados. Y añado á esto que no sé que hasta ahora nin- 
gún gobierno se haya quejado de los Prelados al Papa, ni pués- 
tole de manifiesto la insuficiencia de la autoridad eclesiástica para 
corregir los abusos. Faltaban, pues, también por esta parte, las 
razones que hubiesen podido explicar el recurso á los medios que 
la lei establece, ateiidido lo segundo que debió preceder, las ex- 
citativas y reclamos á los Obispos contra la avaricia de los pár- 
rocos, ó el recurso al Papa contra la negligencia de los Obispos. 
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He indicado también que consideraría la cuestión presente en ! 
otra de sus relaciones, la de los males gravísimos y las dificultades : 
insuperables que van á seguirse de la subsistencia de la lei. 

El art. 2.* establece que el Gobernador 6 Gefe político de ca- 
da Estado ó territorío fije el minimun de lo indispensable parala 
subsistencia; y el 3.*, que lo que una vez se fije, no podrá ser alte- 
rado sin el consentimiento del legislador general. ¿Como podrá 
el Gefe del Estado fijar este minimun para todos los pueblos que 
gobierna, y fijarle de modo que sus cuotas no se resientan de los 
inconvenientes de la necesidad creada por el art. 3.^? Supóngase 
fijada la cuota en un año abundante: ¿qué sucederá en los anos 
estériles? ¿Qué sucederá en las eventualidades de un sitio, de una 
leva, &c., &c? ¿La autoridad política local enmendará la obra 
del Gobernador 6 Gefe político? ¿Y con qué derecho lo baria, si 
la cuota, una vez fijada, no puede alterarse, según el art. 3.® déla 
iei, sin consentimiento del legislador general? ¿Aplazará su re- 
solución para cuando éste, haciéndose cargo de todo lo que debe 
tener presente y examinar con la mayor escrupulosidad, dé 6 nie- 
gue su consentimiento para que puedan alterarse las cuotas? ¿Y 
cuánto tiempo será preciso para el remedio de cada necesidad? 
He aquí, Sr. Excmo., un cumulo inmenso de dificultades prác- 
ticas, y una fuente inagotable de males y perjuicios que pugna- 
rian con la subsistencia de la lei, aun prescindiendo de su ma- 
nifiesta incompetencia. 

El art. 5.** establece una pena y comete á la autoridad política , 
su aplicación. Aquí el érden constitucional y el de los procedi- i 
miehtos legales para garantizar la justicia no tienen lugar ningu- 
no: se aplica una verdadera pena sin juicio, y una pena que, in- 
teresando en la mitad de la multa al que pagó sus derechos, abre 
un doble camino á los fieles para convertirse en acusadores de 
sus párrocos: circunstancia que á la larga concluiria con el res- 
peto y veneración que merecen los segundos, si Dios no lo reme- 
diase, y con la moralidad en que deben conservarse los primeros. 
Esto no necesita comentarios. - 

Sin quererlo, Sr. Excmo., he vuelto al punto de que me habit 
querido apartar por no venir directamente á mi propósito, á in- . 
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dicar los inconyenientes prácticos de la leí en el drdea civil, pres^ 
dndiendo de aus dificultades canónicas. Dejo pues de insistir en 
este punto, para contraerme solamente á la situación penosísima 
en que los Prelados, los curas con sus yicarios y el común de 
ios fíeles vamos á quedar en caso do que la lei trate de llevarse 
i efecto á pesar de nuestras respetuosas manifestaciones. 

Incalculables van á ser en la Iglesia los males que semejante 
lei debe producir en cualquiera de los extremos que se suponga: 
es decir, en el de que fuese cumplida por los párrocos, lo cual 
no es de esperarse; en el de que sea moralmente resistida por 
todos^ lo cual debe suponerse; y en el de que la obedezcan unos 
y la resistan otros, lo cual seria profui^amente sensible para la 
Iglesia. En el primer caso habria un cisma general en el *clero 
mexicano, lo que Dios no ba de permitir: en el segundo un cis- 
ma parcial en cada diócesis; y en el tercero una constante pugna 
entre la autoridad política y la autoridad eclesiástica: y cualquie- 
ra de estos extremos es perjudicial^ no solamente á la Iglesia, sino 
también al Estado. 

Cuando por desgracia tenemos ya tantos elementos contrarios 
á la unidad, estabilidad y bienestar de la sociedad, ¿será bien in- 
troducir este otro mas terrible que todos? La lei de desafuero 
causó todos los males consiguientes á este despojo de la inmuni- 
dad personal de los eclesiásticos, y principalmente de los dere- 
chos propios de la Iglesia en sus leyes generales, poniendo á cada 
uno de Jos ministros del clero enlre la desobediencia á la Iglesia 
6 la desobediencia al Estado. La lei de desamortización, atacan- 
do la propiedad de la Iglesia y su derejpho propio para adquirirla, 
conservarla y administrarla, trajo por consecuencia precisa la rui- 
na de todos los objetos sagrados y benéficos á que se aplicaban 
sus rentas: los pobres que comian el pan, los enfermos recogidos 
en los hospitales, la juventud educada y enseñada gratuitamente, 
el culto sagrado, <&c., &c., todo vino á tierra en sus medios de 
conservación: el golpe dado se resiente- ya en todas partes, sin 
embargo de que todavía no se arruina todo merced á la econo- 
mía y solicitud de la Iglesia; y mientras ésta sufre todas estas 
consecuencias del decreto mencionado, .multitud de ciudadanos 
resienten penosamente la lucha del interés con la conciencia, co- 
locados entre el provecho de la lei con mengua de su salvación, 
6 la paz de la tonciencia con perjuicio de sus intereses témpora- 

2 
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les. pi juramento exigido de laConstitücion lia producido el wíá 
mo efecto nunral y material, atrayendo los malee terribles coi»i| 
gnientes á un peijurío sobre los que le han prestado, y lanzando 
á cuantos le rehusaron á la miseria y mendicidad con eiis numoi 
rosas familias. Solo faltaba una cosa; afectar individualmente ú 
clero, colocándole á su tumo entre la miseria y el cisma, y esti 
es lo que ha venido á realizar la lei sobre derechos y obvencio* 
aes parroquiales. 

Ya he manifestado á Y. £. las razones poderosas que nos asis- 
ten para no consentir en k> dispuesto por el art. 1 1 .* en lo relati- 
▼o á los cuadrantes 6 curatos de todas las parroquias: V. £. me 
permitirá notar, aunque brevemente, las consecuencias funesta 
mas ^ue tal artículo y nuestra forzosa é indispensaUe desobecfiei- 
eia debe producir contra los grandes intereses de la religión y de 
la moral en la República mexicana. Tal disposición importa na 
despojo absoluto del derecho que los párrocos y ministros tienen, 
de exigir lo que les corresponde para su congrua sustentación; y 
lo» males que se siguen de aquí nd pueden impedirse por los Pre- 
lados ni por los párrocos, ni remediarse por la lei ^ pesar de 88 
art. 12.^ son males que traspasan con mucho la esfera de nues- 
tra posibilidad, y que acaso mas tarde no podrán evitarse ni por 
el Gobierno mismo. 

De no cumplir con lo dispuesto en el art. 11.*^ resulta, segim 
lo prevenido en el mismo, que los curas y vicarios no pueden 
hacer cobro alguno. He aquí, 8r. Excmo., un despojo rnuveTsú 
de la propiedad de dichos eclesiásticos, la destrucción de todos 
los beneficios parroquiales, la privación omnímoda de congrns 
para todo el clero que adminislara en las parroquias: porque de- 
cretar absolutamente que ningún eclesiástico perciba nada pot 
su congrua sustentación viene á ser en sustancia lo mismo que 
disponer igual cosa, en caso de no sustraerse los párrocos y ni* 
nistros á la obediencia de la Iglesia catdlica, de no desconocerse 
derechos, de no obedecer á la lei civil cuando está en pugna eos 
la lei eclesiástica. Durísimo es por cierto, ver á todo el clero ss- 
jeto á perecer de hambre por la imposibilidad moral eif quele 
coloca esta lei, principalmente en el artículo de que se trata; peio 
como ha dicho con tanta exactitud á los párrocos en su carta de 
17 del corriente el Illmo. Sr. Arzobispo de México: todos los «•■ 
Ureses del mundo nada valen en comparación de la soberanía é4nif' 
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hnUUncia de la Iglesia; y cuanto se pueda inventariara a/ubyugarla^ 
pbe antes sufrirse y padecerse^ que prescindir de eUa y mancillarla^ 
^ como' el obsequiar la presente lei importaría un formal desee- 
iocimiento de tales prerogatiras y derechos, los párrocos y de- 
l^aas sacerdotes deben sufrir y padecer el hambre y la desmides 
i que la lei los condena si no la cumplen, l^^tes que someterse á 
eUa, sacrificando así la soberanía é independencia de la Iglesia 
católica. 

Resulta de lo expuesto, que no algunos^ sino todos los curatos 
cuyos párrocos no prevariquen, sino antes bien permanezcan fie» 
les á la Iglesia^ van á quedar incongruos: que se les cierran to- 
das las puertas, y estarán en la alternativa indeclinable 6 de fóiUar 
i sus deberes eclesiásticos sujetándose á la lei civil, 6 de pere- 
cer por (^nerse á ella en cumplimiento de tan sagradas y estre- 
chas obligaciones. Verdad es que el Gobierno, según el art. 12.^, 
«e compromete á proveer de recursos de subsistencia para los 
ministros y para el culto á los curatos que quedaren incongruos; 
pero este artículo no destruye la dificultad, sino antes bien la 
Agrava, ya porque parte do un principio que la Iglesia no admi- 
te, cual es que al poder temporal corresponde el derecho de do- 
tar el culto y el clero, ya porque, aun prescindiendo de esta con- 
sideración general, el citado artículo lleva imbíbita la condición 
de que la lei sea reconocida y observada, no solo en el servicio 
gratuito de los pobres, como parece colegirse de su letra, sino 
también en todas sus partes, como claramente lo dice el art. 11.^ 
Según este artículo, los curas y vicarios que no fijen la lei en 
los cuadrantes 6 curatos no pueden cobrar ni á los ricos ni á los 
pobres: según el art. 12.* solo cuando queden incongruos por el^ 
^rvicio gratuito de los pobres serán provistos de recursos por 
bl Gobierno. Luego en el caso de la indispensable y obligatoria 
iiesobediencía de los párrocos á la lei, no pueden esperar ni del 
Crobiemo, ni de los pobres, ni de los ricos, ni de nadie, sino solo 
de la Providencia por medios extraordinarios, recursos para sub- 
sistir. Pero esto no será inconveniente para que, sin embargo de 
que nada se les dé, á todos se les obligue, haciéndoseles la fuer- 
za que suponen las multas y destierros con que se les amenaza. 

¿Qné podremos hacer los obispoB para prevenir 6 remediar tan 
mmensos males? ¿Diremos á cada uno de los curas que prescin- 
dan de su derecho? Son propietarios de sus beneficios, y ni el 
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Prelado paede privarlos de sa derecho á la congrua, ni librar i 
los fieles que no son rigurosamente pobres, de la obligación de 
conciencia que tienen de pagar. ¿Diremos á los párrocos que se 
resistan á ejercer aquellas funciones á que , son llamados por sn 
ministerio, si no se cumple con ellos por parte de los fieles? ¡Ne 
lo permita Dios! Dai'^mos un carácter odioso al mas puro, cari* 
tativo y santo de todos los servicios que pueden prestarse al hom- 
bre sobre la tierra, y entrariamos con el Gobierno en una lucha 
activa, que no es, ni puede, ni debe ser propia de los ministros 
de paz, de los sacerdotes del Altísimo^ Si ellos, á pesar de con- 
tinuar en sus curatos sufriéndolo todo, llegaren al caso tristísi- 
mo de tener que retirarse, porque ya no puedan subsistir, ¿les di- 
remos que continiíen, sin embargo, prestando sus servicios hasta 
morirse de hambre? Ellos lo podrán hacer; pero nosotros no se 
los podemos mandar. Fuera de estos casos, que deben ser fre- 
cuentísimos, ¿qué haremos con los curas desterrados, y como lle- 
naremos los huecos que dejen en sus parroquias? ¿Mandaremos 
sustitutos? Pero no los habrá; porque el clero es poco numeroso; 
porque ni él podria sujetarse, ni seria prudente que nosotros le 
obligásemos, á moverse continuamente de un lugar á otro, á cam- 
biar constantemente de destierros, ni menos en el supuesto caso 
de la mendicidad á que los condena la lei. Por otra parte, ¿c<$mo 
enviar un sacerdote con la ciencia cierta de que ha de hacer lo 
mismo que su predecesor, y por consiguiente, salir por hambre 
6 por destierro de la respectiva parroquia? Y si los Obispos no 
los mandamos bajo tal concepto, si á tanto llegase nuestra desgra- 
cia que hubiese de haber eclesiásticos dispuestos á obsequiar la lei 
^in embargo de la prohibición expresa de sus Prelados y de sa 
oposición á la independencia, soberanía, libertades y decoro de 
la Iglesia, ¿cómo emplear á tales eclesiásticos? ¿c6mo autorizar- 
les para «el santo ministerio? ¿cómo permitir que estén un solo 

instante en las parroquias ? Yo me confundo, Sr. Excmo., 

me abismo con la consideración de lo que puede suceder. Si la 
lei hubiese quitado absolutamente las obvenciones, limitándose á 
borrar al clero de la lista de sus objetos, nosotros habríamos po- 
dido arreglar de algún otro modo su conservación y subsistencia; 
de manera qué no estuviesen desatendidas las necesidades espi- 
rituales dé los fieles; mas hoi toda» son dificultades para el Epis- 
copado. ¡Dios ilumine y mueva al Supremo Gefe de la Nación, <( 
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ÍB08 dé á los Obispos con todo nuestro clero las luces y fortaleza 
lüecesarias para conducimos en medio de tan penosas dificul- 
Etadés! 

\ ¡Ojalá, Sr. Excmo., estas manifestaciones respetuosas y yerí- 
*dicas que me he creido en la estrechísima obligación de hacer, 
■' no solamente porque así lo exigen la independencia y soberanía 
' de la santa Iglesia, cuya defensa es uno dé los puntos de noestro 
tuirgo, sino también porque imperiosamente los reclama la justa 
; Tindicacion del honor y virtudes de un clero digno de otro con- 
cepto y de otra recompensa, muevan el auaimo del Excmo. Sr. 
Presidente sustituto de la República psura la revocación de esta 
f lei tan humillante para el venerable Cuerpo de los Párrocos y mi- 
nistros, como depresiva de la autoridad canónica de los Prelados! 
Yo se lo pido con el mayor encarecimiento por el respetable con- 
ducto de "V. E. Pero si razones que ne alcanzo, pero que acaso 
, tendrá el Gobierno, cuyo juicio respetaré siempre, le hiciesen 
desestimar cómo bastantes gara su objeto las que sirven de fun- 
.damento á mi súplica; si esta representación tuviese la suerte de 
las otras que hasta aquí he dirigido con motivo de las leyes y de- 
cretos citados antes, no me queda otro recurso que oponer á su 
ejecución la resistencia moral y pasiva, manifestando que no pue- 
do ni debo consentir en ella, y haciendo al propósito las protestas 
que exige mi deber en calidad de Obispo. 

Bajo tal concepto, y con la expresión mas respetuosa y sincerado 
mi acatamiento á la Suprema Autoridad de la Nación, protesto en 
debida forma contra la lei de 1 1 del pasado en cuanto se opone 
á la soberanía, independencia, libertades, decoro y dignidad de 
la santa Iglesia. Protesto asimismo que no consiento,, ni censen-^ 
i tiré, contra la. voluntad de la Iglesia, en que dicha lei sea fijada 
[en los cuadrantes y curatos de las parroquias; y que si á pesar de 
mi protesta, se hiciese uso de la fuerza para fijarla, no por esto será 
tenida por lei, ni obedecida como tal en los curatos de mi diócesis: 
que si en consecuencia de esta oposición legítima, fuesen priva- 
dos los curas, sacristanes mayores y vicarios de la congrua sus- 
tentación que les corresponde por la lei natural y positiva divina, 
no por esto perderán su derecho, sino que le conservarán íntegro: 
que no puedo ni debo obligarlos, y en consecuencia no los obligo 
á que renuncien este derecho y dejen de percibir lo que les cor- 
responde: que aunque de hecho no lo perciban por la fuerza que 
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86 les hftce para no cobrar; la oUigacioii de conciencia que ti» 
nen los respectivos deudores, en quienes no conennra la caHád 
de pobreza solemne, para pagar, siempre subsiste, y todos qpmdaii 
ligados coa el deber de la restitución: que si por falta de congnia 
«ostentación, ó en consecuencia de los destierros llenen á &i* 
tar los eclesiásticos necesarios, á pesar de mi entptóo pocqueiM 
fieles no dejen de estar espíntualmente asistidos, todos losisab? 
que de aquí resulten, no son de mi responsabilidad; pues aa so- 
mos los Prelados sino la lei quien impide á los cíx^b percibir sis 
derechos y obveaciooes. 

Dígnese Y. £« eleviur esta exposición al siqperior conoeiiDieii- 
to del Excmo. &:. Presidente sustituto de la Bepttfalica con el 
tributo de mi acatami^aio í su antondad y mi respeto á su per- 
sona. 

Dios guarde á V. £» muchos nSos* Coyoacan, Mayo 4 de 
1857. — Clemente de fesuSf Obispo de Midioacan.— £xcmo. Sr. 
Ministro de Justicia, Negocies eclesiásticos 6 Instrucción ] 
ca.*-*M^xioo. 



DECRETO 



DXL ILLHO.SR. 



OBISPO DE MÍCHOACAN, 



Ifomuuido lA condiicta d« los Sret. Cunit, 

Sacristanes mayores y ricarios de su Diócesis, con motiro 

de la ley de 11 de Abril de 1867 sobre derechos 

y obrencioiies parroquiales. 



CL.EIÜBJVTE DE JESÚS MUJVGUIA por la §rracia de 
Dios y de la Santa Sede Apostólica Obispo de Mi- 
ciioacan. 

Habiendo representado al Supremo Gobierno de la Nación el 
dia 4 del corriente pidiéndole la revocación de la lei de 1 1 del 
pasado sobre derechos y obvenciones parroquiales, por conside- 
rarla opuesta, no solamente á la independencia, soberanía y li- 
bertades legítimas de la Santa Iglesia, sino también á su decoro y 
dignidad; y para el caso de llevarse a efecto, hecho las protestas 
siguientes: primera, contra la lei en general en cuanto se opone 
á los expresados caracteres, derechos y prerogativas de la Igle- 
sia: segunda, que no consentimos ni consentiremos que dicha 
lei sea fijada en los cuadrantes y curatos de las parroquias, y que* 
aun cuando- de hecho y por la fuerza se fije, no por esto será te- 
nida por lei ni obedecida como tal en nuestra iglesia: tercera, 
que, si en consecuencia de esta oposición legítima, los curas, 
sacristanes mayores, vicarios y fábricas espirituales fuesen pri- 
vados de su congrua y dotación correspondientes, no por esto 
perderán su derecho, sino que le conservarán íntegro: cuarta, 
que no podemos ni debemos obligarlos, y en consecuencia no los 
obligamos á que renuncien este derecho y dejen de percibir lo 
que les pertenece: quinta, que aun cuando de hecho no lo per- 
ciban por la fuerza que se les haga para no cobrar si no fijan la 
lei repetida en los cuadrantes de las parroquias, la obligación de 
conciencia que tienen^ con excepción de los pobres de solemni- 
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dad, los respectivos deudores de pagar los derechos parroquiales, 
subsiste siempre, y todos quedan ligados con el deber de la res* 
titucion: sexta^ que si por falta de congrua sustentación 6 en 
consecuencia de los destierros llegasen á faltar los eclesiásticos 
necesarios, á pesar de nuestro empeño porque los fieles no dejen 
de estar espiritualmente asistidos, todos los males que de aquí 
resulten no son de nuestra responsabilidad; pues no somos los 
Prelados, sino la lei, quien impide á los curas y demás percibir 
sus obvenciones y derechos: Debiendo hacer lo posible por 
nuestra parte para que los fieles de nuestra Diócesis no dejen 
de estar atendidos en sus necesidades espirituales por falta de 
sacerdotes que les administren los Santos Sacramentos: Creyen» 
do mui necesario que los párrocos, sacristanes mayores y vi- 
carios tengan una regla fija y autorizada para conducirse en los 
casos ^e puedan ocurrir, si se llevare á efecto la mencionada 
lei: Por tanto, y en uso de nuestra autoridad canónica para el 
gobierno de nuestra Diócesis hemos venido en disponer lo si- 
guiente: T' 

Primero: Los curas, sacristanes mayares y vi<^arios arregla- 
rán sus procedimientos en la parte que les toque á nuestras juro- 
testas hechas al Supremp Gobierno contra la exj^esada lei en 
los términos que queda dicho. 

Segundo: No se cobrarán derechos ningunos á los pobres de 
solemnidad, ni de curato, fábrica y sacristía por sus bautittnoe, 
matrimonios y entierros, ni de notaría porjsus diligencias matri- 
moniales, como está dispuesto por el tercer Concilio mexicano 
y decretos diocesanos, y se ha observado constantemente hasta 
aquí. 

Tercero: Son pobres de solemnidad ' todos aquellos que no 
puedan pagar sin privarse de los recursos indispensables para 
su subsistencia y la de sus familias. 

Cuarto: Cuando la pobreza solemne de los interesados no 
conste al Párroco, dará por bastante cualquiera de las pruebas 
admitidas en Derecho. 

Quinto: La excepción otorgada en favor de los pobres no com- 
prende nada que sea de pompa, la cual antes bien debe reputarse 
como una presunción legítima de que no hú pobreza de soleai- 
nidad. 

Sexto: Todos los fieles que no tengan la circunstancia de 
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ser pobres de solemnidad, quedan obligados á pagar sus derechos 
Y obvenciones parroquiales conforme á los aranceles vigentes y 
costumbres legítimas sabidas y aprobadas por la autoridad dioce- 
sana; y en consecuencia deben pagarlos religiosamente: y si al- 
gunos, aprovechándose de la franquicia que la lei civil concede 
para no ser estrechados judicialmente al pago, dejaren de hacer-* 
lo, pudiendo; sepan, que quedan sujetos á la lei de la restitución 
en el fuero de la conciencia. Los párrocos harán esta amones- 
tación á quienes corresponda, y tomarán razón de sus nombres 
en un registro que abrirán á propósito, dándonos cuenta mensual- 
mente de los caeos que ocurran. 

Sétimo: A fin de que no haya por parte de los eclesiásticos 
motivo alguno para que se les atribuya nada .contrario al espíritu 
del santo ministerio, al respeto debido á las autoridades, á la con- 
servación del sagrado culto y cumplimiento de sus deberes, no 
pondrán demanda contra nadie por causa de derechos, ni rehusa- 
rán, mientras permanezcan en sus parroquias, el ejercer los actos 
del ministerio parroquial y eclesiástico. 

Octavo: Cuando por falta de congrua no pudiesen permane- 
cer en el servicio de sus parroquias, nos darán cuenta para pro- 
veer lo coveniente. 

Y para que llegue á noticia de todos, se circulará este decreto 
á los Sres. vicarios foráneos, y párrocos, en copia certificada por 
nuestra Secretaría, sin perjuicio de los ejemplares originales que 
bajo nuestra firma podamos remitir; el cual se fijará en los cua- - 
drantes 6 parajes acostumbrados de las parroquias; y los párro- 
cos podrán remitir á sus vicarías, y aun á los curatos que no le 
hubiesen recibido, una copia certificada por ellos, y permitir sa- 
carlas á los fieles que se las pidieren, certificándolas en caso de 
estar conformes con la del Curato. 

Dado en la Villa de Coyoacan á 8 de Mayo de 1857. — Cle- 
mente de Jesús i Obispo de Miehoacan. — Por mandado de S. S., 
Luis Porto, Secretario. 



